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OBJETIVO 

El presente trabajo de investigación tiene como objetivo principal, 

exponer las ddifie_ncias jurídicas e incongruencias legales que Ja Ley de 

Justicia Cívica p!:lre ¡el Distrito Federal tiene en la actualidad, a efecto 

de procurar ,y ~~risfof!..e,¡, 1~ -armenia pacífica y convivencia social de 

todos sus JT1iet11pr¿s. ~orlo que, como resultado de tal exposición, se 

podrán hacer las propuestas jurídicas de reforma que consideramos la 

Ley en estudió requiere hoy en día para que sus determinaciones 

adquieran Ja eficacia y congruencia legal necesaria para adecuarse así 

a la realidad social. 

1\ 



INTRODUCCIÓN 

Para nadie es un secreto que el Distrito Federal, al ser la ciudad 

más poblada del mundo, enfrenta día con día una vasta gama de 

problemas, mismos que pueden ser políticos, económicos, sociales, 

culturales, familiares, etcétera, con lo que se requiere que las 

instituciones u organismos gubernamentales, así como sus leyes y 

reglamentos se encuentren sólida y jerárquicamente estructurados, pero 

sobre todo actualizados, a efecto de dar la debida respuesta y atención 

que cada uno de estos acontecimientos merece. 

Sin embargo, en la realidad es notorio que la justicia cívica como 

una institución impartidora y sancionadora de la conducta del hombre 

en sociedad, ha sido relegada, minimizada y sobre todo desnaturalizada 

en su contexto jurídico, para ejercer eficazmente sus funciones. Así, en la 

actualidad la Ley de Justicia Cívica para el Distrito Federal, a nuestro 

criterio. rºequiere de serias reformas que la doten de un sistema 

normativo actualizado que cumpla y haga cumplir los fines de toda 

norma jurídica. que su eficacia y proyección social se vuelvan a insertar 

en el lugar que les corresponde, para que contribuya de esta manera, a la 

solución real de la problemática social que por competencia le 

corresponda. 

En tal virtud, y a efecto de poder cumplir con nuestro objetivo el 

presente trabajo de investigación, desarrollará en su primer capítulo. el 

marco histórico que la justicia cívica ha tenido desde los orígenes del 

México prehispánico y hasta la época del México post-revolucionario con 

" 



la intención de encuadrar y delimitar correctamente, los criterios y 

formas de aplicación de las sanciones que las autoridades han tenido 

como una forma de control social, y administración de justicia. 

El capítulo Segundo de nuestro trabajo de investigación, se 

encuentra diseñado para que en base a un estudio metodológico y crítico 

de nuestra doctrina, podamos establecer correctamente todos aquéllos 

conceptos que giran e inciden alrededor de la justicia cívica, para poder 

determinar la real naturaleza jurídica que la misma tiene, resaltando 

desde luego, sus orígenes, causas y efectos. 

El capítulo Tercero de nuestro trabajo de investigación, lo hemos 

diseñado con la intención de realizar un estudio crítico del actual 

procedimiento que se desarrolla ante los juzgados cívicos para denotar 

claramente las deficiencias legales y virtuales que actualmente contiene 

el procedimiento de referencia. Situación ésta que nos permitirá 

sustentar entre otras cosas, la actual inoperancia e incongruencia en la 

que se encuentra la Ley de Justicia Cívica para el Distrito Federal. 

Finalmente el Capítulo Cuarto de nuestro trabajo de investigación, 

lo hemos estructurado con la intención de realizar una crítica jurídica, 

así como argumentos y razonamientos sociales que nos permitan 

redimensionar la influencia y trascendencia de los juzgados cívicos del 

Distrito Federal. como una institución que dentro del contexto actual de 

la sociedad que conforma el Distrito Federal tiene efectivamente una 

misión importante y trascendental a efecto de regular la conducta del 

hombre en sociedad y procurar la convivencia armónica de sus miembros 

y por ende la paz social. 



CAPÍTIJLO 1 

MARCO fflsTÓRICO DEL 60BIERNO DEL DISTRITO FEDERAL"/ Lit JUSTICIA 

cMc1t 

:::c:r.:io ::-iota introductoria al tema en comento, consideramos 

adecuado establecer que a lo largo de la historia de 1a soc!eda:i 

civilizada, muchos han sido los organismos e instituciones que se :ha:: 

constituido con la intención de que sus miembros vivan en armonía y 

con respeto irrestricto a los derechos y prerrogativas que cada Estado 

y su sistema jurídico les conceden a sus miembros en un determinado 

momento. 

Así, :::.uestro país no ha sido la excepción, dado que en ~a 

a::tualidad existe una gran variedad de disposiciones norI:J.ativE.s -:¡_··.:.e 

!Ju.sean y permiten a su vez que todos los que integramos es:a Ns.c:,::r.: 

a..'.:.~ siendo extranjeros, vivamos bajo disposiciones que tiend.en a 

'.:igrar un equilibrio armónico, pero sobre todo, legal, justo y eq•.lita~ivo 

en las r!.iversas relaciones ya de hecho ya de derecho, en las que da 

:;:m día nos desarrollamos. Sin embargo, como es sabido, e:: :a 

z.::t'...lalidad existen tanto cuerpos normativos así como organis:nos, ~ue 

:_:;:Jr s:.is especiales características se han visto rebasados ;>or :es ·.:ses y 

::::::~i..:::;:c::-es sacia!es, que podemos traducir en desarrcLc :;cc:.s· .. ::.::::'.:.:: 

~.~ ·~2~_s:~ :.a :2..~ac:e:~istica básica =.e ~aactividad y sobre ~c:.o ie~.c..~ :.e 



TESIS CON 
FALLA DE 
ORIGEN 



2 

prever correctamente una conducta, dado que la evolución natura: de 

la sociedad los supera notoriamente, lo que pone de manifiesto algo 

que desde este momento queremos dejar claro, como lo es, el que 

consideramos preocupante que la actividad legislativa, literalmente 

ha desaparecido de nuestro esquema de producción de leyes, debido 

primordialmente a que tanto el H. Congreso de la Unión, así como la 

H. Asamblea Legislativa, para el caso del Distrito Federal, se han 

encontrado y encuentran en la actualidad ocupadas por legislariores 

(en su mayoría) carentes de todo sentido legislativo y 

fundamentalmente de sentido y conocimiento jurídico. dedicándose 

únicamente a comerciar políticamente sus intereses personales y 

partidistas, lo que valdría la pena revalorar en su justa dimensión, 

para que sin mucho trabajo nos pongamos de acuerdo. Dicho de otro 

modo, a más de setenta años de hegemonía política del Partido 

~=tevolucionario Institucional, la producción, técnicamente legislativa, 

estuvo viciada de un poder desmedido por parte de los diversos 

titulares del ejecutivo, constituyéndose éste. como el pr::r.::::;:a.; 

"emisor", por decirlo de alguna manera, de leyes, situación c.·.¡e s: bie::: 

es cierto lo permite válidamente nuestra Carta fundamental, tambiér. 

demuestra el sometimiento del Poder Legislativo a los designios de un 

presidencialismo y partidismo nocivo a todas luces. ejemplo de eG:::;. ~o 

:r2~.reser_ta e! '.!arr:ado neoliberalismo estructural de nuest:r:; ::aís 

J..::.e~.ás ie ~ue der:rnestra la necesidad que hoy en día, (aunc'..le ~ara 

a}gunos, esto parezca una barbaridad). tcdo aquél ~.·-~e af:.:_:'.:--2 "- -J:::. 
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puesto legislativo por elección popular, debe Fundamentalme:cte, 

demostrar tener estudios o conocimientos jurídicos que le permitan, 

cuando menos, en sus ratos de sensatez, aportar algo, en beneficio no 

personal ni de su partido político, sir.o de la sociedad que :o e:igió 

como su voz y voto, en un recinto que debería de ser su alma mater 

durante el tiempo que dure su gestión y no el lugar de negocios y 

centro de reparto del "bien" llamado botín político. 

Quisiéramos poder seguir con el sentido de esta nota 

introductoria, pero las especiales características de método y espacio 

q·.:e pretendemos seguir en nuestro trabajo de investigac!6n, nos lo 

prohíben, por lo que en su momento argumentaremos lo cor. d. .:ce::.te. 

Así entonces, decíamos que eran dos los principales factores en los 

que se ha cimentado el anquilosamiento de ciertos c:.;.er;os 

normativos, que para nuestro tema en comento, lo será la Ley de 

.Justicia Cívica para el Distrito Federal. Pues bien, una vez corr.entado 

·'.)revemente el factor legislativo. ~abremos de precisar o_:.;.e el :::tr:J y 

también aspecto preponderante. para que ia Ley de ,:»..:s·:::::a 

sea hoy en día prácticamente ietra ;nuerta, e i!'lclusc c';);etc :ie ·.:·.::::a 

-::::~ ~-ª t-ran n:aycría de transgrer,c~es. in represer.-~a si::: :.-~.:.a, ::. 
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Es decir, si sumamos al desinterés legislativo por poner en un 

orden lógico-jurídico a la referida Ley de Justicia Cívica para que se 

encuentre en consonancia con la realidad social. Con el desinterés que 

tanto la Ley de mérito, así como su estructura orgánica y funcional 

tienen al encontrarse supeditadas a un presupuesto financiero y 

olvido administrativo y burocrático, por parte de los altos mandos 

gubernativos del Distrito Federal, nos daremos cuenta del porqué, en 

lugar de que la Ley y su aplicación al caso concreto resulten en el 

estricto cumplimiento del orden social, (quizá desde su esfera más 

elemental, pero orden social al fin), nos encontraremos con las 

muestras de constante trasgresión por parte de la ciudadanía a una 

ley que por básica que se le considere, al ser ley, se tiene que respetar 

y hacer respetar, atento al Estado de Derecho en el que actualmente 

nos ufanamos de vivir. Empero, y como lo hemos manifestado, los 

aitos ma~"dos gubernativos en turno, han contribuido notoriamen:e e:r.. 

ei que la !..ey de Justicia Cívica para el Distrito Federal sea del tcdo 

defic'.ente como primer ordenamiento de control social, al haber 

convertido los diversos juzgados cívicos que conforman la 

administración de justicia cívica, merced de su desinterés de :fcndo, 

~ara el Distrito Federal. en espacios, que a lo más en ia actualidad, 

J~::--12:~- ·::ara dejar pasar la "borrachera" al o los incm.<tos o 

":_;;::;:;]:rcteg'.:ics" que no tuvieren la oportunidad económica d.e sc·::cr::oa!" 

a ~a a:..;~cr:ñatl, ::> bien pagar su i::-_~·racc'.6n ,para que ::::eé.:a:::.:e e_ :ar;: 
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del conocido "entre", poder seguir violentando la Ley en comento, 

poniendo en riesgo a terceras personas y a la sociedad en su conjunto. 

Visto lo cual, y a efecto de poder realizar un anáiisis metodológico 

de la importante y trascendental función jurídica y social de la 

actualmente conocida Ley de Justicia Cívica, en los subsecuentes 

capítulos, habremos de realizar un breve estudio cronológico, de cór.io 

se ha ido regulando a la ciudad del Distrito Federal, partiendo desde 

la época del México Azteca y hasta nuestros días, con lo que podremos 

estar en posibilidad de entrar al fondo de nuestro trabajo de 

investigación. 

11.1 ~EL Mtx1co PREHISPÁNICO. 

Siguiendo con el desarrollo de! nuestro trabajo de investigación, es 

menester señalar que en lo que actualmente es el Territorio del 

:::::'!str:to ?ederal. habitaron básicamente los antiguos Aztecas. qu.e al 

igual que otras culturas de la época y dada su organización, :"·~'.e:-c:-. 

objeto de asombro por parte de los conquistadores. ':'a; y cc~.:.c se 

desprende de las palabras de i\Jejandro Humboldt, al decir "Los 

regímenes sociales en que estaban organizados en forma pri.T>;.tr1a 

rudimentarúi, traducida en un cúmulo de reglas consue~ud1.car:a::, 

que aun no se hnn t>studiado exhaustii·aml•nte." 1 Sin embarg::::. ::::~.:: .:: 

~-::._·~1HnL:1·~. ALF .. 11\NDRu. Ensa110 l'olit1co sobre el Reuno de la Nueva España. Editcrlai ?ed.ro 
;.(oJ:ecc:. México. : :-;41, pag. 78 
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acabamos de mencionar, estos no fueron los únicos pobladores y 

culturas que habitaron en nuestro país, toda ves que podemos 

destacar también a los Otomíes, nómadas que ocuparon algunas 

regiones de los actuales Estados de la República como son 

Tamaulipas, Nuevo León, San Luis Potosí. Guanajuato, Querétaro e 

Hidalgo; los Olmecas y Nonoalcas, en el centro del país; los Zapotecas 

y Mixtecas en la región del Estado de Oaxaca; los Xicalangas, en el 

Golfo de México; así como a los Mayas y Quiches, en el sur de la 

Península de Yucatán. 

Así entonces, entre las tribus o pueblos sobresalientes, 

encontramos a los Aztecas. Mismos que según los historiadores tenían 

un gobierno teocrático, que se fundo en la ciudad de Tenochtítlan, en 

honor a un sacerdote de nombre Tenoch, quien los conducía para 

encontrar ei lugar prometido. Tal y como lo apunta Mendieta y Nuñez, 

al decir: 

''Desde Aztlán hasta el lugar donde 
habría de aparecer una águila devorando a 
una serpiente sobre un nopal, que era Ja 
seiial sagrada para fundar la gran 

Tenochtítlan. que se convertiría en el centro 
económico. cultural. militar y religioso []9 

toda la América Septentrional. " 2 

' MENDIETA Y NUNEZ, Lt:clo, Introducción al Estudio del Derecho Agrano. 4ª edición, Editorial 
?orrúa. México, JCJB l. pag. 78. 
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Dentro de este contexto tenemos que, con la fundación del México 

Azteca, en el año de 1327 y una vez establecidos, su gobierno fue 

depositado en los nobles y sacerdotes mismos que fueron sustituidos 

más tarde por la monarquía electiva, en donde: 

"El Monarca era designado por electores 
que representaban la voluntad popular y que 
deberían de ser señores de primera nobleza. 
Bajo el gobierno de Itzcoatl. aumentó el 
número de electores populares, llegando a 
estar formado por seis electores, sólo Jos 
nobles podían fungir como electores sin ·que 
ninguna persona o clase social haya tem'do 
injerencia en el nombramiento del mismo. " 3 

Bajo tales consideraciones y siguiendo los argumentos del maestro 

Gscar Cruz 3arney, podemos inferir que bajo este sistema y por lo que 

respecta al tlatoani, tenía también la facultad de administrar y dictar 

las leyes para su gobierno. Era elegido en una asamblea en la que 

participaban los más distinguidos representantes de la comunidad, 

::amo el cihuacóatl y los cuatro funcionarios tlacatéccatl, 

~:acochcálcatl, ezhuahuácatl y tlillancalqui. 

?ar su parte el cihuacóatl, era un personaje de gran importancia y 

:'.aci42tades casi iguales a las del tlatoani. Representaba el ge:-::.e:c 

·1 MENDIETA Y Nui<n:z, LUCIO. El Derecho Precolonial. 6' edición, Editorial Porrua, México, ! 992, 
pag. 116. 
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::'emenino de la divinidad. Tenía atribuciones tales como la ó.e ser :·~;ez 

S4:_:>remo en lo militar y en lo cr'..m!.nal, organizar expeá.ic!.o:ies 

::nilitares, premiar a soldados, etcétera. Además al morir el tlatoani, el 

c:ahuacóatl convocaba a todos los electores y lo reemplazaba hasta el 

memento de la elección. 

:'.:iespués del cihuacóatl se encontraban los consejos. En donde el 

ccnsejo supremo estaba integrado por los miembros de ~os ccnsejos 

:ne~cres, quienes auxiliaban al monarca y estaban a su lado en la 

resolución de asuntos difíciles e importantes. Tenían ::';.;::icicnes no 

ú::ücamente concejiles, sino también administrativas y 

j ~risciiccionales. 4 

De lo que se desprende el por lo que, la estructura político-social 

Ilex:.ca se regia por dos principios fundamentales: la jerarq_uía y ~a 

especia;:zación de funciones. 

?:;r cuanto hace al traba;o en la época Azteca, pode:nos estéÚ:~ecer 

::_·.;.e existían dos grupos de perso::as q-ue lo llevaban a cabo : !as q:ue 

::ealizaban los trabajos manuales y '.as que se encargaban de ~&'.:'.::!'es 

:'..e :i~ección. Así. los macehua~es eran la ger:te ccr: . .'.:.:-.. ~:::i 

•
1 Cfr. CRL'l 2AR~EY, [)sCAR. Histeria del Derecho en Aféxico, Ed:tor.al Jxforc:! ·J..,iverst!y ::!"es!, 
.\':Pxir::, ~ 999, pag. ! c. 
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?illi y los tecuhtlis servían en la guerra y defendían las tierras del 

::alpulli, y las administraban. 

?or lo tanto, el derecho azteca tenía el carácter para sus 

pobladores de ser el reflejo de la religión de Huitzilopochtli, 

descansando en el orden cósmico, la misión del pueblo y en las 

aspiraciones de grandeza de la religión. 

Ahora bien, al decir de Vaillant, "la ley azteca era severísima. De 

hecho, desde la infancia el individuo seguía una conducta social 

correcta; el que violaba la ley sufría serias consecuencias." 5 

En este contexto, la vida cotidiana estaba intervenida duramente 

por el derecho. El hombre no era un individuo aislado, sino la célula 

:::·.!e !'ealizaba una serie de funciones necesarias para el cuerpo s::;::ial. 

::_·.;.2 ~e:::~a como fin alimentar a los dioses. Con lo q_ue. a ::r.aycres 

responsabilidades, mayores eran las penas y el rigor de la iey. ::..,·..;.egc 

entonces, la igualdad de derechos nunca se planteó entre '.::;s ::lex1cas, 

::;da ves que los derechos se obtenían de acuerdo con i:;s ::::é!':tos 

a~canzados. 

"::'a:es c.!'g·.imentos nos obligan a sustentar que en la épcca az·'.e::e. 

,.. ~: .. ~x:.:a.. ex:stía ·..;.::a ~nncier..c:a :.!.l ~es;>eto al orden j:.i.ri:i~~~ y a ~E. 

'VA:LL.ANT, :JEORGE C. Citado en CRL? BARNEY, ÜSCAR, lbidem, pág. 17. 
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moral. Las penas eran muy graves y la muerte se imponía al 

ciudadano que atentaba contra los intereses colectivos. La sanción se 

aplicaba según el hecho en la realización del delito o falta, más que en 

~a función propia de estos de ahí que se aplicara la pena de muerte a 

delitos tales como los robos en el mercado entre otros. Al grado que el 

¡:;ropio ':'latoani, estaba sujeto y debía respetar las disposiciones que él 

señalaba como obligatorias. Es decir, las clases dirigentes estaban 

sujetas a un rigor legal mucho mayor que el común, debido al ejemplo 

de conducta que tenía que ofrecer, según lo hemos expuesto. 

?or ello se considera que el derecho azteca tenía un carácter 

eminentemente penal, pues se sancionaban con severidad las 

conductas contrarias al interés de grupo. Tal y como se demuestra con 

los tribunales y autoridades encargados de impartir justicia, a saber: 

l. El tecp11calli. Este tribunal, estaba compuesto por dos jueces 

y conocía de los asuntos relativos a delitos cometidos por 

militares y cortesanos. 

2. El tribunal de guerra. Integrado por ci::1co capitanes, 

funcionaba directamente en el campo de bata:la y ::c:::::::::.a 

só~o de asuntos de carácter militar. 



:1 

3. Tribunales eclesiástico y escolar. Lo formaban dos jueces 

que juzgaban sobre los delitos de los estudiantes; podían 

imponer penas muy severas, pero no la de muerte. 

4. Tribunales mercantiles. Aparentemente existían bajo este 

rubro dos _tribunales distintos: uno compuesto por 12 jueces 

que conocían de los delitos cometidos en el mercado, y otro 

integrado por tres jueces que juzgaba a los pochtecas pcr 

actos cometidos en cualquier lugar y sobre cualquier 

materia. 

Con lo que, podemos concluir que durante el imperio azteca, la 

organización y administración de justicia fue sumamente rígida y por 

ccnsecuencia eficaz, dado el carácter inminentemente penal de las 

sanci:::~es a los transgresores del orden y las leyes, sin dejar de tomar 

en cuenta que la población evitaba violentar el orden jurídico y social, 

en virtud del gran temor al castigo divino. 

1.2 EN EL Mtx1co COLONIAL. 

Por lo que respecta a la época Colonial, podemos establecer ~:.le 

::::i. '.a toma de la ciudad de México el 13 de agosto de 1521. c. ::-_a:::os 
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:iel virreinato, mismo que estuvo dominado por una fuerte 

::entralización política y administrativa, extendiendo s::s ic:m:'.:::.ios y 

problemática social y jurídica en todas las direcciones C.e -~s 

terri:or!os .::ar.quistados, tal y como se desprende de las palabras del 

maestro Alfonso Toro, al decir: "Una urbe magnífica con un creciente 

desarrollo, creador de complejos problemas sociales y económicos de la 

vida nacional." s 

?cr lo que, podemos establecer que aún con la conquista, la 

metrópoli siguió teniendo un carácter principal, más aún, si :ornamos 

en cuenta, que en ésta, se asentaba la Real Audienc'..a, que se 

e~c::;r.traca en la residencia del virrey, lo que originó que se conviniera 

en :a :::;?'..~isima cit:.::3.ad metropolitana y cabal del reino. 

Dentro de este contexto, debemos destacar que desde el punto de 

·;~s~a ~·.::-~:i~cc-político, la conquista obligó a desaparecer los diferentes 

:=s:a::.::is & ~:óctonos o indígenas al someterlos al imperic es:_::c.!".::il. 

Come~i:r.iento éste. que produjo como consecuencia :a ::::-:::.:::;'.:~:'::::-.. ::e 
·.:::i régimen jurídico y polí!:ico scare el espacio terr:·~cr'.&~ :: ::;c.::::-e e~ 

e:e~e::-,to humano que integrabar.. las formas estata!es y d.e go;,:er:.--_c a 

.::.:::. :_·.:e ::a ;;.os her:10s referido. 

'"-oRc:, A~i'ü~su. Htstona de fllé.\1CO, tomo t:, Editorial Porrúa, México, 1936, pág .. 226. 



En tal virtud, en la época colonial se funda en Ccyoacán ¡,m 

Ayuntamiento, al igual que el que se fundó en la Villa Rica de :a 

Veracruz. Posteriormente, por Real Cédula del 4 de julio ¿e i523 se 

erigió a la capital en "ciudad" recibiendo su escudo de armas. 3:n tanto 

q:ie por Real Cédula del 24. de octubre de 1539 se ext!e::.de s•.; 

j':.i.risdicción a 15 leguas con el título de "Muy Noble, bs:.g::.s y ::::~y 

Leal Ciudad." 7 misma que pronto se vio obligada a tomar serias 

determinaciones, para enfrentar los problemas citadinos y extra· 

urbanos, dado el continuo aumento, de sus pobladores y la 

consecuente concentración económica, al adquirir mayor amplitud. 

Con esta problemática, la preocupación constante de :os virreyes 

se concentró en la atención adecuada para satisfacer bs servicios 

públicos y poder hacer frente a las continuas y grandes cala::r..:::.a:i.es 

sccia~es ~t:.e la enorme población indígena, hispánica y :::neshza s:.:.:'.;:!a. 

3aste recordar los momentos críticos de las epidemias. en las q_ue 

perecieron víctimas del cólera o viruela, miles de habitantes :ie la 

ciudad. 

?or otra parte. con la intensificación del comercio se obliga e. .as 

a-...toridades a la expedición numerosas -· .. 
~:n~cn:.~:-.:::es 

7 Z:JRJ7A, A~.o~su :JE.. Breiie y Sumaris1mu Relarión de los Señores de la Nueva. Es~ .. ~~. 
3ibliotern de 1 Estudiante U111versitario. Edncnal UNAM. México, 1 <J42, pag. 7c 
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como el trabajo de los indios, el establecimiento de mesones, fondas, 

gremios diversos, policía, salubridad, mercados, comercios, etc. 

Así, en la Nueva España, estuvo vigente en primer término la 

legislación dictada exclusivamente para las colonias de América, 

denominada Derecho Indiano, dentro del cual ocupan un lugar 

preeminente las célebres leyes de las Indias, consideradas por los 

historiadores como una verdadera síntesis del derecho hispánico y de 

las costumbres jurídicas de los indígenas. 

Más tarde encontramos a las Leyes de Castilla, que al decir del 

maestro Juan Moneva: 

"tenían también aplicación en Ja Nueva 
España con carácter supletorio pues la 
recopilación de 1681, dispuso que todo lo que 
no estuviera ordenado en particular para las 
indias, se aplicaran las leyes ya citadas. Las 
Cortes, eran el órgano supremo que aprobaba 
Ja creación de las leyes en el estado español, 
desprendiéndose que el monarca no era el 
soberano absoluto, ya que contaba con las 
restricciones de las cortes españolas. '8 

• MONEVA y PllYOL, JUAN. Jritroducción al Estudio Histónco. 7ª edición, Editorial Labor, 
Barcelona, 1968, pag 58. 
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Ahora bien, y a efecto de precisar nuestro estudio en cuanto a la 

administración y procuración de justicia administrativa, civil, penal, 

etcétera, que se desarrolló en la época colonial, habremos de seguir los 

argumentos del maestro Cruz Barney, de los que se desprende que, en 

términos generales el Virrey gozaba de las atribuciones de gobierno, 

justicia, guerra y hacienda. 

Por lo que respecta al gobierno, política y administrativamente, 

actuaba como gobernador del reino y podía hacer y despachar en las 

provincias de su gobierno en los casos en los que no se le hubiera 

específicamente exceptuado. Así, el Virrey podía modificar e incluso 

suspender la ejecución de las disposiciones reales, cuando considerara 

que las circunstancias así lo exigían, por medio de la figura tlel 

contrafuero, utilizando la fórmula de "obedézcase pero no se cumpla". 

Por lo que respecta a la justicia, tenía atribuciones a partir del 

año de 1567 por disposición expresa de Felipe 11, de actuar como 

;residente de la Real Audiencia, con la representación del Monarca 

como fuente suprema de Justicia. Además, desde 1591, el Virrey 

administraba Justicia en primera instancia a los Indios y conocía de 

los juicios en que estos eran demandados, sin perjuicio ::e ~a 

:::-_tervenc:6n de otras autoridades. Conocía también en primera 

'.::stancia de los delitos comunes cometidos por los oidores de la 3.eal 

Audiencia, cuando fueren de gran escándalo. 
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En materia de guerra, tenía el carácter de capitán general y 

disfrutaba de la más amplia iniciativa para actuar, incluso en 

acciones de guerra, gozando también de jurisdicción sobre la marina. 

Finalmente y por lo que respecta a la hacienda, el Virrey en turno 

debía cuidar particularmente del buen recaudo, administración, 

cuenta y cobranza de la Real Hacienda, procurar su aumento y 

claridad en el cobro y administración. 

Años más tarde, y con el establecimiento de los gobernadores de 

las provincias, por parte de la Corona española, encontramos las 

siguientes características: 

:'..,os gobernadores, en cuanto a las facultades de gobierno tenían 

las de fundar y trasladar ciudades, organizar la administración, 

construcción de obras públicas, organización del comercio interior. 

abasto y buen tratamiento a los indios, así como la de nombrar a los 

f:.:ncionarios subordinados en auxilio de su gobierno. Por tanto. las 

facultades de justicia por parte de los gobernadores era la principal y 

más importante, sobre todo, cuando tenían el carácter de presidentes 

de la Real Audiencia. 

3n este sentido, la justicia ordinaria era impar.ida '.:::r :as 

a·.;toridades en los negocios civiles o criminales, así como ;as mE:~er:as 
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no reservadas a los tribunales de justicia extraordinaria. Con lo que, 

en el área civil, la justicia ordinaria operaba cuando trataba de 

cuestiones que no tenían un origen criminal y eran de carácter 

privado. En el área penal, la justicia ordinaria operaba, cuando se 

trata de crímenes que afectan a los intereses de la sociedad o del 

3stado. I..uego entonces, las facultades de justicia variaron de acuerdo 

con la autoridad local, por lo tanto, para su estudio, las dividiremos 

en: gobernadores, corregidores y alcaldes mayores, alcaldes ordinarios 

y alcalde mayor indígena. 

a) Gobernadores. 

Como ya lo establecimos, las facultades en materia de justicia de 

les gobernadores, actuando como presidente de la Real Audiencia, 

consistía en asistir a los estrados a la vista de los pleitos e intervenir 

en aspectos administrativos de la audiencia. Por lo tanto, Jos 

g:::~e:rnac!ores conocían en primera instancia de los asuntos civiles y 

c:r:""inales. siempre que no hubiera conocido antes un alcalde mayor u 

crdinario. Gozando de las más amplias facultades de j'.ist!cia e::: '.as 

:~amadas causas de gobierno. 

bi Corregidores y Alcaldes Mayores. 

3stas autoridades, tuvieron jurisdicción civil y crimi:::.al tl.e 

·::r:::.era :::stancia. administraban justicia en nombre del Rey y en el 
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caso de que no fueran letrados tenían la obligación de dictar la 

sentencia con un asesor. De tal suerte que en la instrucción a los 

alcaldes y corregidores de la Nueva España de 1571, se establecía que 

conocerían de ias causas no graves y de poca cuantía, mismas que 

debían resolver breve y sumariamente sin forma de juicio. 

c) Alcaldes Ordinarios 

La función de éstos, era la administración de justicia en primera 

instancia, ejercían su jurisdicción sobre la ciudad, la villa o el pueblo 

hasta el campo y pueblos vecinos que carecieran de ·cabildo, conocían 

también en primera instancia de los pleitos de indios con españoles. 

d) Alcalde Mayor Indígena. 

Presidía el Municipio Indígena con jurisdicción Civil y Cr'..:::!.::al, 

era la a'..<toridad inmediata superior a los alcaldes ordinarios e inferior 

al ccrregidor español. Además, el Alcalde mayor i:::i!ge:i.a 

administraba justicia en nombre del Rey de manera sumaria y 

limitada jurisdiccionalmente. Debiendo visitar la cárcel cada sábado 

::ara despachar las causas de los presos.9 

A rr.,anera de corolario, y como se desprende de :as a:-.~e::-~:::::-es 

a:'.'t;'..::::!en~OS, rGde~CS ir.ferir q:.;2 ;a aplicación de jus:ic:a e::-: ·~:::::.:::s ~:;G 

"Cfr. é:RCZ i3ARNEY, ÜSCAR. op. cit. págs. 245-302. _ .... __...... ···!, 
----~:. ·[~-· .. --:~, n .N. 

J 1'.iJl·' ~) . . 1 
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19 

niveles en la época colonial, estuvo cimentada en el Derec~o Espafü:>l, 

respetándose en todo lo que no fuera contrario a éste, ni a :a fe 

católica, las costumbres y derechos de los indígenas, situación ésta 

q:!e no duró por mucho tiempo, dada la evolución propia de las razas 

coexistentes. Sin embargo, creemos que la organización y estructura 

de las autoridades y de las disposiciones jurídicas que se fueron 

precediendo a la conquista, aportan beneficios notables en cuanto al 

esquema de aplicación de la justicia en nuestro país. 

11.8 :E..N EL MÉXICO INDEPENDIENTE. 

Como es de suponerse, con el movimiento insurgente iniciado en 

el mes de Septiembre de 1810, la historia jurídica de la Nueva España 

se colapso, en virtud de la ideología de nuestros principales 

libertadores, entre los cuales destaca Morelos, que concibió y proyectó 

importantísimos documentos constitucionales, que sirvieron a México 

como estructura política·jurídica, y que a su vez, fueron entre otras, 

las gra:;des proclamas del movimiento libertario, significá::::isse esta 

etapa en su propio desarrollo. mismo que se consti~·..:yé e:-_ ::.os 

:::~recciones, que coincidentes en muchos puntos, conservan sin 

embargo su separación durante el período comprendido de 1212 a 

1821. Según se desprende de las palabras del maestro Daniel l•ú:~e::ic 



"La Constitución lvfonárquica de 1812 
y Jos diferentes decretos que con apoyo en 
ella, se expidieron por las cortes españolas 
para la Nueva España. implicaron el 
derecho público de ésta, desde el punto de 
vista del gobierno virreinal. La 
insurgencia por su parte y sobre todo en la 
segunda etapa, procuró organizar jurídica 
y políticamente a lo que sería con 
posterioridad el Estado Mexicano, de 
acuerdo con las bases que ella misma 
elaboró. en el contenido de la 
Constitución." 10 
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Así entonces, bajo los auspicios de Morelos, se formó una especie 

C.e asamblea constituyente, denominada Congreso tlel Ar..áhuac, 

mismo q:.ie el día 6 de Noviembre de 1813, expidió el acta solem::·e de 

la de~larac!ón de Independencia de la América Septentrional, en la 

q~e se cedaró la disolución definitiva del vínculo de dependencia con 

el gobierno español. 

?osteriormente, el día 22 de Octubre de 1814, ei ;;rcp:c Cc::g!'eso 

ex;;i..:ie un trascendental documento jurídico que ccnst:'.ti.iir'..a i.a 

:::::ertad de Ja América Mexicana. conocido con el nombre de 

2::::-_s~:::.:ci:b de ApatzingáP.. ::<.:sta. tiene como ar_te::e:'..e::~es 

'ºMORENO ::lANIEL. Dereclto Const1tucwnal Me.t'lcano. 7ª edición, Editorial Pac, Mexico, 1983, 
;:iag. 188. 
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~os Elementos Constitucionales de López Rayón y los Sentimier..tcs ri.e 

la Nación del propio Morelos, mismos que contenían las declaraciones 

de libertad de imprenta, prohibición de la esclavitud entre otras cosas. 

Así, consumado el movimiento independentista, el 6 de octubre de 

1821, la llamada Acta de Independencia del Imperio Mexicano, fue 

expedida para constituir e integrar la organización jurídico-política 

del nuevo Estado Mexicano, por la Junta Provisional Gubernativa, 

congruente con dicha declaración de Independencia, la mencionada 

junta por decreto de fecha 1 7 de Noviembre de 1821, lanzó la 

convocatoria a las Cortes. Para integrar una nueva asamblea 

constituyente del proyectado imperio, lo cual se declaró instalado el 

día 22 de Febrero de 1822. 

A este respecto, Ulises Shmill, apunta: 

"El Congreso representaba a la Nación, y 

que en este cuerpo residía Ja soberanía de la 
Nación Mexicam1. En el Decreto de 
Instalación, se estipulaba que: la religión 
estatal debería de ser católica, apostólica y 

romana: y que },féxico adoptara para su 

gobierno la monarquía moderna 
constitucional con hi denominación de 
ú;i¡;erio mexicano. y que ¿>e llamaría al tronc 
I::Jf'XJCano conforme I! in '.·oluntad general. 
asL-n:.':;"710 se coi'1:.Jn¡.[:-ah;_1 t.::] principie de 



en Ja regencia, designada por la propia Junta 
Provisional Gubernativa, el poder judicial, en 
Jos tribunales que en esa época existían o en 
Jos que posteriormente se establecieran. "11 

22 

?cr decreto del 21 de Mayo de 1823, el Congreso Constituyente 

fLexica:r..o, lanzó una convocatoria para la· formación de un nuevo 

congreso, áesde las bases para las elecciones de diputados que 

integrarían el Congreso del día 7 de Junio siguiente, en la inteligencia 

de que de acuerdo con ellas, el cuerpo legislativo por crearse debería 

de quedar instalado a más tardar el día 31 de Octubre de 1823. 

El Nuevo Congreso Constituyente se enfrentó al dilema de 

crganizar a México como República Federal o como República Central, 

~abie~do aceptado por la primera de dichas reformas estatales en el 

Ac';.a Constitutiva de la Federación, expedida el día 4 de Octubre del 

mismo año. 

=::-en>;.ro de este contexto, los días 22 y 23 de Julio se d.isc'..l.tió en el 

seno del Congreso cuál ciudad debería erigirse como Distrito Fe:ieral. 

A favor de la ciudad de México se declaró Fray Servando '!:'eresa :ie 

Ie.er y ::..".leas PJemán. ~ientras que Valentin Gómez ?ar:.:;.::; se 

:.:::::i:~_a':;a :;;:cr :;:,'.lerétaro: así el 24 de Octubre. por una may::ir'.a ~e .;;3 

11 SHMILL CRDOÑEZ, UL!SES. E/ sistema de la Constitución 
Un'versitanos, México, 1977, pág. 120. 
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votos a favor y 32 en contra, se aprobó que la ciudad de México fuese 

la sede de los poderes federales. 

Siendo el 18 de Noviembre de 1824, que el Congreso dicta el 

decreto por el cual se constituye el Distrito Federal, de acuerdo, entre 

otros, a ias siguientes bases de organización: estaría comprendido en 

un circulo cuyo centro sería la Plaza Mayor de la ciudad de México y 

con un radio de dos leguas; el gobierno político y económico del 

Distrito quedaría exclusivamente bajo la jurisdicción del gobierno 

federal, previéndose que en las elecciones de ayuntamiento de los 

pueblos comprendidos en el Distrito Federal seguirían observándose 

las leyes vigentes, en lo que resultaran aplicables. 

En tal virtud, este decreto ordenó en su artículo 1°: "l.· El lugar 

que servirá de residencia a los Supremos Poderes de la Feciera-::ién, 

conforme a la facultad 28ª del artículo 50 de la Constitució:r., será :a 

c;~dad de México. 2. · Su distrito será el comprendido en un circulo 

c•.iyo centro sea la Plaza Mayor de esta ciudad y su rad.io :Ie ::es 

leguas. 3. · El gobierno general y el gobernador del Estado ne !Léx:cc, 

i:ombrarán cada uno un perito para que entre ambos demarquen y 

seS.alen !os términos del distrito conforme al artículo antece2.e::-::e. ~. · 

ex.c!usiva:nente bajo la jurisdicc~:Sr. ~.e! r:obiern.o r,e:-cera~ :.2c.:::: __ 
esta ley. 5.· 
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gobierno político y económico del Distrito Federal, seguirá 

observándose la ley del 22 de Junio de 1813 en todo lo que no se haile 

derogado. 6.· En lugar del jefe político a quien por dicha ley estaba 

encargado el inmediato ejercicio de la autoridad política, nombrará el 

gobierno federal un gobernador en calidad de interino para el Distrito 

Federal. 7.· En las elecciones de los ayuntamientos de los pueblos 

comprendidos en el Distrito Federal, y para su gobierno municipal 

seguirán observándose las vigentes en todo lo que no pugnen con la 

~:resente. 8.· El Congreso del Estado de México y su gobernador, 

pueden permanecer dentro del Distrito Federal todo el tiempo que el 

mismo Congreso crea necesario para preparar el lugar de su 

residencia y verificar la traslación. 9. · Mientras no se resuelva la 

i:\lteración que deba hacerse en el contingente del Estado de México, 

no se hará novedad en lo que toca a las rentas comprendidas en el 

Distrito Federal. 10. · Tampoco se hará en lo respectivo a los 

Tribunaies comprendidos dentro del Distrito Federal, ni en la 

eiegióiiidad y demás derechos políticos de los naturales y vecinos del 

mismo Distrito, hasta que sean arreglados por una ley." 12 

Posteriormente, el decreto número 469 del 11 de Abril de 1826 

ordena: 

" DUBLAN, MANUEL Y LOZANO, Jos!': MARIA. Lemslactón Mexicana o colección completa de las 
disposiciones leaislatwas, expedidas de la independencia de la República. Tomo I; Imprenta 
de Eduardo Dublan, México, 1898, pág. 743. -·------.. ---

·-1· i( c: n:: ,.., n T1J ".n, 1. · 1 ~ J ,,, ) ~ 
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"I. El gobierno económico político del Distrito Federal, será 

uniforme con el de los Territorios Federales de la Federación. 2. Las 

rentas del Distrito Federal pertenecerán desde la publicación de esta 

ley, a las generales de la Federación; más su entrega se verificará 

hasta el día 1° del mes siguiente a dicha publicación. 4. Desde la 

legislatura próxima inmediata, el Distrito Federal te::::irá 

representantes en la Cámara de Diputados, con arreglo a los artíc-;.ilos 

18, il, 12 y 13 de la Constitución .. " 1a 

Sin embargo, con la llegada del general Santa Anna a la 

presde~cia de la República y la entrada en vigor de las siete leyes 

::::::i.st:.tu::ionales centralistas de 1836, se suprimió la figura del 

:Jistrito ?etleral que nuevamente se restablecería en el acta rie 

reformas de 1847, según se desprende de las palabras del maestro 

:=anie~ hforeno al decir: 

"Como consecuencia de las Bases y Leyes 
Constitucionales Centrales de 1836, el 20 de 
Febrero de 1837, se expidió un decreto para 
que el Distrito Federal se incorporara al 
Departamento de /i.féxico. el cual estaría a 

cargo de un gobernador .'' contaría con 
ayuntamientos 
¿::.:·=A-:. t ....... E :J que 

!:~~ .. 1[;f!1·-,.~ar/r1n su 

"ibldem, pilg. 776. 

regidcs por prefectos, 
}:;¿; .~e 1eres federales 

residencia ofi::ial en Ja 



ciudad de México. Este sistema subsistió aún 
en las bases orgánicas de 1843. "14 

26 

De tal suerte que, al restablecerse en el año de 1846 la 

Constitución de 1824, el Distrito Federal reaparece con sus caracteres 

originales. El Acta Constitutiva y de Reformas de los Estados Unidos 

Mexicanos, del 22 de Mayo de 1847 ordena en su artículo 6º: 

"Mientras la ciudad de México sea Distrito Federal, tendrá voto en 

elecciones de Presidente y nombrará dos senadores. Durante esta 

época se expidieron numerosos bandos de policía y ordenanzas 

municipales." 

Posteriormente, en el Congreso Constituyente de 1857 volvió a 

presentarse la discusión apasionada sobre el asiento de los p~deres 

federales: el artículo 48 enumeró entre las partes integrantes de la 

?ederacién al Estado del Valle de México: y finalmente los defer..sores 

de la ciudad de México lograron la aprobación de un precept::; nuev::;, el 

artículo 46, que establecía: "El Estado del Valle de México se formará 

del territorio que en la actualidad comprende el Distrito Federa]; ¡;ero 

Ja erección sólo tendrá efecto cuando los poderes federales se 

trasladen a otro lugar." is 

14 MORENO, DANIEL, op. ctt. pág. 198. 
" TENA RAMIREZ. F'ELIPE. Derecho Constitucional Mexicano, 30ª edición, Editorial Pornia, 
México 1996, pág. 184 

FALLA DE ORIGEN 
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Por lo que podemos concluir que dentro del México Independiente, 

estuvo vigente la Ley para el arreglo provisional de la administración 

de justicia en los tribunales y juzgados del fuero común, del 23 de 

mayo de 1837, inspirada tanto en el ordenamiento gaditano como en 

el Reglamento provisional para la Administración de Justicia en lo 

respectivo a la real jurisdicción ordinaria, publicado en España el 2S 

de septiembre de 1835. durante el Gobierno de Santa Anna se 

dictaron la Ley para el arreglo de la administración de justicia de los 

Tribunales y juzgados del fuero común, conocida como Ley Lares del 

lS de diciembre de 1853. asimismo, estuvo vigente la Ley para el 

arreglo en lo judicial, gubernativo y administrativo en los negocios de 

minería del 31 de· mayo de 1854. La Ley para el arreglo de lo 

contencioso administrativo y su reglamento, ambas del 25 de maya de 

1853. Más adelante y ya durante el gobierno de Comonfort, se publicó 

~a primera L.ey procesal propiamente dicha. denominada Ley que 

arregla los procedimientos judiciales en los negocios que se siguen en 

los Tribunales y Juzgados de Distrito y Territorios, expedida el 4 de 

mayo de 1857. esta ley fue inspirada en la ley de enjuiciamiento civil 

ie 1855, tomando la mayor parte de sus instituciones del acervo 

procesal español. Finalmente debemos mencionar, la ::....ey ;:ia:'.'a ei 

a:'.'reglo de la Administración de Justicia en los Tribunales y ~:.rzgc.¿as 

:..e~ ~·..:.e:'.'O 2omú:-i, e!l donde además de abrogar la legislación :!"beral 

..-~~~~-~-~~~--. 

TE C'í\; r1c1~r . .) ....... \.1 _. l 
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anterior, se reglamenta la organización y competencia cel ?ccier 

.:'·.¡dicial dentro del régimen centraEsta y conservador.is 

1.4 :EN D. Mtx1co POST-ftEV'OLUClONARIO. 

Gc:r.:1~ le acabamos de estudiar, dentro del Sistema Jurídico 

lV.:ex:ca:r..o existieren en épocas anteriores así como en la actualidad, 

r:e:::esidaé'.es :":.;.~da.mentales de !os ciudadanos, mismas que sélc 

pueden se::- satisfechas por los órganos específicos del Estado creados 

al efecto. Asf, para poder satisfacer estas necesida~es, existen 

aü~oridades facultadas para aplicar las normas jurídicas, y para el 

caso concreto, las normas de justicia cívica en el Distrito Federal. En 

tal virtud, los Juzgados Cívicos, son los encargados de hacer va:er la 

::...ey, :::...:.a::-_¿0 surja :.m conflicto o trasgresión a la norma cor.tenici.a en 

:a =..ey G.s _;:lsticia 8ívica, ordenamiento éste que como io vere~cs en 

los s1.:bsecuentes puntos, tiene sus orígenes más sólidcs, a ;,::artir de la 

";·,, ;l ::,e:;r ~!l matcerfa ~~_.;, :'.~)llaa ~e íP~LllOfüJJ. ~~1 ';:~;:-~~IF~ 

~cb~íaíflllC: JFS'.H '!'Ú ~':'.3!.'t'.::'111.~ F!'l~®~'ill.il. ".l~:l ~g -;;~~ 

_"~~~~~":lr.liJ!I'.'~ da ~\·Pi~:~º 

:-: .. encic:iar, les anteced.e::tes 

., '.:'.e ::i<:.:z 3ARNEY. QsC,\R, cp. Cit. pág. 589 



diversos ordenamientos en la materia, tal es el caso de ia Ley Sobre 

:usticia en Materia de Faltas de Policía y Buen Gobierno para el 

:Jistrito Federal de 1983. Esta ley, entró en vigor el mes tle :::::arzo ie 

1384, y constaba :le veintiséis artículos, dentro de les -::·..:.áles se 

estaclecía la competencia de la autoridad encargada de ia aplicación 

de :a ley en mención, que en ese tiempo correspondió directamente a 

los órganos administrativos dependientes del Departamento del 

:Jistrito Federal, de conformidad con lo previsto por la ley Orgánica 

:::.el :Jepartamento del Distrito Federal de la época, cuyo ámbito 

espacial de validez era exclusivamente en el territorio del Distrito 

Federal. 

Ahora bien, dentro de esta ley se desprende que el legislador 

consideró que la materia de regulación de faltas de policía y bt:en 

gobierno resultaba equiparable con el derecho penal administrati.·10. 

2!tuac:ón que consideramos inexacta, toda vez que el derecho ~enal. 

~e¡:;·.:.~a ~:::r, S:elitos y a las penas como consecuencia de er,tos, e::. "'.:a::to 

::: .:.e .a materia de faltas de policía y buen gobierno. se ::-e~:e:'."e a 

:ransgresiones, o faltas a los reglamentos gubernativos, s&.:::cio::-.a:'..:::s 

2::1 la ~y de mérito. por b a. :.:e .::snsideramos q;,;e ::-,e ex:s~e ·.:.::a 

;2.0:.::::5:1 :.:recta en~re lo que es uc.a pena aplicable en ir.a~er:& :;:;e::-.c.~. y 

.o:. s.~:.:::s.:::'::. :!.e ;.;r..a sanción pcr la comisión de una :a~:a e:-,. :::-.a°Cs:'.':'.a 

?~ ::. -::::..:.~-is·:~? .. ·~iv a. 



Por otra parte, podemos manifestar que dada la importancia que 

tenía la materia de faltas de policía y buen gobierno, al ser un punto 

de cotidiano contacto entre autoridades y ciudadanos, se consideró 

r:ecesario establecer un medio de control y vigilancia para su correcta 

apl'..cación, toda vez que no le era reconocida su verdadera importancia 

:·.:.r=.áica y social en materia de justicia cívica. Por lo que el medio de 

contrcl que se encentró, fue el de crear instituciones autónc~as ~ue 

atendieran las necesidades de la sociedad a las cuáles se les denomino 

~ :izgacios Calificadores, que eran competentes para conocer de las 

contravenciones a la Ley Sobre Justicia en materia de .?altas de 

?olicía y 3uen Gobierno. 

~n este sentido, al emitirse la ley en comento, se pretendió trazar 

l.os linea:nientos generales a los que la administración de justicia debe 

sujetarse en esta área del derecho, procurando mayor certeza y 

seguridad jurídica para los gobernados tomando como base, la nc:a'iJle 

~=--::_::::rta::c'.a que reviste la llamada "justicia de barand.i~~a" y !a 

v'.:icu;aci6n que ésta tiene con el quehacer cotidiano de la po:i1cía 

¡::reventiva, cuyo desarrollo interesa profundamente a la ciudadanía. 

=entro de este contexto. la :..ey señalaba las cond~c~as que se 

:::::::-_::;'.:ie::-2.:::an cerna faltas de poE::ia y buen gobierno, a saner: 

/:_~:~·:::.:!.:; :;9{['.I."1do. - Se consideran Como faltas de polida y b.:s::; 

¡:-:;C)f'.r_c.c, hw a~ó:;nes u omiswnes que alteren el orden ¡;!1Mfrc e 
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afecten la seguridad pública, realizadas en lugares de uso común, 

acceso público o libre tránsito o que tenga efecto en estos lugares. "11 

3mpero, dentro de la Ley en estudio, se establecía también una 

excepción por lo que atañe a tales acciones u omisiones, sobre todo a 

las que tenían verificativo en los lugares mencionados por la propia 

ley, por lo que preceptuaba que: 

"No se considerará como falta, para Jos 
fines de esta ley el legítimo ejercicio de los 
derechos de expreswn, reunión y otros, 
establecidos en la Constitución y en Jos 
demás ordenamientos aplicables. 'lB 

Por lo que a este respecto, podemos manifestar que el legislador 

de 1983, con esta disposición, pretendió garantizar el derecho de ~:bre 

expresión consagrado en nuestra Carta Fundamental, protegiendo en 

todo ~as garantías individuales. así como la defensa del ejercicic del 

derecho de reunión. que para muchos, aún en nuestros d'.as. :;:;as~::::a 

::e alguna manera, perturbacién a la tranquilidad ¡r.lc~ica :.2 ics 

~:.abitantes del Distrito Federal. 

" Leu de Justicia en matenn de Faltas de Políeia u Buen Gobjemo para el Distrito Federal. 
::iario Oficial de la rederación, 13 de enero de 1984. 
'"ldem. 
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Ahora bien, en la Ley de mérito, se señaló que en el Reglamento 

de la misma, se proveerían las sanciones aplicables a las faltas que 

Cicha ley establecía, habiéndose hecho mención de que las sanciones 

:;:odrian ccnsistir en multa, cerno el pago de una canticiad en ri.i:nero 

que no podía exceder de treinta días de salario mínimo, o bie::.. el 

arresto, como privación de la libertad, que no podía ser mayor a 

treinta y seis horas; ambos consecuencia de la responsabilidad en la 

comisión de una falta al cuerpo legal en estudio. 

Asimismo, el ordenamiento en comento, establecía que los 

mencres de edad eran sujetos por la comisión de las faltas, y en 

consecuencia, podían ser presentados ante el Consejo Auxiliar por la 

persona que designara el Juez Calificador, en donde el ·lugar 

ciesti~a¿c a cumplir su sanción era distinto al designado ~a!"a 

:;:e!"scrias mayores de edad, se mencionaban además, las atribuc~ones 

¿e la autoridad administrativa respecto de las faltas de policía y buen 

gobierno, así como la imposición de sanciones. para lo ::::.ial 

consideraban la naturaleza, circunstancias personales y los 

antecedentes de los individuos. 

::iespecto del procedimiento que se seguía en '.a ª?·::::a::.:::::-_ ::e 

~··;c~'.::a ::;:vica, se consideró que e! :r.étod::i debía ser ex:;:e:i:~:::. a::.e:~ás 

se :::.e'.:í.a:: ::-ecc:;ocer las adecuadas Earuntías procesales de; g:Úe!"::,a:io, 

e:: ~as c:.ia!es :a ley preveía que :os agentes de la policía :¡:!"eve::-,t:va 
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podían detener y presentar a ur:a :;rnrsona como presu::ta ::-ss:_:;c::se.j1e 

:ie la comisión de una falta de :_:;ol:.::ía, únicamente en :es ::ases d.·e 

::lagrancia y cuando el agente preventivo considerara necesaria :a 

presentación para que cesara la comisión de la falta, justifica;i¿o ante 

el j'!.Cez el motivo de la misma, para que se evitaran :iete::c:.c:ies 

a.:.-:::t::-Er:as ¡;:;or parte de los agentes de la Policía ?reven::.va, 

resultando satisfactorio el desarrollo del procedimiento e:: ::.::a sola 

a:!diencia. 

?cr ;íltimo debemos manifestar, que en su momento, la Ley en 

estudio, apegándose a lo dispuesto por la Constitución FoE':ica de los 

Estados Unidos Mexicanos, procuró respetar las garantías y derechos 

:.e las personas ante los actos de ias autoridades admi::istra'::vas, 

:'.acul:ados j·.lrídicamente por la Ley sobre Justicia en materia de 

::'altas C.e ?.::::da y 3uen Gobierno ¡;ara el :::::istrito ?edera1. 

Juiño de 1985. 

e~~~.,,. .. .-." ,...P 
- ....... - ..... - ........ v \...>. ...... 



rie crear normas sobre justicia administrativa de policía y buen 

gobierno, tendientes a garantizar la adecuada impartición de justicia 

en cuanto a los derechos básicos del gobernado, además cl.e que su 

emisión se encentraba prevista en ia :....ey Sobre Justicia en materia de 

?aitas d.e Policía y 3uen Gobierno, anteriormente comentada. 

En tal virtud, el Reglamento vino a establecer de manera concreta 

las conductas específicas que constituían una falta de policía y buen 

gcbier:-io, señalándose concretamente lo que se entendía por lugares 

:_:;úbiicos, al decir: 

"[. . .]Para los efectos de este Reglamento, 
se considerarán lugares públicos los de uso 
común, acceso público o libre tránsito, tales 
como plazas, calles, a venidas, viaductos, 
paseos, jardines, parques, mercados, centros 
de recreo, deportivos o de espectáculos, 
inmuebles públicos, bosque, montes y vías 
terrestres de comunicación. ubicados dentro 
del Distrito Federal. Se equiparan a Jos 
Jugares públicos Jos medios destinados al 
servicio público de transporte. "19 

Así, el Reglamento en cc~e:-:to, ::avo!."eció les c!."~~e!'..cs ie 

apEcación de la ley al precisar cuales son las zonas q·1e se 

::::~-:s:cie:ral:;an luga!'es públicos. pro\'ccando la correcta :abe::- :,:e:: ¡:;s.!·ce 

i'• B_g~q]amento sobre Ju.st1cta en mntenu e Lultcis de Pol1cta ti Buen Gob1enw para el D1.stn!o 
Ff'deral Ciario Cfinal dP la Federación, 1 ü :!e .1ulio oe ~ 985. 
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detención de las personas que transgredían lo dispuesto en la ley o en 

el reglamento citados, cuando tal trasgresión se verificara en estos 

lugares. 

Asimismo, este Reglamento vino a apoyar la ley multicitada por lo 

que se refiere a las faltas de policía y buen gobierno, toda vez que 

establecía conductas concretas consideradas como faltas, además de 

que en s~ contenido, se individualizaban tanto faltas como sanciones 

por las infracciones cometidas. Cuestión que no fue prevista por la Ley 

Sobre Justicia en materia de faltas de Policía y Buen Gobierno, por lo 

que al respecto, estos criterios estuvieron acéfalos hasta la entrada en 

vigor del Reglamento en estudio. 

~n lo referente a la protección del presunto responsable de }a 

falta, se consideró que las personas que padecieran al¡;;i.:na 

e::-.ier~ed.::.d :nental, no serían consideradas responsables de la misma, 

s6lo siendo amonestados a través de las personas que legalmente 

tenían a su cargo el cuidado del incapaz. 

Finalmente debemos de apuntar, que el Reglamento en est-..:tlio, 

estableció de forma innovadora, el supuesto de que si algún presunto 

:::-_:'ractor, presentaba su inconformidad contra la resolución y respe-::to 

¡;_ :a ce1ai la autoridad declaraba la insubsistencia. se prcce::::a a 

e:'.s:::·:·~ar ia ¿ev8l~ci6n de la multa pagada e::. térr.:::::.cs ::.e ~E?.s 

:.:.s:;::s:.c::Jr..es f~sca~2s corresponciientes, por constituir '...:.'.:"'. ?2.f,:! :.e ~e 

:.:.:.e: :.:.8. 
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En este sentido, el Reglamento Sobre Justicia en Materia de 

Faltas de Policía y Buen Gobierno, vino a subsanar errores y 

omisiones sustanciales en cuanto a los requisitos procesales no 

previstos por la Ley en la materia. 

1.4.3 Reglamento Gubernativo de Juaticia Ci'rica 

mara el Diatrito Federal del 15 de tulio de 1993. 

Por lo que se refiere al Reglamento Gubernativo de Justicia 

Cívica para el Distrito Federal, podemos manifestar que el mismo, 

atiende a la unificación de los contenidos en la Ley $obre Justicia en 

materia de Faltas de Policía y Buen Gobierno y su Reglamento, 

además de subsanar e implementar nuevos elementos procesales no 

previstos en los ordenamientos anteriores. Así, el panorama de este 

Reglamento, otorga mayor confianza a las personas que por alguna 

razón se ven involucradas con la actuación de las autoridades cívicas, 

debido a que el procedimiento y facultades de éstas se encuentran 

detalladas y en cierto modo, restringidas en cuanto a la aplicación del 

criterio del juzgador. 

En esencia, este Reglamento establece específicamente los sujetos 

a quienes va dirigida la justicia cívica y que, por tanto, deben ser 

sujetos activos de la misma, instituyendo que los mayores de Gnce 

años. son responsables de la comisión de infracciones. Igualmer:te se 

:ijan ics objetivos generales que persigue el ordenamiento en estudio, 
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y señala lo que se considerará como una infracción cívica, así como el 

!ugar o lugares públicos en los que pueda ser cometida. También se 

contempla la individualización de las sanciones, los derechos de las 

personas discapacitadas que cometen una infracción, y algo muy 

importante, al fijarse la prescripción para formular una denuncia por 

la comisión de una infracción, misma que será de seis meses contad.os 

a partir de la comisión de la infracción, siendo la misma respecto de la 

imposición de las sanciones. 

Por cuanto hace a la ejecución del arresto, la prescripción se 

constituía a los tres meses contados a partir de la fecha en que el juez 

dicte la resolución. Se establece en la misma línea los supuestos de 

procedencia para la presentación de los presuntos infractores, 

señalando como requisito indispensable el llenado de una boleta :ie 

remisión o declaración del elemento de policía, cubriendo los 

requisitos que deberá contener la misma para que sea considerada 

como fundada. 

Se establecen de igual forma, correcciones disciplinarias 

destinadas a hacer guardar el orden del juzgado, constituyéndose en 

las amonestaciones, los arrestos hasta por veinticuatro horas, o 

m.:.!'.tas I:.asta de treinta días de salario mínimo general vigente. se :e 

ctcrr,an :"ac:.úades al Juez Cívico ¡:ara dictar meáidas C.e a?:e:::::.:: :::·.:.e 

ay·.:.¿an a '.1acer efectivos los mandamientos de las autoridades c:v:cas 

s:::c1sistentes en multa hasta por el equivalente a treinta días de 
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salario mínimo, arrestos hasta por doce horas, así como orde::;. de 

~:resentación con auxilio de la fuerza pública. 

~n cuanto al procedimiento se siguen las bases generales 

establecidas por las leyes anteriores, señalando la obligatoriedad de 

c:mducfr a los presuntos infractores a la valoración médica 

correspondiente, la declaración de los elementos de policía, así como la 

de les presuntos infractores, propiciando en todo momento la defensa 

de éste. Por lo que, valorados los elementos que coadyuven a 

demostrar la respor.sabilidad del presunto infractor, el J:;ez resolverá 

individualizando la sanción, haciendo la notificación personal e 

inmediata al responsable, así como informar la alternatividad de la 

misma, para que atendiendo a sus posibilidades pague el monto de la 

multa o bien cumpla con el arresto. 

/_~'l:::ra bien, por lo que toca a la organización administrativa, el 

é.:::-."::::.::l :.e desarrollo en la actuación de la autoridad administrE.::va, 

se exte::-.dié, teniendo responsabilidad directa sobre la a~:~~ca:::é::- :l.e: 

?.eglar:,ento Gubernativo de Justicia Cívica para ei =:ü~tr::::: f'e:'..e~ai, 

el Jefe del Departamento del Distrito Federal, la 0ecretar:'.a de 

3eguridad Pública, antes Secretaría General de Protecci:'m y \'iaj::'..ad. 

:.a Ccor~.i:rnción General Jurídica. posteriormente I:'ire::::::ié~ ~2 '.':-.e~&.. 

:s :=e~"'.":::::s ::....ega~es y =ireccié'1 de Justicia Cívica, "°"'. 2: ::::c:.:'..c 
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en las atribuciones preestablecidas por el Estatuto de Gobierno del 

:Jistrito Federal. 

?or otra parte, con el objeto de mantener el control sobre las 

actuaciones del personal de los juzgados cívicos, se deter?:1ina la 

facultaci ::i.e la :Jirección de Justicia Cívica para realizar supervisiones 

sobre el funcionamiento del juzgado y los elementos necesarios para 

ello, así como para conocer de quejas sobre el incumplimiento o exceso 

en las actuaciones de las autoridades cívicas. 

?inalmente, en el Reglamento en estudio también se establecen 

las facultades de la Dirección de Justicia Cívica y de la Dirección de 

Servicios Legales, anteriormente denominada Coordinación General 

:~rítlica, respecto de la elaboración de programas que fomenten la 

profesionalización del personal que integra a los juzgados cívicos, 

especiaimente de jueces y secretarios, toda vez que estos tienen las 

facultades expresamente reconocidas por la Ley para actuar y 

sancionar sobre la materia en comento. 

- ,--0-,"\ 'Exposición de 10Mi'l!:'1<:.r~s de 1a \1/':'\g~c;;:,:~ >~"1? ~'ª 

Justicia Ci~ca ;we.:ra J')1 ~!atrit\Tl F·:P)íillll:.:'~. :C~,:~ ~- '.e'.." 

~"l.nio de 1999. 

:~a!'a fi::-:.c.lizar el primer capítulo de nuestro trabc.:·G ::.e 

'.::-.-1estigación, es menester apuntar algunas de las enpec:a~es 
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características, con las que la Ley de Justicia Cívica para el Distrito 

?ederal, actualmente en vigor, es dotada por el legislador. 

En tal virtud, tenemos que de la exposición de motivos de la 

re::'erida Ley, el legislador considera como imprescindible ei garantizar 

a la ciudadanía avenencias en sus intereses personales, mediante los 

medios y condiciones necesarias que les permita el acceso inmediato a 

este derecho, de tal manera que se procure la paz y la tranquilida:i sin 

el extremo de tener que acudir a las autoridades jurisdiccionales. 

Asimismo, la exposición alude a que el orden público en toda 

sociedad, requiere · de cuerpos normativos que satisfagan los 

requerimientos sociales de los ciudadanos, lo que implica la 

tranquilidad material y ausencia de perturbaciones, sea en la 

i::tegridE.d ~sica y psicológica de las personas, cualquiera que nea su 

c~nd::ió:-1, edad o sexo. 

A este respecto debemos manifestar. que no obstante el criterio y 

el sentido que el legislador pretendió dar a la ley de mérito, el fondo 

jurídico de la misma. muestra todo lo contrario, según lo verereos en 

l.::is s'..l°:Jsecuentes capítulos. 

~·i~e.~:::~e:-ite podemos precisar. e:.·_;,~ atento a ios pos~·.:.~aC.cs =e.: 

~egis~adcr :8ntenid:)s en la expcsi:ión C.e motivos en co:r.r:ento, :!"::er'..cs 
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a los cuales nos sumamos. La Justicia Cívica tiene como punto de 

:.:artida la normalidad de la vida cotidiana, y su base prir;,cipal deviene 

de la protección de las garantías, los derechos y las libe!'ta:=.es; :.:cr :e 

'.:c.::t:;, e~ :::.ez :2ívico y el Policía deberán asumir su pape~, ac':uanri.o en 

el ámbit:> de su competencia en todo conflicto que suponga no ser un 

deiitc. E:-i todos los casos, no se pretende sustituir la actuación 

jurisdiccional, muy al contrario la presente ley pretende ayudar en ia 

:::leci.ida de lo posicle, a regular conductas que afectan el orden social 

s:.:: :;,·J.e ellas se encuentren tipificadas como conductas delictivas; con 

lo que se coadyuvará a suavizar la excesiva carga de trabajo del 

::-e:;:rese::;tar:te social. contribuyendo de esta forma a su e:::cacia y 

"' . . . 1 
s:.::.:.1en~1a scc!a . 

Zn mérito de lo anterior, y como lo expusimos en !'luestra neta 

i.ntroduc:~ia, consideramos que esta breve exposición de !n::~:vos 

:::cC'"te:r:i:ia en la vigente Ley de Justicia Cívica para el :::st::-i:o 

?s:.eral, es oás que fundatoria de los argumentos que versa:::cs y :;_ue 

".J?::-sars:::-.cs a lo largo del presente trabajo de invest:gac::~~-· i2.:.as :.as 

.. ar;:.::r:as y contradicciones juri:iicas que en e lía encontra:::cs. 
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MARCO l>ocTiuNARIO '(CONCEPTUAL DE LA JUSTICIA CMCA 'Í SU 

NATIJRALEZA JURÍDICA 
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Siguiendo con nuestro trabajo de investigación y a mar.era de 

:;::rolegór:;eno tlel presente capitulo, consideramos importante ac~arar 

~'.:e de::itro de nuestra sociedad, la Justicia Cívica, representa sin 

duda, la forma más elemental de regulación normativa a todos sus 

miembros. 

Dentro de este contexto, consideramos que para denotar la 

i::r.portancia jurídica que juega la Justicia Cívica en el rol socia:, es 

:'.\.::::.tlar.:ental dimensionar los reales alcances y fondo legal que cada 

ur:o de sus elementos representa, para que de esta :'.:;.r:::a, 

particularicemos la trascendencia jurídica de sus disposiciones. 

~s decir, en una ciudad como la nuestra. e::i ::'..::i:::~e :a 

scorepoblación acarrea consigo una gran cantidad de relacic:::es, e.etas 

y hechos sociales, no resulta difícil suponer que i.;.::,a parte 

c~msiderable de éstos, sean actos que de alguna manera, trasg:red.a::: la 

::-:.sr::::.2. ss·'.ablec:da r:e conducta. 

/.:JL ~as ac:~-~::-:.=s scciales e~ :.c.s ~-·__¡e ::-esul:a aplica::~= ~:;. ~~-=·/ :.s 
- . 
::ea::·:-:.:::. :.~.s 



43 

por el infractor, lo que se traduce en la posibilidad de que este pueda 

ser sujeto de extorsión o abuso por parte de la autoridad, a: :;:irete:::aer 

:::::1putarle un delito, con motive de ::na infracción, o bie:r. .. {:'::.:e ~ueda 

::?.: s:.:,:e·:c ie v'.oi.ación :ie sus gara:n:.¡as individue.les ?:)r le ::i:.e, & 

::::;::';i:r.:.~E.::ién estuc.iaremos de. ma:::iera especifica cada ::.no ri:e :~os 

e:e::r.entos que tienen reiación ccn la aplicación de Justicia Cívica para 

n:: ccr~ec!.c e!'!tend.imiento. 

2.2 ~ONC:EiPTO DE INFRACCIÓN. 

·.::::::-::::: es :ie e::-.te::':derse, der..:rc :l.e rmestrc s!.ste:::c· ;·;_r::Ecc, el 

~:nhi.t:> d.e aplicación del termino ir..1!-acciór.. t1ene en sent:..~o am'.';)!io, 

:::ver3as a:Jlicaciones, ai grado de que .:n·..:chos la llegan a eq-.üparar 

equi-1cca:iamente con el delito, por le :¡_ue. para efectos de n-..:estr::i 

investigación, considera mes necesario tleE::'.'."_;_:a:r 

~::rrn::C.c.:r.er.te su significado y aplicación, dado q0.e de es~a. ::cmo 

¡¡-ene::-::. :.er.;en~e ei estudio especilicc de ;a infraccié:;:;. ::~?'.::a. v:oto ~e 

::_;·_¡e la doctrina jurídica le recGnoce a esta 0.g'..·ra. 
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Para el maestro Rafael De Pina, la infracción significa ''acto 

realizado contra lo dispuesto en una norma legal o incumpliendo un 

compromiso contraído''. 20 

Por su parte, el maestro José Othón Ramírez, al respecto nos dice: 

que la ir.fracción significa el quebrantamiento de la Ley o de un pacto. 

Así, es la contravención a normas de carácter administrativo derivada 

de una acción u omisión.21 

Bajo tales consideraciones, podemos establecer las siguientes 

caracteristicas generales de la infracción y su diferencia cualitativa 

con el delito: 

a) La infracción es sancionada generalmente por una autoridad 

;,.dministrativa subordinada, mientras que el c!elito !o 

sanciona el poder judicial a través de trfounales 

independientes. 

'.:>) El acto u omisión que da lugar a la infracción viola 

disposiciones de carácter administrativo, por ejemplo, leyes, 

reglamentos circulares, etcétera. El delito vulnera normas de 

derecho penal que protegen la vida, la salud, el patrimonio. 

lD DE PINA. RAFAEL. Diccionario de Derecho, 26ª edición, Editorial Porrúa, México, 1998, pág. 
320. 
2 1 Cfr. Dicciongno Jurid1co Mexicano, tomo El, l 2a edición, Editorial Pornia-UNAM, México, 
~~:;s. ;oag. ¡ 110 
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c) La infracción puede ser atribuida a personas fisicas y a 

personas morales; el delito únicamente puede ser llevado a 

cabo por individuos. 

d) Los elementos de culpabilidad, como el dolo y la culpa, no son 

esenciales para que la infracción administrativa exista, por el 

contrario, el delito requiere el elemento de culpabilidad para 

existir. 

e) La sanción aplicable en el caso de la infracción se traduce en 

multas, mientras que el delito priva de la libertad. 

En tal virtud, y para finalizar el tema en comento, es prudente 

establecer que existen diferencias notables entre la infracción y el 

delito. Sin embargo también debemos hacer notar que en nuestro 

sistema jurídico, algunas infracciones administrativas pueden 

constituir delito, tal es el caso de la defraudación fiscal. el 

contrabando, etcétera. Por tanto, y como lo veremos posteriormente, 

nuestro estudio lo sustentaremos única y exclusivamente en las 

infracciones cívicas. 

2.3 CONCEPTO DE INFRACCIÓN CMCA. 

3n consonancia con los anteriores argumentos, y según se 

::.esp!"en:±e de la Ley de Justicia Cívica para el Distrito Federal en 

vigor, en su numeral 2°, fracción X, la infracción cívica es aquélla que 
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mediante acción u omisión altera o perturba el orden social regulado 

dentro de ésta, a saber: 

''Artículo 2~ · Para Jos efectos de esta Ley, 
se entenderá por: 
1 Consejo, al Consejo de Justicia Cívica del 

Distrito Federa]," 
Il Jefe de Gobierno, al Jefe de Gobierno del 

Distrito Federa],' 
Ill Secretaría, a Ja Secretaría de Seguridad 

Pública del Distrito Federa],' 
IV. Consejería, a Ja Consejería Jurídica y de 

Servicios Legales del Distrito Federa]; 
V. Delegados, a Jos titulares de las 

Delegaciones del Distrito Federa],' 
VI. Juzgado, al Juzgado cívico,' 
VII Juez, al Juez cívico,' 
VIII Secretario, al secretario de juzgado: 
IX Elemento de la policía, al elemento de la 

Policía Preventiva de la Secretaría: 
X Infracción Cívica, al acto u omisión que 

altera el orden público,' que sanciona la 
presente Ley,' 

XI Presunto infractor, la persona a la cual se 
le imputa la comisión de una infracción 
cívica: 

XII Salario mm1mo, al salario mínimo 
general v1j{ente en el Distrito Federa],· y 

)GIL Ley. a la presente Ley." 22 

" Leu de Justicia Cfvrca para el Dtstnto Federal. Compilación de Leyes del Distrito Federal, 
cd·rcm. 
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En este sentido, y de manera específica todo acto u omisió::i qae 

altere el orden público, que se encuentre positivamente regulado 

dentro de la Ley de mérito será infracción cívica. Luego entonces, 

aquéllas conductas que en su contexto general se constituyan por vía 

de la infracción y que sean constitutivas de delito, deberán de ser 

sancionadas por las leyes penales, a efecto de no violar lo preceptuado 

por nuestro artículo 21 constitucional, en lo referente a que nadie será 

juzgado dos veces por el mismo delito. 

:Jerivado de lo anterior, considerarnos necesario puntualizar que 

quizá debido a este sistema dual contenido dentro de nuestro sistema 

jurídico mexicano, permita a los sujetos activos evadir la acción de la 

justicia penal, buscando y aceptando únicamente las sanciones 

administrativas, situaciones éstas que desarrollaremos de :nanera 

más abundante en el último capítulo de nuestro trabaje de 

investigación. 

?cr otra parte, la Ley de Justicia Cívica en comento. estaí::!ece er. 

forma específica dentro de sus artículos 7º y 8º las condiciones para 

que una conducta social sea considerada corno infracción cívica, as~ 

CQmo c:.<áles serán éstas, al decir: 

"Artículo 7~ · :Je comete infracción 
dvfra cuando la conducta tenga lugar en: 



I. Lugares o instalaciones públicas de uso 
común o libre tránsito, como plazas, 
calles, avenidas, viaductos, vías 
terrestres de comunicación ubicadas en 
el Distrito Federal, paseos, jardines, 
parques o áreas verdes: 

JI. Sitios de acceso público, como mercados, 
centros de recreo, deportivos o de 
espectáculos: 

111 Inmuebles públicos; 
Iv. Medios destinados al servicio público de 

transporte; 
V. Inmuebles de propiedad particular, 

siempre que tengan efectos ostensibles 
en los lugares señalados en las 
fracciones anteriores: y 

VI. Plazas, áreas verdes y jardines, 
senderos, calles y avenidas interiores, 
áreas deportivas, de recreo o 
esparcimiento que formen parte de los 
inmuebles suJetos al régimen de 
propiedad en condominio, conforme a lo 
dispuesto por la Ley de Ja materia. 

Artículo 8~ - Zn términos del artículo 
anterior, son infracciones cívicas las 
siguientes: 
!. .tiealizar expresiones a actos aislados 

que se encuentren dirigidos contra la 
dignidad de persona a personas 
determinadas: 
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JI. Producir o causar ruidos por cualquier 
medio que notoriamente atenten contra 
Ja tranqw1idad o Ja salud de las 
personas: 

Jil Orinar o defecar en lugares no 
autorizados: 

I'/. /..irrojar, tirar o abandonar en la vía 
pública animales muertos, desechos u 
objetos no peligrosos para la salud de 
las personas: 

V. Permitir el propietario o poseedor de un 
animal que éste transite libremente, o 
transitar con él, sin tomar las medidas 
de seguridad necesarias, de acuerdo con 
las características particulares del 
animal, para prevenir posibles ataques 
a otras personas o animales, azuzarlo, o 
no contenerlo, o no recoger las heces 
fecales del animal. 

· VI. Ingresar a las zonas debidamente 
señaladas como de acceso restringido en 
los Jugares públicos, sin Ja autorización 
correspondiente: 

VII. Impedir o estorbar de cualquier forma 
siempre que no exista permiso ni causa 
justificada para ello, el uso de la vía 
pública, la libertad de tránsito o de 
acción de las person,1s en la misma . 
• "Ca.ra estos efectc::;, ~7t' entenderá q119 

Px:st:: f'élUsa ju ... ~: ... ~fr~-.ad¡1 ~f9111.pre que la 
r;f;::;trucción d['} uso Ó' j¿¡ ~·ia ¡;ública, dt: 
la !ié9rtad de tréndt:: o de acción de las 
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personas sea inevitable y necesaria, y 
no constituya en sí misma un fin sino, 
un medio razonable de manifestación de 
las ideas, de asociación o de reunión 
pacífica: 

VIII. Permitir a menores de edad el acceso a 
lugares a los que expresamente les esté 
prohibido; 

IX Dañar, maltratar, ensuciar o hacer uso 
indebido de las fachadas de inmuebles 
públicos o privados, estatuas, 
monumentos, postes, arbotantes, 
semáforos, buzones, tomas de agua, 
señalizaciones viales o de obras, plazas, 
parques, jardines u otros bienes 
semejantes. El daño a que se refiere 
esta fracción será competencia del juez 
hasta el valor de treinta salarios 
mínimos: 

X Cubrir, borrar, alterar o desprender los 
let1·eros o señales que identifiquen los 
lugares públicos, las señales oficiales o 
los números y letras que identifiquen 
los inmuebles o vías públicas: 

Xl Invitar a la prostitución o ejercerla: 
XII Ingerir bebidas alcohólicas en Jugares 

públicos no autorizados: 
XIII Consumir, injerir. inhalar, aspirar 

estupefacientes o psicotrópicos o 

enervantes o sustancias tóxicas: 
;:I·;F: ~:Jc.rtar, transportar o usar, c1n 

precaución, objetos o sustancit1s que por 

so 



su naturaleza sean peligrosos y sin 
observar, en su caso, las disposiciones 
aplicables: 

XV. Arrojar en Ja vía pública desechos, 
sustancias peligrosas para Ja salud de 
las personas o que despidan olores 
desagradables,' 

XVI. Detonar o encender cohetes, juegos 
pirotécnicos, fogatas o elevar aerostatos, 
sin permiso de Ja autoridad competente,' 

XVII.Solicitar con falsas alarmas Jos servicios 
de emergencia, policía, bomberos o de 
establecimientos médicos o 
asistenciales, públicos o privados. 
Asimismo, proferir voces, realizar actos 
o adoptar actitudes que constituyan 
falsas alarmas de siniestros o que 
puedan producir o produzcan el temor o 
pánico colectivos: 

X-VIII. Desperdiciar el agua o impedir su 
uso a quienes deban tener acceso a ella 
en tuberías, tanques o tinacos 
almacenadores. así como utilizar 
indebidamente los hidrantes públicos, 
obstruirlos o impedir su uso,' 

XIX Alterar el orden, arrojar líquidos u 
objetos, prender fuego o provocar 
altercados en hs eventos o espectáculos 
públicos o en sus entrlldas o salidas: 

XX. Ofrecer o propiciar in i•entll de boletos 
de espectlÍculos públicos, con precios 
superiores a lns n11toriz.1dos: y 
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XXI. Molestar por cualquier medio en su 
integridad ñsica, bienes, posesiones o 
derechos a cualquier persona o 
personas. 

En el caso de Ja fracción I sólo se 
procederá a Ja presentación inmediata del 
presunto infractor ante el juez cívico o a Ja 
iniciación del procedimiento administrativo, a 
petición del ofendido. En lo que se refiere a la 
fracción XI sólo se procederá por queja de 
vecinos que se presente ante el elemento de 
Ja policía, aún cuando su comisión sea 
flagrante. 

Tratándose de infracciones flagrantes, el 
o los elementos de la policía presentarán en 
forma inmediata al presunto infractor ante el 
juez, siempre que medie la petición expresa 
del ofendido, cuando así se requiera. 

No procede la detención en flagrancia en 
Jos casos de las fracciones JI a la VI 
anteriores, situaciones en que los elementos 
de la policía entregarán al presunto infractor 
un cita torio para que se presente ante el juez 
que corresponda. dentro de las 48 horas 
siguientes, en los términos del artículo 21 de 
esta Ley, siempre que el presunto infractor 

acredite de manera fehaciente e indubitable 
su nombre, y domicilio mediante documentos 
fidedignos. 

No operará l,1 excepción de las fracciones 
señaladas en el párrafo anterior, y el 
elemento de lll policín detendrá y presentllrá 
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inmediatamente al presunto infractor, en los 
casos siguientes: 
a) Cuando una vez que se le haya entregado 

el citatorio, persista en la conducta 
causal de la infracción o reincida en 
forma inmediata: 

b) Cuando se niegue a recibir el citatorio o 
lo destruya; y 

c) Cuando encontrándose en ostensible 
estado de ebriedad o intoxicación, no sea 
capaz de responder de sus actos y no se 
encuentre persona que lo asista y 
testifique el cita torio. "23 
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?inalmente de los artículos en cita, podemos inferir q._.e por lo que 

!'especta al artículo 7º éste contiene los elementos necesa!":cs y 

presupuestos jurídicos naturales para la aplicación de la Ley en cita, 

en virtud de que no deja de prever, desde nuestro particular punto de 

vista, ningún ámbito dentro de los cuáles se pudiera cometer !a 

infracción cívica. Por cuanto atañe a la clasificación de las infracciones 

cívicas realizada dentro del artículo 8º de la Ley en cita. considera::r..os 

~ue las infracciones contenidas e::: '.es :1'..l.merales X:. TI z=z. :_:; se 

encuentran debidamente suster:ta¿as, atendiendo a bs ~::;s~c~e[.', :.a:"_:;s 

y efectos juridicos que su realizacién podría ocasionar, :_:)Cr :e ::__:e 

::.es:l.e este momento, manifestamcs que tales infracciones ciecen de 

JJ ldem. 



54 

ser reformadas a la brevedad posible, según lo sustentaremos en los 

subsecuentes apartados. 

2.4 CONCEPTO DE DELITO. 

Como es de suponerse, la teoría del delito se basa en el est-:.!dio 

especíñco de sus elementos, mismos que comprenden tanto su aspecto 

positivo como su aspecto negativo, así como sus diversas formas de 

manifestación. En consecuencia, la teoría se enfoca hacia los 

siguientes aspectos centrales: 

a) La existencia del delito. 

b) La aparición del delito. 

c) La inexistencia del delito. 

:Je esto tenemos que, la doctrina jurídica a efecto de conocer la 

composición del mismo, se ha fundamentado a lo largo de su historia 

principalmente en dos concepciones, a saber: 

J) La concepción unitaria o totalizadora, y 

2) La analítica o atomizadora. 
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Dentro de este contexto, tenemos que para los expositores de la 

teoría unitaria, el delito es una entidad que no permite su división en 

varios elementos, es decir, como lo explica el maestro Porte Petit: 

"El delito es un todo orgánico, es una 
especie de bloque monolítico, el cual puede 
presentar aspectos diversos, pero no es en 
algún modo fraccionable, y en su verdadera 
esencia Ja realidad del delito, no esta en cada 
uno de sus componentes y tampoco en suma, 
sino es todo y en su intrínseca unidad. Sólo 
mirando el delito bajo este perfil es posible 
comprender su verdadero significado, no 
debiéndose olvidar que el delito constituye 
una entidad esencialmente unitaria y 
orgánica homogénea. "24 

De lo que tenemos, que dentro de la teoría unitaria no existe la 

posibilidad de estudiar al delito mediante su desintegración, dado que 

el ~arácter de unidad que la propia teoría le reconoce, así pues, no hay 

vuelta de hoja, para los unitarios, el delito como tal es un todo 

inseparable y homogéneo. 

Por lo que atañe a la concepción analítica, el propio maestro Porte 

~etit nos dice: 

''l,a concepc10n analítica, estudia el 
delito desintegrándolo en sus propios 

" PORTE PETIT, CELESTINO. Apuntamientos de la parte General de Derecho Penal, 6ª edición, 
Sd:torial Porrúa, Mexico, 1987, pág. 197. 



elementos, pero considerándolo en conexión 
íntima, al existir una vinculación 
indisoluble entre ellas, en razón de la 
unidad del delito. "25 
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Por io tanto, es menester precisar que dentro de la teoría 

analítica se considera que el delito es un todo, que si bien se puede 

desintegrar para el estudio de cada uno de sus elementos 

constitutivos, tal desintegración estará de manera inexcusable en 

íntima conexión entre cada uno de sus elementos. Con lo que desde 

nuestro particular punto de vista, consideramos que la concepción 

atomizadora o analítica, permite técnicamente hablando, que el delito 

pueda ser sujeto de estudio sin que su naturaleza de entidad unitaria 

se tergiverse, lo que nos lleva a sustentar que no puede existir 

negación de la unidad, en cuanto se pretende su estudio analítico. 

Bajo estas premisas, habremos de definir al delito, como toda 

conducta antijurídica, culpable y punible contenida dentro de la Ley 

penal. realizada por el sujeto activo por acción u omisión. 

2.5 ExTREMOS DISOCIANTES ENTRE INFRACCIÓN CMCA Y 

DELITO. 

Ade:r.ás de las particulares características y diferencias <;.~e 

contienen las infracciones cívicas frente a los delitos, a las que nos 

15 ldem. 
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hemos referido en la parte final del primer punto del presente 

capítulo, a continuación haremos una serie de razonamientos que nos 

permitan terminar de diferenciar las características existentes entre 

éstas, en los siguientes términos. 

Así entonces, consideramos necesario establecer que para 

puntualizar los extremos disociantes entre estos, es conveniente 

profundizar sobre la materia específica de ambas. Dado que dentro de 

la doctrina jurídica mexicana, existen entre otras, dos teorías al 

respecto: Una de éstas, considera que las infracciones cívicas o 

administrativas pertenecen al ámbito del Derecho Penal 

Administrativo; y la otra considera que las infracciones cívicas o 

administrativas, son faltas o delitos leves dentro del ámbito del 

Derecho Penal; visto lo cual debemos apuntar lo siguiente: 

.Basándonos en la conceptuación del Derecho Penal. considerado 

como el conjunto de normas jurídicas que definen los delitos señalando 

las penas y medidas de seguridad aplicables al caso en concreto, para 

lograr la permanencia del orden social, resultando como la rama del 

derecho que estudia y regula los delitos y la materia que éstos 

protegen, que es la integridad física y la moral de las personas. Así 

~a:na ¡;orlo que se considera como Derecho Penal Administrativo. 

"La rama del derecho que se propone 
un estudio especializado sobre las categorías 



delictivas y las sanciones que tiene a su 
disposición el Estado para el aseguramiento 
del orden público y para lograr el eficaz 
funcionamiento de los servicios públicos y 

demás actividades que regulen el interés 
general. "26 

5é 

Se desprende que éste se refiere equivocadamente a los delitos, 

toda vez que en realidad son infracciones cívicas o administrativas, 

mismas que nada tienen que ver con el delito por lo que, en 

consecuencia, son ajenas a la materia del Derecho Penal. 

En el mismo sentido, algunos tratadistas, han :;J:retendido 

configurar una disciplina autónoma integrada por el :::onj~.::.:c de 

normas q::.e regulan el ilícito administrativo, que incluyen a ios delitos 

y a las :nfracciones o faltas administrativas a las cuales der..omman 

Derecho Penal Administrativo. Sin embargo, esta concepción de la 

materia del Derecho Penal Administrativo aún no ha evciucior.a¿o, 

puesto ;·..re ios argumentos que se han manifestado carecen ~e ~a ·::ase 

j·.lrídica que lo permita, dado cue el estudio de esta .:;:a~er:c. se 

circunscribe, generalmente, al aspecto de la policía adm:.r,'.s·~:ra.'.~va. 

~a::i ta~es cor..túleraciones, ~:cdemos establecer que el :::::-;~2:r:.c :::~.ás 

a:e¡;~aic pcr la teoría es aquél que :::ansidera el aspecto G.e ~es ::.e:.:.~cs 

'º Citado ~n AcüSTA ROMERO. MIC.UEL. Teoría Gf'nernl del Derecho Adm1111strativo. PMme: 
2ü:-sc. 12ª ed1c1ón, Porrúa, México, 199S, púg. 874. 
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en un apartado especial del Derecho Penal, y deja el estudio de las 

infracciones cívicas o faltas, al Derecho Administrativo. 

Dentro de este contexto, consideramos que independientemente 

de q:ue las normas administrativas se ubiquen dentro del Derecho 

?enal o en el Derecho Administrativo, es menester precisar que ante 

la comisión de un ilícito administrativo resulta indispensable 

identificar el tratamiento que la ley da a la conducta, ya sea como 

i:::.!racció:n o falta, o como delito. Toda vez que de esto dependerá el 

procedimiento para sancionarla, ya sea ante el Poder Judicial, en el 

caso de los delitos; o en sede administrativa, tratándose de 

i:::fracciones o faltas contenidas dentro de la Ley de Justicia Cívica en 

vigo:r. ?or lo que en este caso, lo importante es determinar el 

tratamiento que el legislador dio a la conducta, puesto que cuando el 

grado de :;:ieiigrosidad de ésta, o del tipo de valores lesionados es de 

:::z.yc:r t:P.scendencia. se tipifican como delito, en tanto que, c·.iando 

cc;-i ~a falta sólo se perturba el buen funcionamiento de la 

admi!1istración, esta conducta se establece como infracción. 

Por otra parte, existen tratadistas que postulan la autonomía del 

:::: ere::ho Penal Administrativo, frente al Derecho Penal, de bid.e a que 

e~ -~~:~:8 o '.:E.~:a admi:-iistrativa e cívica es distinta ai i!í~i:o ~e::al e 

::::::..c:.:.e::2. :::::-_-:o ~c. acción :.: ::::::isi6n de contri':Jui: :;;ara ::-.:e .a 
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administración pública consiga sus fines, es decir, es la oposición a 

una disposición emitida para favorecer la correcta actividad 

administrativa; mientras que en el delito penal hay un menoscabe o 

una afectación a los bienes jurídicos que gozan, por sí mismos de la 

protección jurídico-penal. Luego entonces, en los casos de los delitos 

contra el orden público, éste es el que se considera como bien jurídico. 

En contrasentido, en las hipótesis de las contravenciones 

administrativas o policiales. no se trata del orden público como bien 

jurídico sino del objeto jurídico que tutela la administración. 

Sn conclusión, consideramos que las diferencias más notables 

entre las infracciones administrativas y los delitos son las siguientes: 

1) La infracción es sancionada generalmente, por una autoridad 

cívica o administrativa, mientras que el delito lo sanciona la 

autoridad Judicial a través de los tribunales 

correspondientes. 

2) El acto u omisión que da lugar a la infracción cívica, viola las 

disposiciones de carácter inminentemente cívico, r:n- e~e::::::;:!o 

leyes, reglamentos. circuiares. etcétera; en tanto que el d.elito 

vulnera normas inminentemente de derecho penal, mismas 

que protegen la vida. la salud, el patrimonio, etc. 
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3) La infracción cívica puede ser atribuida a personas físicas y 

morales, en tanto que el delito exclusivamente puede ser 

materializado por personas físicas. 

4) :;..os elementos de culpabilidad, como el dolo y la culpa, no son 

esenciales para que la infracción cívica pueda existir, en 

contrasentido, el delito requiere a priori la existencia tlel 

elemento de culpabilidad para su constitución. 

5) Las sanciones aplicables, en el caso de las infracciones cívicas, 

se traducen en una multa o pena corporal que no excederá del 

término de treinta y seis horas; mientras que las sanciones 

aplicables al autor de un delito, consisten en multas o fianzas 

más severas y de mayor cuantía, con la posibilidad de que la 

privación de libertad sea por un tiempo notoriamente más 

significativo. 

2.6 CONCEPTO DE AUTORIDAD ADMINISTRATIVA. 

Por lo que respecta a ésta, es prudente mencionar que por 

autoridad habremos de entender a "toda persona investida de 

potestad de mando frente a los administrados e internamente en un 

crganismc público."27 

'
7 MARTINEZ MORALrn. RAFAEL. Diccionano Jurídico. Derecho Administrativo. Vol. 3. Editorial 

:-.arla, Mf>xico, 1996, pág. 25. 



Por su parte, el maestro Ignacio 3urgoa señala que: 

''En el terreno de estricto Derecho 
Público, por "autoridad" se entiende 
jurídicamente aquél órgano del Estado 
integrante de su gobierno, que desempeña 
una función específica tendiente a realizar las 
atribuciones estatales en su nombre. Bajo 
este aspecto el concepto de "autoridad" ya no 
implica una determinada potestad, sino que 
se traduce en un órgano del Estado 
constituido por una persona o funcionario o 
por una entidad o cuerpo colegiado, que 
despliega ciertos actos. en ejercicio de su 
poder de imperio, tal como se desprende de la 
concepcion contenida en el artículo 41 
constitucional. '2B 

62 

J•e :as citas en comento, podemos inferir que la a-..itoriüad en 

sentido !ato, es una persona o institución facultada por ordenamientos 

aé.::!l::::.istrativos, para dictar o ejecutar actos de ésta índole, es decir. el 

~:::c¿er ¿e :nandc se encuentra depositado en una persc::1a e '.:::o~:'.:;;:::é~ 

::'..esignada o perteneciente a ia administración pública, q·..:.e :::::::1 su 

actividad amplía o limita la esfera jurídica de los particulares, 

ater..diendo al supuesto específico; o bien. impone obiigacic:::es e 

::::::-.::eie :ierechcs a les sujetos para que adecuen su c::i:-.áuc~<- f. :::: 

lk !3t 1RGOA 8RlltUELA, IGNACIO. El Ju.1no de Amparo J 1 • edición, Sditorial ?arrúa, México, 
::;e;..¡, pag 187. 
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facultades para ordenar un acto, o bien, emitir una resolución socre 

ese acto o una petición, teniendo su fundamento en una dispcsidón 

legal de carácter administrativo. 

Bajo tales consideraciones, para poder precisar ei término de 

autoridad administrativa, consideramos adecuado analizar e1. acto 

administrativo; del que el maestro Miguel Acosta Romero nos dice: 

''Es una manifestación unilateral y 

externa de voluntad que expresa una decisión 
de una autoridad administrativa competente, 
en ejercicio de Ja potestad pública que crea, 
reconoce, modifica, transmite o extingue 
derechos y obligaciones: y que es 
generalmente ejecutivo y se propone 
satisfacer el interés general. "29 

Por su parte, el maestro Margáin Manautou, haciendo alusié::i a 

éste, preceptúa: 

''El acto administrativo es aquél 
mediante el cual Ja autoridad administrativa 
ejerce, de manera g!?neral o particular las 
facultades que los c.rdenBmientos le otorpan 
para satisfE1cer las atribuciones de que 9:;tá 

investida su unidad ad;ninistrativa y pueda 
!?Xigir su cumplimwntc. "% 

19 ACOSTA ROMERO, MIGlTL, op nt. pág. 749. 
'º MARGAIN MANATOU, EMILIO, Jntrodurctón al Estudro del Derecho Administrativo, Ec:!i::iria'. 
?crrua. Mexiro, 1994, pag. 7f" 
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Por lo tanto, se desprende que el elemento del acto administrativo 

es el sujeto que lo emite, es decir, se requiere la existencia de una 

autoridad administrativa, considerando que no todo el personal que 

trabaja en la administración pública es una autoridad, pues sólo lo es 

aquella autorizada por la ley, el reglamento o el decreto, para emitir 

un acto y exigir su cumplimiento, y que las atribuciones que están 

conferidas a la dependencia o unidad administrativa, y las facultades, 

son específicas para una persona que funge como autoridad 

administrativa, es decir, el funcionario quien la ejerce. 

Luego entonces, para que un acto de autoridad en materia 

administrativa sea válido, o bien para que se produzca un acto 

legítimo de ésta naturaleza, debe ser expedido por una autoridad 

a:iministrativa competente: es decir, la autoridad debe tener 

facultades expresas derivadas de una base legal: su competencia debe 

estar establecida en un ordenamiento jurídico que exista con 

a:::teriori:.i.ad a su actuación debe de reunir los requisitos de todo acto 

de autc~idad, tal y como lo establece el numeral décimo sexto de 

nuestra Carta fundamental, conocido como el Principio de Legalidad. 

~en lo que, una autoridad administrativa, tiene plenas facultades de 

:;:rnndo. decisión y ejecución, derivadas de una disposición jurídica que 

rer:i...:::a ]as actividades de la administración pública en su ámbito 
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2. 7 CONCEPTO DE AUTORIDAD CMCA "{SUS AUXIUARES. 

En consonancia con los anteriores argumentos, habremos de 

precisar. que el vocablo cívico, se refiere a los valores civiles, sean 

derechos u obligaci::mes, relacionados con el valor que representa para 

los ciudadanos la patria y sus relaciones con la sociedad. 

Por otra parte, podemos manifestar que el vocablo cívico se refiere 

al civismo como sinónimo de sentimiento patrio por las instituciones e 

intereses de la Nación, así como por los valores sociales. Así, el 

civismo se ocupa de tres aspectos principales, siendo éstos: el cultural, 

el social· económico y el jurídico, mismos que permiten al ciudadano 

entender, ayudar y servir a su país, así como para mejorar las 

relaciones entre estos. 

En tal virtud, y como lo hemos podido establecer, la autoridad 

cívica es aquélla que tienen poder de mando para guiar conforme a lo 

establecido por las disposiciones legales que la sustentan, las 

relaciones que conforman una sociedad, así como enaltecer bs valores 

cívicos de los ciudadanos y siendo el caso que alguno de éstes, no 

cumpla con las disposiciones que la Ley de Justicia Cívica señala, 

tenga aquélla poder de sancionar y ejecutar la infracción. 

::...,;.iego entonces, tenemos que la Ley de Justicia 2ívica ~a v1gor, 

~onsidera, además de el Juez C'ívico, al Secretario. como a:.:xiliar 
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inmediato de aquél, y que entre otras facultades, se encuentran, la de 

suplir al Juez en caso de ausencia, con lo que podemos asegurar que el 

Secretario puede ser considerado también una autoridad cívica, dado 

q::.e éste, cuenta también con facultades de disposición y mando, así 

como el poder de sancionar en ausencia del Juez Cívico. 

Otro auxiliar del Juez Cívico, lo será el médico del juzgado, mismo 

q;,:e tendrá a su cargo, emitir los dictámenes de su co::Jpeter..cia, 

prestar la atención médica de emergencia, llevar el libro de 

certificaciones médicas, y en general realizar las tareas que, acordes 

con su profesión, requiera el Juez en ejercicio de sus funciones. Al 

respecto debemos hacer notar que en la actualidad no se cuenta con 

un profesional medico en cada uno de los diversos Juzgados Cívicos 

que existen en el Distrito Federal, situación ésta que consideramos se 

debe de corregir a la mayor brevedad, en virtud de que pcr la ;!"cpia 

naturaleza de las personas que son atendidas o remitidas en estas 

áreas, es obligada su presencia permanente. 

?cr lo que respecta a los elementos de la Policía, que coadyuvan 

como auxiliares con el juez cívico, para la eficaz aplicación de !a ::.-ey 
e:1 la materia. estos serán nombrados por el Consejo de Justicia 

:-:''.v:ca. en la cantidad que estos consideren, teniendo la obligación de 

e::.::;c::'. .. ~!"?.rse ~irectamente subordinados al Juez y '.::ecre~a:c:::; ¿e] 

~·:_¡zgrdo. ::ientro de éstes. puede ser designado ur:.o er. es~ec:a.~ : a.!"a 

::;·;2 :;:·..:.e:.e al cargo de las diversas secciones del .;'uzgado. 
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Finalmente, dentro de los auxiliares, de las autoridades cívicas se 

encuentran aquellos trabajadores del Gobierno del Distrito Federal, 

que como empleados de base, prestan sus servicios en los .;uzgados 

Cívicos así como los pasantes de algunas carreras que durante un 

tiempo prestan su servicio social en tales organismos. 

2.t AUTORIDADES LE61TIMADAS PARA OBSERVAR Y APLICAR LA 

1.f:y DE JUSTICIA CMcA. 

Tal y como lo preceptúa el artículo 5º de la Ley de .;ust!.cia Cívica 

en vigor, las autoridades legitimadas para aplicarla y respetarla son: 

- El Consejo de Justicia Cívica del Distrito Federa]; 

- El Jefe del Gobierno del Distrito Federal; 

- La.Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federa]; 

- La Consejería Jurídica y de Servicio Legales del Distrito 

.Federal: 

~as Delegaciones del Distrito Federal: y 

- Los Jueces Cívicos. 

:Sn :al virtud, y como lo hemos venido exponiendo a lo la:rgc del 

¿esa:rrcllc del presente trabajo de investigación en materia de J'..:ls~icia 

::'.ív:ca, única y exclusivamente las autoridades antericr:::::.en':e 
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enunciadas, gozarán de plena competencia y facultades para su 

correcta aplicación. 

2.9 l'iATURAl.ilA JURÍDICA DE LA JUSTICIA CfVICA. 

?ara f:nalizar el presente capítulo y por lo que respec:a a la 

naturaleza ju:::-ídica de la Justicia Cívica, consideramos adecuado 

agregar a los anteriores argumentos, que el artículo 44, de nuestro 

máximo ordenamiento jurídico, preceptúa que la ciudad de México, 

entendiéndose el Distrito Federal, será sede de los Poderes de la 

Unión y capital de los Estados Unidos Mexicanos, teniendo sus límites 

territoriaies en los fijados por los decretos del 15 y 17 de diciembre de 

1888 y del 27 de julio de 1994, expedidos por el Congreso de la -J~ión 

(artículo 7º de la Ley Orgánica de la Administración Púbiica tlel 

Distrito ?ederal) y siendo el caso de que los poderes fe:i.era~es se 

trasi.aden a otro lugar, se erigirá en el Estado del Valle de México. 

A este respecto, el maestro Ignacio Burgoa, considera que: 

"El Distrito Federal. no es lisa y 

llanamente el lugar donde residen Jos 
órganos primarios del Estado Federal 
Mexicano. sino que desdt> el punto de t·ista 
jurídico y político es una entidad que. seg1fr; 

el artículo 43 constitucional, forma parte 
integrante de él. Como entidad, el Distrito 
Federal tiene obviamente un territorio que 



delimita Ja legislación orgánica respectiva. 
Una población, un orden jurídico y un 
conjunto de órganos de autoridad que 
desempeñan, dentro de él las funciones 
legislativa, ejecutiva y judicial. "31 
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Bajo tales consideraciones, tenemos que, corresponde al Congreso 

de la Unión expedir el Estatuto de Gobierno del Distrito Federal, 

teniendo la Asamblea Legislativa del mismo, la facultad para 

nombrar y constituir la Ley de Justicia Cívica. Así, remitiéndonos al 

artículo 42 del Estatuto de Gobierno, tenemos que: 

La Asamblea tiene facultad para ... legislar en el ámbito local, en 

lo relativo al Distrito Federal en los términos de este Estatuto al 

Gobierno en materias de ... Justicia Cívica sobre faltas de policía y 

buen gobierno ... " En tal virtud, le corresponde a la Asamblea 

Legislativa del Distrito Federal en ejercicio de la facultad que le 

conflere tanto el Estatuto de Gobierno, como la propia Constitución 

?clítica de los Estados Unidos Mexicanos, expedir la :..ey de Justicia 

Cívica, para el Distrito Federal. 

?or !o tanto, cabe mencionar que la Ley de Justicia Cívica, ~:ene 

~al carácter, por cuanto que tiene su origen en un acto de la Asarr.blea 

~-'egislativa, como en su aspecto material en cuanto que regula ac:os y 

oi~·.:.a::::::::es jur:dicas generales, a·astractas P imperscnales. 

" BL."RGOA CR!Hl'ELA. iGNACIO, Dereclto Const1tticwn<1/ Mexicano, 9ª <"dición, Editorial Porrúa, 
Mexico. 1994. pag 931 
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Para delimitar correctamente el ámbito de estudio del presente 

apartado, consideramos necesario establecer que dentro de la doctrina 

j~rídica mexicana, diversos autores se han manifestado en el sentido 

de q•.ie no se deben confundir los alcances y efectos jurídicos del 

?:roceso con los del ?:rocedimiento, dado que la prcpia y especial 

naturaleza de cada uno es esencialmente diferente. Sin embargo, 

debemos hacer notar que ambas figuras, coexisten de manera 

inseparable dentro del derecho procesal, situación esta que nos obliga 

a realizar. una ubicación conceptual adecuada de cada uno, en virtud 

:ie q_·_¡e :ientro de la administración de la Justicia Cívica y atendiendo 

a~ cese en concreto, también se tiene que realizar un procedimiento 

formai específico a efecto de hacer cumplir la ley. 

f,si entonces, el maestro ~duardo Paliares al respecto nos di.ce: 

"En su acepción más general, la palabra 
proceso significa un conjunto de fenómenos, 
de actos o acontecimientos, que suceden en 
'Ú tif'.tr.DO 1· que ;v11ntiene11 entre [;Í 



determinadas relaciones de solidaridad o 
vinculación. Así entendido, el proceso es un 
concepto que emplean lo mismo Ja ciencia del 
derecho que las ciencias naturales !. .. } para 
que haya un proceso no basta que Jos 
fenómenos o acontecimientos de que se trate 
se sucedan en el tiempo. Es necesario, 
además, que mantengan · entre sí 
determinados vínculos, que Jos hagan 
solidarios los unos de los otros, sea por el fin 
a que tiende todo el proceso, sea por la causa 
generadora del mismo. "J2 
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Como se desprende de la cita en estudio, en sentido lato, la 

:;::alahra proceso tiene especial importancia, debiéndose destacar que 

en su aspecto jurídico. tal importancia se concentra en la posibilidad 

de concatenar o hilar el conjunto de actos que mantienen entre sí, 

determinados vínculos o relacione·s. 

Ahora bien, precisa el propio maestro lo siguiente: 

"el proceso jurídico es una serie de actos 
jurídicos que se suceden regularmente en el 
tiempo y se encuentran concatenados entre sí 

por t>l fin u ob_¡éto que m' quiera realizar can 
t:llos. _..J() que da !:nidad al conjunt:J 

. 1 . , I 
~·1ncu ac.·an a as 1J:"':1:;. 

31 ?ALL~RES, EIWAHIH>, D1c'1onano c.ir_l2frec/w Procesal C111/, 22• edición, =:ctitorial Porrúa, 
).lexico, 1996, pág. fi40 



finalidad que se persigue, lo que configura la 
institución de que se trata !. . .! Se entiende por 
proceso jurisdiccional el que se lleva a cabo 
entre los órganos jurisdiccionales, o sean los 
encargados de administrar justicia en sus 
diversas modalidades. Comprende igualmente 
los procesos que se tramitan ante los 
tribunales así como las Juntas de Conciliación 
y Arbitraje, los Tribunales Administrativos, e 
incluso el Senado cuando asume funciones 
judiciales."33 
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De lo que podemos inferir, que el proceso jurisdiccional, es aquél 

que se lleva a cabo ante el órgano de autoridad competente y para el 

caso que nos ocupa, lo será los diversos Juzgados Cívicos que se 

encuentran dentro del Distrito Federal. Tal y como lo argumenta el 

maestro Miguel Bermúdez al decir: "el proceso supone una actividad 

generadora de actos jurídicamente regulados, encaminados todos a 

obtener una determinada resolución jurisdiccional." 34 

::<:n tal virtud, podemos definir al proceso como el conjunto 

específico de actos del Estado, de las partes y de los terceros, con el fin 

de resolver o dirimir un conflicto, mediante la declaración y ejecución 

·'' ;::i:de::i, pags. 640 y '541 
1'' 3ERMCDEZ CISNEROS, MIGUEL. Derecho Procesal del Trabajo, 2• edición, Editorial Trillas, 
Mexico, 1989, pag. 17. 
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de una sentencia, procurándose así, la conservación y mantenimiento 

del orden jurídico. 

Ahora bien, nuestro Diccionario Jurídico Mexicano, establece que 

el procedimiento en general ·~s Ja manera de hacer una cosa o de 

realizar un acto. Asimismo, citando al maestro Español José Manresa 

nos dice: 'Es la aglomeración o reunión de reglas y preceptos a que 

debe acomodarse el curso y ejercicio de una acción. "35 

Por su parte, el maestro Trueba Urbina considera que el 

procedimiento. "es el conjunto de reglas jurídicas que regulan Ja 

forma, términos y medios de expresión de los actos procesales. " 36 

31 maestro Rafael De Pina, considera que el procedimiento es: 

"el conjunto de formalidades o trámites a 
que está sujeta la realización de los actos 
jurídicos, civiles, procesales, administrativos y 

Jegislativos." 37 

En mérito de lo anterior. poc!emas precisar que. el '(;!'oceú::::::e:lto 

e::1 sentid.a ar:1plio, es el cc:-ijur.::.i de reglas juridico fo:-:::.a:es :::::::::::-~::::e 

" Diccwnano Juridrco Mexicano. Tomo 11. op rit. pag. 2568. 
Jo TRL'ERA URRINA, ALRERTO. Nuel'O Derecho Procesa/ del Trabaio, 6ª edición, Editorial Porrila, 
Mexico, 1980, pag 487. 
37 DE PINA RAFAEL, Y DE PIN.A VARA, RAFAf:L, op. cit. pág. 420. 
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a las cuales se ejercen los actos encaminados a dirimir los conflictos, o 

bien a la satisfacción o reconocimiento de los derechos exigidos o 

demandados por las partes. Luego entonces, el proceso jurídicamente 

hablando, es el género, mientras que el procedimiento lo será la 

especie. 

Dentro de este contexto, y una vez precisados correctamente los 

efectos jurídicos tanto del proceso así como del procedimiento, a 

continuación expondremos algunas consideraciones atinentes a la 

aplicación específica y desarrollo del procedimiento en el ámbito de la 

Justicia Cívica. 

3.2 EsTRUCTURA Y FUNCIONES. 

~.2.1 Del Juez Cívico. 

Antes de abordar las funciones específicas del Juzgador Cívico, es 

menester que restablezcamos algunas consideraciones relativas al 

Juzgado Cívico, a efecto de que podamos delimitar correctamente las 

funciones particulares de estos, dentro de la aplicación de justicia. 

~n este sentido. debemos recordar que el Juzgado Cívico es <lna 

7.::-:s~:~·;;:cién creada primordialmente para conocer de cor.f!.ictcs c·.:.e 

a~-::eren el orden público y traigan cerno consecuencia ir.tranquilidad, 

n:oies!ias y algunos riesgos a bs r:abitantes de la Ciudad :ie Iléx:cc, 
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dado que como se desprende de sus disposiciones generales, tanto la 

ley así como los Juzgados Cívicos deben procurar la convivencia 

armónica entre los habitantes del Distrito Federal. Luego entonces, 

las conductas de las que conoce el personal que integra el ~uzgado 

Cívico, son las infracciones contenidas dentro de la Ley en la materia 

para el :Jistrito Federal vigente, así como también sobre las 

infracciones cometidas en otros reglamentos de tipo gubernativo y de 

las cuales no conoce otra autoridad. 

?cr b tan:o y según lo veremos a continuación, las personas que 

tienen facultades exp:-esas para actuar como autoridad dentro del 

Juzgado Cívico, sori el Juez y Secretario Cívicos, y que atento a lo 

señalado dentro de la ley de mérito, tienen las siguientes facultades: 

Al ser el Juez Cívico la máxima autoridad dentro de las 

instalaciones del Juzgado Cívico, y según lo preceptúa el artículo 63 

:.e'. :::rde:>amiento en comento, le corresponden las siguie:::es 

"' . . .1.:\..l:1c1cnes-

A) Conocer de las Jnfrccc~ones establecida& en ea~::. :z:;. 

8on io que la ley de mérito, establece claramente cc:n ta! 

:!:spcsición, la competencia para la aplicación y observancia ie la 

::-_:~s~a. así cc~-no el primer acto de autoridad que podrá c!esarrc~1.ar e~ 
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Juez, cumpliendo con su función administrativa, previa al 

procedimiento. 

B) Resolver sobre la responsabilidad v 
responsabilidad de los presuntos infractores. 

no 

La fracción en comento, establece el segundo acto de autoridad del 

Juzgador Cívico, al facultarle expresamente, para que, meciiante ia 

función administrativa de decisión y resolución. Pueda resolver con 

poder de mando y resolución sobre la responsabilidad o no del 

presunto infractor. 

C) Aplicar las sanciones establecidas en esta Ley y otras 

normatividades de carácter gubernativo, cuya 

aplicación no corresponda a otra autoridad 

administrativa. 

Dentro del precepto en comento, se desprende claramente la 

denominada facultad sancionadora de la autoridad pública, en virtud 

de que, de ser encontrado culpable de la infracción imputada, el sujeto 

activo será sancionado conforme a los lineamientos establecidos 

expresamente en la propia Ley, dado que con su actuar se 

transgredieron normas de carácter público y por tanto, se :'.:E.:e::: 

c.creedores a la sanción administrativa respectiva, misma q::e ~·..z2¿e 

:;::;;:-¡s:stir en rr..ulta o arresto dependiendo de la infracción cc:::.e::ia. 
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D) Ejercer las funciones conciliatorias a que se refiere el 
capítulo IV de esta ley. 

La fracción en comento, faculta al Juzgador Cívico, a realizar 

todos los actos conciliatorios para que las partes en conflicto puedan 

avenir sus intereses, para que mediante la equidad y legalidad 

necesarias en todo proceso conciliatorio, diriman tales diferencias. Es 

decir, la función primordial del Juez, atento a lo estipulado por la 

fracción en cita, consiste en hacer respetar las disposiciones de 

carácter público, que a su vez, tengan relación directa con el orden 

público y la paz social. Luego entonces, de ello dimana la función 

conci~iatoria que se le otorga para que se evite en la medida de lo 

posible, un conflicto mayor e innecesario. Respetando desde luego, los 

derechos de las partes para hacerlos valer en la vía y forma que más 

les corresponda. 

E) ,intervenir en los términos de la presente Ley, en 
conflictos vecinales, familiares o conyugales, con el 
único fin de avenir a las partes. 

En virtud de la materia del precepto enunciado y tomando wmo 

base el valor jurídico, moral y social que representa el matrimonio y la 

familia, se faculta al Juzgador para que ejerciendo su potestad 

conci:iatoria, busque los mecanismos que tiendan a lograr la 

tranquilidad y armonía entre las partes, con el fin de motivar la sana 

c:mvivencia familiar, vecinal y conyugal. 
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F) Expedir constancias únicamente sobre Jiedios 
asentados en los libros de registro del juzgado cumndo 
fo solicite el denundante el quejoso, eU ¡presunto 

1:n.frGctor 2l infractor o quien tenga interés legittimo. 

L.a parte medular del precepto en comento, obedece a la necesidad 

de las ¡.::erscnas er. demostrar que intervinieron o se :!:anifestc.!'cr. 

a:nte :.ma autoridad, y que, en caso de haber existido alguna violación 

a s::s ga!'antías y derechos constitucionales, tenga conocimiento sobre 

que autoridad fue la emisora del acto reclamado, a efecto de hacerlo 

vaier ante la autoridad competente, además de que sólo el .Juez podrá 

certif:car !as circum1tancias de las que efectivamente tuvo 

co~ocim:ento. 

G) Solicitar por escrito a las autoridades com¡:;2terr.gza, Ei 
rt:ttfro de ::Os objetos que se encuentren aband.:)n~d:;;11 en 

:::: vbpública. 

Consideramos que la razón de la disposición en comento es clara, 

ni toIY.ar.::cs en cuenta que dentro de los elementos que conforr.:an ei 

crden público encontramos disposiciones de salud pública, r.ii:ir.r.as 

:::_·.!e son el conjunto de normas, sistemas o recursos que ~:ene a s·.i 

'-'.:car.ce el gobierno de la ciudad, para prevenir, reprimir y comtatir 
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foco de infección que perturbaría la salud pública de los habitantes :ie 

la ciudad y en consecuencia, alteraría el orden público. 

JH!) !Dirigir rmdministrativamente las labores ir;Z;i:; }Mzgado, 

;piDr ~mnto, el personal q¡ue integra dicho j'J.C,zgod/,o, 

~ncluyendo a los elementos de la policía adscdfl;os :d 

mismo, estarán bajo sus órdenes y responsC1bi!i.fr;Z(;.r:Zw 

¡pGra fos efectos inherentes a su función. 

Luego entonces, el Juez Cívico, como máxima autoridad del 

juzgado, tiene a su cargo el funcionamiento adecuado y ordenado del 

mismo, con el fin de brindar un buen servicio a todos les ~ie:r.bros de 

la sociedad. 

l) Reportar inmediatamente al Servicio de Localización 

Telefónica del Gobierno del Distrito Federa~, 9.m 

información sobre las personas arrestadas. 

Esta facultad del Juzgador, con carácter de obligación, es con la 

fir..alidad de que exista una mayor coordinación entre las :nsta::cias 

;:0.blicas de ia ciudad, a efecto de que, si alguna persona se 2:-_c·.:.e:-_:!'e. 

¿esa parecida y de encontrarse detenida en algún J i..:zga~o 8fv'..co, 

pueda ser reportada a sus familiares. 

,J} 3nviar a la Cor.ge}2ria ~..in informe JH!:r~!J·;;.·;::: :.-:::ie 
::::.,._ ~e:.-.ga fos :r.suntos tr::..!odos y fow ~t=·a~L;::~: ·~, :: ;~,;e 

2c:-_s:::ie::-amcs ::¡ue íos extrer::cs a :;_:.;.e hace mención la fraccié:: e::: 
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establecer un control sobre la legalidad y forma de aplicar las 

infracciones por parte del Juzgador Cívico, en busca de la correcta 

administración de justicia y para el caso de ser necesario, sancionar al 

servidor público que haya incumplido con sus funciones. 

!K) Resolver fo¡, condona.dón de sancfol!l,eB 'j;¡¡¡j(} fos 

Eineamientos que el Consejo haya determinado para 
elfo, a instancia del infractor o a través de persona de 
8'1!4 CG!'lf iaJ,;rrJ,za y; 

:'.)ado el carácter con el que el legislador doto a la ley de mérito, 

consideramos que tal facultad conferida al Juzgador es del todo sana, 

en virtud de que tie_ne los parámetros legales para poder determinar 

la condonación de una infracción atento a la situació:1 econóz:ca y 

cultural del infractor y desde luego a la propia infracción cometida. 

D) ~w& demás atribuciones que le confff,erern :~ros 

:: rdenamientos. 

Por lo que respecta a las infracciones previstas en ctros 

crdenamientos podemos citar como ejemplo, el Regia~e:.,:c para e~ 

Servicio de Limpia del ~ist::itc ?ederal. Regla:ne:::t:::i '::'a::.ri::::.o, 

~:;.eglamento de Mercados, Ley de :;:::-otección a los anicaies para ei 

:=:ntr;·~o ~=<'ederal, por mencio:r..ar algunos. 

f .. G:::-.:-_:.nmo, :.e:emas prec1sar ~·.;e :::.entro de la Ley en est'-lri.io ss 

enta":::iece::-_ :ºc.::;.:.ltari.es expresas para el .;•.iez Cívico, para el ~aso :!e 
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alteración del orden dentro del propio Juzgado, para imponer 

sanciones disciplinarias, con el objeto de hacer valer sus 

determinaciones, imponer medidas de apremio, respetando y haciendo 

respetar la dignidad y los derechos humanos de las personas que 

comparezcan ante la autoridad cívica. 

3º2.2 ID>el Secretario del Juzgado Cívico. 

?cr lo que corresponde a las facultades y funciones del otro 

funcionario público investido de autoridad para actuar dentro del 

Juzgado Cívico, como lo es el Secretario del Juzgado Cívico, las 

mismas se encuentran expresamente reguladas dentro del artículo 71 

de la Ley de mérito y son las siguientes: 

P.J Secretario del Juzgado corresponde: 

A.) Aru~orizar con su firma y el sello del juzgado, fos 
actuaciones en que intervenga el Juez en ejerckfo de 
sus funciones y, en caso de actuar supliéndoio, fos 

actuaciones se autorizarán con dos testigos de 
asistencia. 

Los extremos a que hace alusión la fracción en comento, 

~::::isideramos que atañen a que el procedimiento no sea arbitrario. 

s~;:-_c ~a:a~:nente ajustado a derecho, resultando responsables del 

::nisr:;.o tar..to el Juez como el Secretario. 
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B) Autorizar las copias certificadas de constancias que 
expida el juzgado. 

La fracción en cita al igual .que su correspondiente al Juzgador 

Cívico, permite que se establezca un control sobre los antecedentes de 

infractores y procedimientos ante los diversos Juzgados Cívicos que 

integran el Distrito Federal. 

C) Recibir el importe de las multas que se impongan, 
expedir el recibo correspondiente y enterar 
semanalmente a la Tesorería, las cantidades que reciba 
por este concepto, en los casos en que esta úUima no 
tenga establecida oficina recaudadora en la sede donde 
ae ubique el juzgado. 

Consideramos que lo preceptuado por la anterior fracción es de 

gran importancia, toda vez que, las multas que recauda el juzgado por 

concepto de sanciones se consideran pertenecientes al erario del 

:Jistrito Federal, en tal virtud, es totalmente válido obligar al 

secretario del mismo a enterar a la autoridad correspc;;dien:2 su 

captación, para evitar desvíos monetarios por parte de los serv:icres 

:;::úblicos que laboran dentro del Juzgado Cívico. 

~'.\etcner c::astodiar y devofoer íos objetos y valeres :;;¡; 

. .Presuntos infractores, o que sean motivo :M: 

:!Dvttroversia, previo ~·ecfoo que expida. !fo .::: :: ::~""~ 

-4 -· .... v.~ ... --· --·----··-~···~··· ... -·--

' ... '.· r'lc1·\t 
J ¡_;.;~\.\ .. ! ,¡ Jh 

FALLA DE cmIGEN 
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devolver los objetos que por su naturaleza sean 
peligrosos, en cuyo caso deberá remitirlos al lugar que 
determine la Consejería pudiendo ser reclamados ante 
ésta, cuando proceda. 

:..a fracción que precede, esta dirigida a salvaguardar la seguridad 

ae los p!"c:pios servidores públicos que integran los Juzgados 8ív:.::os 

así como la de los propios infractores, evitando ante todo que los 

mismos puedan provocarse daños a su salud o integridad física, al 

momento de cumplir un arresto. 

JE) Llevar el control de correspondencia, archivos, 
dtatorios, órdenes de presentación y registros del 
;J)J,zgado, y auxiliar al Juez en el ejercicio de aus 

f'!.4nciones. 

3sta función del secretario del juzgado es debido a la sobrecarga 

de traba:o que en ocasiones suelen tener los mismos, además de QUe la 

razón fundamental obedece a la responsabilidad que les fue conferida 

al aceptar el cargo público de Juez y Secretario de Juzgados Sívicos, 

reflejada en su actuación como autoridad cívica. 

?) Suplir las ausencias del juez. 

·:;-· .... ·~ér;n:~1.0S generales. puede cbservarse q_ue la respcnsa:: .. ~:.a.:.. 

FALLJ\ DE OHIGEN 
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ambos gozan de la misma autoridad, y por ende se encuentran 

plenamente facultados para actuar dentro del juzgado. 

En mérito de lo anterior, podemos establecer que por lo que atañe 

a la designación del personal, la Ley de mérito, menciona, que para 

ser juez o secretario de juzgado, se requiere entre otras cosas, ser 

mexicano por nacimiento en pleno ejercicio de sus derechos y tener a 

la fecha de designación 25 años cumplidos y ser Licenciado en Derecho 

con cédula profesional debidamente expedida por la autoridad 

competente, para juez; mientras que para secretario, la edad es de 20 

años y menos de 65 al momento de la designación además de que en 

ambos casos se deberá sustentar un examen de conocimientos 

jurídicos y cívicos, ante la Dirección Ejecutiva de Justicia Cívica, que 

a continuación estudiaremos. 

~lº]º3 De la Dirección de J'u•ticia Cívica. 

Como nota introductoria del tema en comento, queremos hacer la 

aclaración que en la actualidad. la instancia pública e:: c8:::.e::to, 

ostenta el nombre de Dirección Ejecutiva de Justicia Cívica, dado que 

con anterioridad, se denominó Dirección de Justicia Cívica, sin 

enbargo, sus funciones en la actualidad siguen siendo las mismas. 
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En tal virtud, la actual Dirección Ejecutiva de Justicia Cívica, es 

una institución encargada de coordinar la labor jurídica de los 

Juzgados Cívicos, al mismo tiempo que cuentan con organismos que 

supervisan la labor de aquellos, teniendo como función primordial el 

fomentar entre los habitantes. 

Por tanto, la Dirección Ejecutiva de Justicia Cívica es un 

organismo público, dependiente de la Subsecretaría de Asuntos 

Jurídicos del Distrito Federal, que se encuentra en relación directa 

con la Secretaría de Gobierno del propio Distrito. Así, las funciones 

principales de la Dirección en cita, como una parte regidora de los 

servicios legales de· la Administración Pública del Gobierno de la 

ciudad, son las siguientes: 

J) Proponer al Jefe de Gobierno el número de Juzgados Cívicos 

que deban funcionar en las Demarcaciones Políticas del Distrito 

Federal; con base en la densidad demográfica de la zona, o 

bien, al estudio estadístico de la comisión de infracciones 

cívicas. 

2) Proponer al Jefe de Gobierno, la delimitación del ámbico de 

Jurisdicción territorial de '.:ada juzgado, dentr::; ~e la 

circunscripción territorial a la que pertenezca, tcmar.,C.c e:'! 

ccnsideracién los elementcs anreriormente enzmciadc:s. 
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3) Emitir los lineamientos para la condonación de las multas 

impuestas por los jueces; con base en las circunstancias 

particulares del infractor y en las cuales operó la infracción. 

4) Emitir los lineamientos de carácter técnico y jurídico a que se 

deben sujetar los juzgados, con motivo de respetar los derechos 

humanos y las garantías procesales de las personas que 

comparecen ante el juzgado cívico. 

E) Supervisar y vigi'.lar el funcionamiento de los juzgados a fin de 

que realicen sus funciones conforme a la Ley de mérito, a las 

disposiciones legales aplicables y a los lineamientos y criterios 

que se establezcun. 

6) Recibir para su guarda y destino los documentos que le envíen 

los juzgados, poniendo especial cuidado en los informes de los 

infractores. 

7) Operar un registro de infractores a fin de proporcionar a los 

juzgados antecedentes de aquellos, para efectos de la 

individualización de las sanciones, además de formar un 

estudio estadístico sobre los índices de infracciones y canecer a 

las personas reincidentes. 

8) Autorizar los libros que llemrán los juzgados, con el fin de 

llemr un control sobre la actuación legítima del personal del 

juzgado; realizando los procedimientos en libros que cuenten 

::::::.·: ér'.l!crización parn tal efecto. 

l1ALLA üE ORIGEN 
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9) Corregir, en cuanto tenga conocimiento las calificaciones 

irregulares de infracciones y la aplicación indebida de 

sanciones impuestas por los jueces, en razón del respeto al 

Principio de Legalidad a las formalidades esenciales del 

procedimiento, evitando procedimientos irregulares o no 

apegados a derecho. 

Ccmo se puede inferir, de las anteriores facultades, la Dirección 

Ejecutiva de Justicia Cívica, es la autoridad encargada de hacer valer 

y observar las disposiciones consagradas en la Ley de Justicia Cívica, 

q·.;e :::crresponden a las autoridades. 

3. 3 LA iFl.lt6RANCIA Y J..AS INFRACClONES FLA6RANTI:S. 

"'ara abordar correctamente el presente apartado, de r.uestro 

trabajo de investigación, es menester tomar en cuenta, que la .::...ey de 

.Justicia Cívica para el Distrito Federal, expresamente :::onsigna 

dentro de su artículo 18° que para sus efectos, será de aplica:::ión 

supletoria lo dispuesto por el Código de Procedimientos Per:ales ;;ara 

el Distrito Federal. En tal virtud, con la intención de d2 ~!mita:' ::::s 

:!iversos aspectos que nuestra d:::c:ri:ia jur:dica '.e re ::::::::::::2 E. :.a 

::.agra::cc:a ~" dada su importancia. a rnntinuación re;:~'.~are::.:::s ·.:.:: 

·:::-e":e es't'..láio acerca de ésta. para q'.J.e se nos facilite S'.l '.:":ser::::.6r-. y 

:::::T.:;:-re:.srón :ie!1tro del tema de invest'.gación. 
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En este sentido, tenemos que dentro de la doctrina jurídico-penal, 

:;;or lo que respecta a la puesta a disposición del Ministerio Público, 

del o los presuntos responsables de delito sorprendidos en flagrancia, 

o por motivo de caso urgente, los párrafos cuarto y quinto del artículo 

18 constitucional, establecen dos hipótesis en las cuales se puede 

;::rivar de la libertad a un individuo a quien se le atribuye la comisión 

del delito, sin que para ello se requiera orden de aprehensión, siendo 

éstas la flagrancia y el caso urgente. 

:Je lo que podemos inferir, que la flagrancia es una idea doble, 

compuesta por un elemento real o material, que es la verificación de 

un hecho presuntivamente delictivo y otro causal, es decir, que se 

sc!'prenda al presunto responsable en el momento de su verificación, o 

bien conste indudablemente cual sea éste, por elementos reales 

incontrovertibles que le ligan inmediatamente con el hecho realizado. 

3sta clasificación de delitos flagrantes es de naturaieza 

eminentemente procesal ya que atiende sólo al momento de su 

consumación, para posteriormente procesar de manera inmediata al 

detenido, por ello la flagrancia no afecta la punibilidad del acto, sino 

é~c~c ::'..e:2rmina la forma en que va a procederse en cor..:ra :í.ei 

:~_:.:'::cii..:~. es decir, el :nodo que se va a seguir en su persecuc:6:n o 

-----------· ri< ·, ·1(' e·() l\í ...... l) w J\ J.~ 

FALLA DE ORIGEN 
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A este respecto, el artículo 267 del Código de Procedimientos 

Penales preceptúa: 

'',L,¡J"tfculo 267. - Se entiende que existe 
delito flagrante cuando la persona es 
detenida en el momento de estarlo 
cometiendo, o bien cuando el inculpado es 
perseguido material e inmediatamente 
después de ejecutado el delito. 

Se equiparará la existencia de delito 
flagrante cuando la persona es señalada como 
responsable por la víctima, algún testigo 
pres<.mcial de Jos hechos o quien hubiera 
participado con ella en Ja comisión del delito: 
o se encuentre en su poder el objeto, 
instrumento o producto del delito; o bien 
aparezcan huellas o indicios que hagan 
¡;resumir fundadamente su participación en 
el delito; siempre y cuando se trate de un 
delito grave así calificado por la ley, no haya 
transcurrido un plazo de 72 horas desde el 
momento de Ja comisión de los hechos 
delictivos, se hubiera iniciado la averiguación 
previa respectiva y no se hubiese 
interrumpido la persecución del delito. 

En esos casos el Alinisterio Público 
iniciará desde Juego Ja averiguación previa y 

bajo su responsabilidad, según proceda, 
decretará Ja retención del indiciado si están 
satisfechos los requisitos de procedibilidad y 

9J delitc merezca pena privntivfl de libertad. e; 



bien, ordenará Ja libertad del detenido, 
cuando la sanción sea no privativa de 
libertad, o bien, alternativa. 

La violación de esta disposición hará 
penalmente responsable a quien decrete la 
indebida retención, y el indiciado deberá ser 
puesto en inmediata libertad. "3B 
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Como se desprende del artículo en cita, en materia penal, a la 

palabra flagrancia se le ha dado el significado de "en el momento de 

cometer el delito'; sin embargo, el artículo además de indicarnos en 

qué consiste ésta, erróneamente considera como tal lo que en la 

doctrina se conoce como cuasi flagrancia y presunción de flagrancia. 

En tal virtud. se considera que hay cuasi flagrancia, cuando 

después de ejecutado el hecho delictuoso, el indiciado es perseguido 

materialmente. Con lo que bajo la cuasi flagrancia una persona podrá 

ser detenida aún después de que consumó o ejecutó el delito. siempre 

y cuando haya sido perseguido inmediatamente después de la 

realización del mismo. 

Por otra parte. existe presunción de flagrancia, o equiparación de 

flagrancia. cuando inmediatamente después de ejecutado el hecho 

delictivo alguien se>ñala a una persona como presunto responsable del 

"" Códwu rle l'roce<l1m1eritos Pe11ales vam el Distnto Fer/eral, Compilación de Leyes del 
Distntn Ft'derFtl, Mi>xwo, 2002, rcl-rom 
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delito, y se encuentra en su poder el objeto del mismo, el instrumento 

con que aparezca cometido o huellas o indicios que hagan presumir 

fundadamente su culpabilidad, en esta hipótesis el individuo no ha 

sido capturado al ejecutar o consumar el delito, y tampoco ha sido 

perseguido luego de cometido, únicamente existen datos que hacen 

factible pensar que ese sujeto fue el autor, y por lo tanto se le puede 

detener. 

Asimismo, el texto del artículo 16 constitucional en su párrafo 

quinto establece: 

''Sólo en casos urgentes, cuando se trate de delito grave así 

califJcado por la ley y ante el riesgo fundado de que el indiciado pueda 

sustraerse a Ja acción de Ja justicia, siempre y cuando no se pueda 

ocurrfr ante la autoridad judicial por razón de la hora, lugar o 

circunstancia, el Ministerio Público podrá. bajo su responsabilidad, 

ordenar su detención, fundando y expresando los indicios que motiven 

su proceder." 

En tal virtud, para que el Ministerio Público pueda ordenar la 

detención de un sujeto en caso urgente, es necesario que en la especie 

se reúnan cuatro elementos a saber: 

\TESIS CON 
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};> QUE SE TRATE DE DELITO GRAVE: 

Hay que recordar que la calificación de la gravedad del delito no 

queda al arbitrio ciel Ministerio· Público, sino que correspondió al 

legislador hacerlo, tal y como se puede constatar en el párrafo cuarto 

del artículo 268 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito 

Federal, evitando de esta manera las arbitrariedades en que pudiera 

incurrir el Ministerio Público al hacer dicha calificación. 

};> QUE EXISTA RIESGO FUNDADO DE QUE EL INDICIADO PUEDA 

SUSTRAERSE A LA ACCIÓN DE LA JUSTICIA: 

A este respecto, se debe precisar que se habla de un indiciado y no 

de un presunto responsable y que el vocablo indiciado es utilizado 

desde que el Ministerio Público tiene conocimiento de la noticia 

criminis hasta el ejercicio de la acción penal, por lo que para que un 

sujeto tenga ese carácter implica que previamente se formuló una 

denuncia o querella respecto de un hecho delictuoso así como la 

existencia de pruebas o indicios respecto de la probable 

responsabilidad de dicho individuo. es decir. que ya se inició e integró 

una Averiguación Previa, ~· que sólo está pendiente la resolución sobre 

el ejercicio de la acción penal. 
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;,.;... QUE NO SEA POSIBLE OCURRIR ANTE LA AUTORIDAD JUDICIAL POR 

RAZÓN DE LA HORA, LUGAR O CIRCUNSTANCIA: 

Lo que debemos entender como la posibilidaq de que en aquellos 

casos en que ante el riesgo ipminente de que el presunto responsable 

se sustraiga a la acción de la justicia, . es necesario detenerlo 

inmediatamente, y que de acudir ante el Juez a solicitarse la orden de 

aprehensión, se imposibilitaría su detención debido al tiempo que 

tardaría el órgano jurisdiccional para librar la orden de aprehensión. 

);.. EL MINISTERIO PÚBLICO PODRÁ, BAJO SU RESPONSABILIDAD, 

ORDENAR POR ESCRITO LA DETENCIÓN DE UNA PERSONA, 

FUNDANDO Y EXPRESANDO LOS INDICIOS QUE MOTIVARON SU 

PROCEDER. 

El artículo 16 constitucional, indica que al Ministerio Público 

"podrá" decretar la detención. dejándole al arbitrio de éste esa 

decisión, es decir, constitucionalmente habrá casos urgentes en los 

que el Ministerio Público decida decretar la detención v otros en los 

que no lo haga. lo cual es incongruente, puesto que si hay caso urgente 

el Ministerio Público estú obligado a detener al presunto responsable 

para que no se sustraiga a la acción de la justicia y para que de esta 

manera nuestm sistema de justicia penal actúe sin demora y se evite 

así en cierta medida la impunidad. Cuando el Ministerio Público 

---1 • ' ' .• ' . • ' ""'f , ... ~ • 
'. ". 1 1 . 
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decida ordenar la detención de un presunto responsable está obligado 

a ceñirse al principio de legalidad, debiendo motivar y fundar su 

proceder, exponiendo los motivos de hecho y los preceptos de derecho 

en los que se base pªra ello, así como exponer de manera relacionada 

los razonamientos respectivos. 

Así pues, en el caso de flagrancia, una vez que el detenido es 

puesto a disposición del Ministerio Público, éste a su vez verificará si 

la detención fue hecha o no en ese supuesto si la detención no fue 

realizada en flagrancia decretará su libertad, pero podrá iniciar la 

Averiguación Previa correspondiente. de encontrarse reunidos los 

requisitos de procedibilidad y en su caso decretar el arraigo de dicho 

sujeto: si la detención fue realizada en flagrancia y si se reúnen los 

requisitos de procedibilidad, esto es la denuncia o querella, iniciará 

entonces la Averiguación Previa, decretando la retención del presunto 

responsable; si el delito merece pena privativa de libertad y si la pena 

es alternativa o no privativa de libertad decretará su libertad. 

Inmediatamente después, él o sus auxiliares, se trasladarán al lugar 

de los hechos, para dar fe de las personas y de las cosas a quienes 

hubiere afectado el acto delictuoso y tomarán los datos de las personas 

que los hayan presenciado. procurando que declaren de ser posible en 

el mismo lugar de los hechos. Asimismo. ordenará a sus auxiliares a 

que busquen:-· aseguren los ohjPtos. huPliaf' y vPstigios dPl clt•lito. que 

en un monwnto dado sirvan para acreditar la comprobación cil•l cuerpo 

del delito y la probable responsabilidad del presunto n•sponsable. a 
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efecto de integrar la respectiva indagatoria y dictar la resolución 

correspondiente, la cual dadas las circunstancias particulares del 

caso, esto es la flagrancia, será la de ejercitar la acción penal 

correspondiente, salvo cuancio se compruebe plenamente que el sujeto 

activo del delito actuó en circunstancias excluyentes de delito. 

En la hipótesis de caso urgente, una vez que el indiciado sea 

puesto a disposición del Ministerio Público, éste procederá a culminar 

el perfeccionamiento de la integración de la Averiguación Previa 

(puesto que como ya se vio anteriormente, ya se inició una 

Averiguación Previa, pero durante su integración se suscita el caso 

urgente y se ordena la detención del sujeto) para ejercitar la acción 

penal correspondiente. 

En suma y después de analizar brevemente los supuestos 

procesales de la puesta a disposición del Ministerio Público del 

presunto responsable de un delito, el órgano ministerial tiene la 

obligación de apegarse a derecho en todas y cada una de sus 

actuaciones respetando ante todo las garantías constitucionales de los 

presuntos responsables, en el entendido que de no ser así le será 

aplicable lo dispuesto por las Leyes conducentes en la materia. 

Bajo tales argumentos. es incuestionable que la autoridad cívica 

debe respetar y hacer respetar los parámetros anteriormente 

expuestos, relacionados con las infracciones flagrantes, tomando en 

consideración que al presunto infractor se le deberá presentar 
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inmediatamente ante el Juez Cívico con la respectiva boleta de 

remisión, misma que deberá de contener los requisitos que en el 

siguiente tema analizaremos. 

3.4 DE l..A DETENCIÓN Y PRESENTACIÓN DEL INFRACTOR. 

Como lo acabamos de establecer anteriormente, y atento a lo 

dispuesto por el artículo 20° de la Ley de mérito, cuando los elementos 

de la policía en servicio presencien la comisión de una infracción, 

procederán a la detención del presunto infractor, y en su caso, lo 

presentarán inmediatamente ante el Juez Cívico competente, en 

atención a la garantía de libertad, expresamente sancionada dentro 

del artículo 16 Constitucional. con la boleta de remisión que deberá 

contener por lo menos los siguientes datos: 

l. Escudo de la ciudad y folio. 

II. La Delegación y el número del juzgado que corresponda, el 

domicilio y teléfono del mismo: 

III. Nombre, edad y domicilio del presunto infractor, así como 

los datos de los documentos con que los acredite: 

IV. Una relación ele los hechos de comisión de la presunta 

infracción. que comprenda todas y cada una de las 

circunstancias de tiempo. modo. lugar. así como cualquier 

dato que pudiera contribuir para los fines del procedimiento: 

\'. Nombn• :-.· domicilio ele los testigos, si los hubiere: 
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VI. La lista de objetos recogidos en su caso, que tuvieren 

relación con la presunta infracción; 

VII. Nombre, cargo y firma del funcionario del juzgado que 

reciba al presunto infractor; y 

VIII. Nombre, número de placa o jerarquía, unidad de adscripción 

y firma del elemento de policía que hace la presentación, así 

como, en su caso, número de vehículo. 

Tratándose de infracciones flagrantes que no ameriten 

inmediatamente presentación, en los términos del artículo 8° de la Ley 

en comento, el elemento de la policía entregará un citatorio al 

presunto infractor, dicho documento contendrá cuando menos lo 

siguiente: 

l. Escudo de la ciudad y folio; 

II. La delegación y número del juzgado que corresponda, el 

domicilio y teléfono del mismo; 

III. Nombre, edad y domicilio del presunto infractor, así como 

los datos de los documentos con que los acredite: 

IV. Una relación de los hechos de comisión de la presunta 

infracción, que comprenda todas y cada una de las 

circunstancias de tiempo, modo, lugar, así como cualquier 

dato que pudiera contribuir para los fines del procedimiento: 

V, Nombre y domicilio de los testigos, si los hubiere: 

~·-1.~·~)i.'.) CON 
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VI. Fecha y hora en que se efectúe la entrega del citatorio y el 

señalamiento de que el presunto infractor contará con un 

término de 48 horas para presentarse al juzgado; 

VII. La lista de los objetos recogidos en su caso, que tuvieren 

relación con la presunta infracción; 

VIII. Nombre, número de placa o jerarquía, unidad de adscripción 

y firma del elemento de la policía, así como, en su caso, 

número del vehículo; 

IX. El apercibimiento de que podrá ser presentado para el caso 

de incumplimiento; y 

X. En el reverso, llevará impreso los artículos 8º y 9° de la 

presente ley. 

El citatorio se deberá llenar por triplicado, entregando el original 

al presunto infractor, una copia que conservará el elemento de la 

policía y otra que entregará al juez, acompañada, en su caso, de los 

objetos a que se refiere la fracción Vll de este artículo. 

Cuando el presunto infractor no acreditare su nombre y domicilio 

con documento fidedigno, el elemento de la policía procederá a su 

inmediata presentación ante el juez correspondiente. 

En este sentido, y dentro del supuesto específico de la 

comparecencia. debe de existir una denuncia de hechos, misma que 

tiene que cumplir con lo previsto en el artículo 16 constitucional, por 

··-··-~--··----~·-----. ---- . ·--1 'i" i' . .' ¡ i:; ;1 ~ (.·· \ :.\ i 
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lo que los requisitos indispensables para su constitución, atento a los 

lineamientos jurídicos de los Juzgados Cívicos, se verificará de la 

siguiente manera: 

En caso de denuncia o queja de hechos constitutivos de presuntas 

infracciones, el juez considerará los elementos probatorios o de 

convicción que se acompañe y, si lo estima motivado, girará citatorio 

al denunciante o quejoso y al presunto infractor, con apercibimiento 

de ordenar su presentación, por medio del elemento de la policía, si no 

acuden en la fecha y hora que se señale. 

Dicho citatorio será notificado por un auxiliar del juzgado, y 

deberá contener, cuando menos, los siguientes elementos: 

l. Escudo de la ciudad y folio; 

2. La Delegación y el número del juzgado que corresponda, 

el domicilio y teléfono del mismo; 

3. Nombre y domicilio del presunto infractor; 

4. Una relación de los hechos de comisión de la presunta 

infracción, que comprenda todas y cada una de las 

circunstancias de tiempo, modo, lugar. así como cualquier 

dato que pudiera contribuir para los fines del 

procedimiento: 

5. Nombre y domicilio del denunciante o quejoso: 

---··-·:----:;-~-~(ií;¡ ... ·- -1 
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6. Fecha y hora para la celebración de la audiencia; 

7. Nombre, cargo y firma del auxiliar del juzgado que 

efectúe el citatorio; y 

8. En el reverso llevará impreso los artículos 8º y 9° de la 

presente Ley. 

Para el caso de los menores de edad, la citación al presunto 

infractor se hará por sí mismo, o por medio de quien ejerza la patria 

potestad, la custodia o la tutoría, de derecho o de hecho. 

Ahora bien, si el juez considera que la denuncia o queja no aporta 

ni contiene elementos suficientes que denoten la posible comisión de 

una infracción, acordará la improcedencia de la denuncia, expresando 

las razones que tuvo para dictar su determinación, de la que se 

tomará nota en el libro respectivo. Asimismo, para el caso de que el 

presunto infractor no cumpla con el citatorio que le hubiese sido 

notificado, el juez librará orden de presentación en su contra, la cual 

será ejecutada por un elemento de policía. 

Los elementos de la policía que ejecuten las órdenes de 

presentación. deberán hacerlo sin demora alguna, haciendo 

comparecer ante el juez a los presuntos infractores a la brevedad 

posible, observando los principios de actuación a que están obligados. 
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En tanto se inicia la audiencia, el juez ordenará que el presunto 

infractor sea ubicado en la sección de personas citadas, excepción 

hecha de las personas mayores de 65 años, las que deberán 

permanecer en la Sala de audiencias. 

Cuando el presunto infractor se encuentre en estado de ebriedad o 

bajo el influjo de estupefacientes o sustancias psicotrópicas o tóxicas, 

el Juez ordenará al médico del juzgado que, previo examen que 

practique, dictamine su estado y señale el plazo probable de 

recuperación, que será la base para fijar el inicio del procedimiento, en 

tanto se recupera. será ubicado en la sección que corresponda. 

Tratándose de presuntos infractores, que por su estado físico o 

mental denoten peligrosidad o intención de evadirse del juzgado, se 

les retendrá en el área de seguridad hasta que se inicie la audiencia. 

Cuando el presunto infractor padezca alguna enfermedad mental, 

a consideración del médico del juzgado, el juez suspenderá el 

procedimiento y citará a las personas obligadas a la custodia del 

enfermo y a falta de éstos, lo remitirá a las autoridades de Salud o 

Instituciones de Asistencia Social competentes del Distrito Federal, 

que deban intervenir, a fin de que se proporcione la ayuda asistencial 

que se requiera en cada caso. Cuando el presunto infractor no hable 

español o sea sordomudo se le proporcionará inmediatamente un 

FALLAD~ UHlG~N 
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traductor, sin cuya presencia, el procedimiento administrativo no 

podrá dar inicio. 

Cuando comparezca el presunto infractor ante el Juez, éste le 

informará del derecho que tiene a comunicarse con persona de su 

confianza para que le asista y defienda. 

Si el presunto infractor solicita comunicarse con persona que le 

asista o defienda, el juez suspenderá el procedimiento dándole al 

efecto las facilidades necesarias y le concederá un plazo que no 

excederá de 2 horas, para que se presente su defensor o persona que le 

asista. En caso de que no cuente con defensor o persona de su 

confianza, se le nombrará un defensor de oficio. 

El Juez hará remisión al Ministerio Público de los hechos de que 

tenga conocimiento con motivo de sus funciones y que puedan 

constituir delito. 

En suma, las anteriores son los presupuestos necesarios, que se 

contemplan dentro de la Ley de mérito, para dar inicio al 

procedimiento administrativo ante los juzgados cívicos, así como los 

lineamientos a seguir de verificarse tales supuestos, lo que obligaría a 

desarrollar el Riguiente acto procesal ante la autoridad cívica, misma 

que es la audiencia y que a continuación estudiaremos. 

_v .. --~;~7:·;:::·;)~.T~ 
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3.5 DE LA AUDIENCIA. 

Por lo que atañe a ésta, debemos precisar que, es el acto procesal 

mediante el que se resguarda el derecho de exponer, reclamar o 

solicitar algo por las partes en conflicto, y con lo que se da 

cumplimiento a lo preceptuado por la fracción II del artículo 14 

Constitucional, lo cual es también un principio general del derecho, en 

el sentido de que nadie puede ser privado de la vida, libertad o de sus 

propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante 

los tribunales previamente establecidos, en que se cumplan las 

formalidades esenciales del procedimiento, con lo que se vigila la 

imparcialidad del proceso, además de garantizarse la impartición de 

justicia. 

Dentro de este contexto, el procedimiento que se desarrolla en los 

Juzgados Cívicos, tiene la calidad de sumario. toda vez que lo que se 

pretende por el legislador, es que en una sola comparecencia se pueda 

solucionar la controversia planteada. Luego entonces. el 

procedimiento será oral, público o en su caso privado, cuando el Juez, 

tomando en consideraciones las especiales particularidades del 

asunto, así lo determine: y se realizará en forma expedita sin más 

formalidades que las establecidas en la propia ley en comento. 
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Asimismo, en caso necesario, se podrá efectuar una segunda 

audiencia para la presentación de nuevas pruebas o de no ser posible, 

en ese momento desahogar las aceptadas. Por lo tanto, el juez 

suspenderá las audiencias y fijará día y hora para su continuación, 

dejando en libertad al presunto infractor, apercibiendo a las partes 

que de no presentarse, se harán acreedoras a alguno de los medios de 

apremio que señala el artículo 70 de la propia Ley. 

Las actuaciones se deberán anotar en el libro respectivo, en casos 

excepcionales, el juez levantará las actas circunstanciadas que 

proceda, al iniciar la audiencia, el juez verificará que las personas 

citadas se encuentr.en presentes; si lo considera necesario dará 

intervención al médico del juzgado quien determinará el estado físico 

y en su caso el mental de aquéllas. Asimismo, el juez verificará que 

las personas ausentes hayan sido citadas legalmente. 

En los casos de flagrancia que ameriten la presentación inmediata 

del presunto infractor, la audiencia se iniciará con la declaración del 

elemento de policía que hubiese practicado la detención y 

presentación o con la lectura de la boleta de remisión respectiva, con 

lo que se deberá justificar la presentación, si no lo hace, incurrirá en 

responsabilidad, en los términos de las leyes aplicables y se ordenará 

la inmediata libertad del presentado. 

TESIS CON 
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En el caso de infracciones flagrantes que no ameriten la 

presentación inmediata, la audiencia se iniciará con la lectura de los 

datos contenidos en el citatorio que obren en poder del Juez. 

Tratándose de denuncias de hechos o de quejas de vecinos, la 

audiencia principiará con la lectura del escrito de denuncia o de la 

queja, si lo hubiere, o con la declaración del denunciante o quejoso si 

estuviere presente, quien en su caso, podrá ampliarla. 

Si después de iniciada la audiencia, el presunto infractor acepta la 

responsabilidad en la comisión de la infracción imputada tal como se 

le atribuye, el juez dictará de inmediato su resolución. Si el presunto 

infractor no acepta los cargos, se continuará el procedimiento. Atento 

a lo establecido por el artículo 38 de la Ley de mérito, se continuará la 

audiencia con la intervención que el juez debe conceder al presunto 

infractor para que manifieste lo que a su derecho convenga y ofrezca 

pruebas por sí, o por persona de su confianza o por conducto de su 

defensor. 

En tal virtud, para comprobar la comisión de la infracción y la 

responsabilidad de 1 presunto infractor, se podrán ofrecer todas las 

pruebas que no sean contrarias a la moral o al Derecho, igualmente el 

prPsunto infractor podrá ofrecer pruebas en los mismos términos. El 
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juez aceptará o rechazará las pruebas ofrecidas, de conformidad con lo 

preceptuado por el artículo 18 de la propia Ley. 

Como ya lo establecimos anteriormente, si fuere necesaria la 

presentación de nuevas pruebas o de no ser posible en ese momento 

desahogar las aceptadas, el Juez suspenderá la audiencia y fijará día 

y hora para su continuación, dejando en libertad al presunto infractor, 

apercibiendo a las partes para el caso de no presentarse, se harán 

acreedores a alguna de los medios de apremio, establecidos en el 

artículo 70 de la Ley en cita. 

Si el presunto infractor no concurriera a la misma, el juez podrá 

librar orden de presentación inmediata, para el efecto de notificarle la 

resolución que se dicte, en el caso de que resulte responsable. 

8.6 DE LA REsoLUCIÓN. 

Concluida la audiencia, el juez de inmediato examinará y valorará 

las pruebas presentadas y resolverá si el presunto infractor es o no 

responsable de las infracciones que se le imputan y la sanción que en 

su caso, imponga. debiendo motivar y fundar su determinación 

conforme a esta Ley, así como a los demás ordenamientos aplicables. 
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El juez determinará la sanción aplicable en caso concreto, 

tomando en cuenta la naturaleza y las consecuencias individuales y 

sociales del infractor y los antecedentes de éste. En todo caso al 

resolver la imposición de una sanción, el juez apercibirá al infractor 

para· que no reincida, haciéndole saber las consecuencias sociales 

jurídicas de ·su conducta. 

Emitida la resolución, el juez la notificará inmediatamente y 

personalmente al presunto infractor y al denunciante, si lo hubiere y 

estuviere presente. 

Si el presunto infractor resulta no ser responsable de la infracción 

imputada, el juez resolverá en ese sentido y le autorizará que se 

retire. Si resulta responsable, al notificarle la resolución el juez le 

informará que podrá elegir entre cubrir la multa o cumplir con el 

arresto que le corresponda: si solo estuviere en posibilidad de pagar 

parte de la multa, se le recibirá el pago parcial y el juez le permutará 

la diferencia por el arresto, en la proporción que corresponda a la 

parte no cubierta, subsistiendo esta posibilidad durante el tiempo de 

arresto del infractor. 

Para la imposición de la sanción, el arresto se computará desde el 

momento de la presentación del infractor. Para el caso de que el 

infractor haya sido sujeto de presentación y opte por el pago de la 
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multa, se hará la deducción proporcional al tiempo transcurrido, 

desde su presentación hasta la notificación de la resolución. 

Las personas a quienes se les haya impuesto una sanción, podrán 

hacer valer la revisión administrativa ante el propio juzgador, dentro 

de las 48 horas siguientes a la notificación personal, pudiendo 

solicitar la suspensión del arresto hasta en tanto no se resuelva la 

revisión de manera definitiva. El juzgador resolverá este aspecto de 

inmediato y remitirá a la Consejería el recurso, su informe y la 

resolución de suspensión que hubiese dictado en un plazo de 72 horas. 

3. 7 DE LA SANCIÓN • 

Tal y como lo establece el artículo 21 constitucional, compete a la 

autoridad administrativa la aplicación de sanciones por infracciones 

de los reglamentos gubernativos y de la policía, lo cual es indicativo de 

la potestad de la Administración Pública para la debida imposición de 

sanciones en su ámbito específico de aplicación. 

Ahora bien, de las disposiciones constitucionales anteriormente 

enunciadas. se desprende una aparente Jimitante de la potestad 

sancionadora de la autoridad administrativa, al preceptuar que Ja 

misma, sólo podrá consistir en arresto hasta por 36 horas, dejando 
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totalmente de lado la clausura, el decomiso y la cancelación de 

licencias como tipos de sanciones comúnmente utilizados por ésta. 

A este respecto, la Suprema Corte de Justicia ha establecido que 

el artículo 21 Constitucional, no pretende limitar las clases de 

sanción, sino únicamente separar su competencia en materia de 

ilícitos. Es decir, que al ámbito penal le debe corresponder al Poder 

Judicial, en tanto que las infracciones cívicas o administrativas 

corresponderán al Poder Ejecutivo. 

Así, para Hans Kelsen, la sanción es un elemento diferenciador 

entre la regla de derecho y la moral; y su contenido es un acto coactivo 

dirigido al individuo que pueda violarla, amenazándolo con infringirle 

un daño o carga que puede consistir según la gravedad de la falta, 

desde un simple forzamiento a reparar el perjuicio causado o la 

imposición de la multa, hasta la privación de la libertad o de la vida 

misma. 39 

Por lo que en términos generales podemos considerar la sanción 

administrativa, como el castigo que aplica la sociedad a través del 

Derecho, en virtud de las violaciones o quebrantamientos de los 

ordenamientos administrativos, pretendiendo con esto asegurar el 

39 Cfr. KELSEN, HANS. Derecho Administrpt1uo, primer curso, 2" edición, Editorial Harla, 
Mexico, 1994, págs. 307 y 308. 
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cumplimiento de los deberes que tienen los ciudadanos con respecto a 

la sociedad. 

Dentro de este contexto, resulta que son diversos los criterios que 

pueden ser utilizados para clasificar las sanciones; dentro de los 

cuales tenemos aquel que atiende al tipo de castigo que se impone y 

conforme al cual el mismo, puede ser corporal, patrimonial o privativo 

de derechos. 

Igualmente, se considera el criterio que atiende a la autoridad que 

los impone. En este sentido, las sanciones pueden ser administrativas 

o judiciales, o bien, aquel que toma como referencia la rama del 

derecho de la cual se desprende la norma violada; criterio que las 

distingue en sanciones administrativas, penales, internacionales, etc. 

Luego entonces, y no obstante que ésta última clasificación es la 

más aceptada, tiene el inconveniente de reconocer tantas clases de 

sanciones como disciplinas jurídicas especiales vayan surgiendo, lo 

que, nulifica la utilidad practica de este criterio. 

Sin embargo, es innegable que la existencia de la sanción en todo 

orden jurídico. por parte de aquellos a quienes está dirigida por lo que 

hasta la fecha no se pone y creemos que ni se pondrá en tela de juicio 

su indisoluble• coexistencia con la disciplina del derecho. 
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Por otra parte, la gran variedad de sanciones que existen de 

manera expresa dentro de nuestro sistema jurídico, hacen dificil su 

comprensión atendiendo a un solo género, toda vez que aún cuando 

únicamente se observe una diferencia de grado entre ellas, en cuanto 

que representan un daño para el infractor, y que su propósito sea la 

salvaguarda de un orden jurídico, son tan distintos los casos concretos 

que las puedan originar, que resulta igualmente dificil su relación. 

Bajo tales criterios y por lo que se refiere a las sanciones 

contenidas por materia de infracciones a la Ley de Justicia Cívica 

para el Distrito Federal, tenemos las siguientes: 

l. Amonestación, que es la reconvención, pública o privada, que 

el juez haga al infractor: 

JI. Multa, que es la cantidad de dinero que el infractor debe de 

pagar a la Tesorería del Distrito Federal y que no podrá 

exceder del equivalente a 30 días de salario mínimo al tiempo 

de cometerse la infracción: y 

III. Arresto. que es la privación de la libertad por un periodo 

hasta de 3G horas, que se cumplirá en lugares diferentes de 

los destinados a la detención de indiciados, procesados o 

sentenciados. 

Las s¡-¡nciones señaladas en las fracciones JI y JII, podrán ser 

conmutadas por amonestación en la forma prevista en este 

ordenamiento. 
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En este sentido, las infracciones reguladas dentro de la Ley en 

estudio, atento a lo preceptuado por el artículo 9°, son las siguientes: 

l. De la fracción I a la VI con multa por el equivalente de 1 a 10 

días de salario mínimo o con arresto de 6 a 12 horas; 

II. De la fracción VII a la XIII, con multa por el equivalente de 

11 a 20 días de salario mínimo o con arresto de 13 a 24 horas; 

y 

III. De las fracciones XIV a la XXI, con multa por el equivalente 

de 21 a 30 días de salario mínimo o con arresto de 25 a 36 

horas. 

s.e DEL PROCEDIMIENTO CONCILIATORIO. 

En términos generales podemos establecer que, la conciliación es 

una institución de amplia aplicación jurídica en la actualidad, misma 

que en palabras del maestro Rafael De Pina, se puede definir como: 

"Acuerdo celebrado entre quienes se 
encuentran ante un conflicto de intereses, con 
objeto de evitar un juicio o poner rápido fin a 
uno ya incoado (sin correr todos los trámites 
que, en otro caso, serían precisos para 
concluirlo). 



En nuestro proceso del trabajo, la 
conciliación constituye un trámite previo al 
arbitraje. "40 
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Dados los criterios expuestos con anterioridad, se puede precisar 

que la conciliación es tanto el acto procesal que se lleva a cabo ante un 

Juez, como el resultado de un acuerdo amigable entre las partes. Por 

lo que, se dice que ha habido conciliación cuando se ha obtenido un 

acuerdo que pone fin a un conflicto de intereses. 

A este respecto, el maestro Jorge Alberto Silva,41 considera que es 

un medio que con el solo hecho de pronunciar esa palabra produce un 

efecto favorable para .la solución de un conflicto de intereses cuando se 

está frente a tal caso. Es una de las formas más antiguas de 

solucionar controversias. A diferencia de otros medios 

autocompositivos de solución, en la conciliación el tercero asume un 

papel más activo, consistente en proponer a las partes, alternativas 

concretas para que resuelvan de común acuerdo sus diferencias. En la 

conciliación se requiere la proposición de fórmulas por parte del 

tercero extraño para que las partes solucionen su conflicto. Así, el 

conciliador no sólo se encarga de ayudar a las partes a solucionar su 

conflicto, sino que además, les propone la forma de solucionarla. 

"'Di:: PINA RAFAEL, op. cit. pág. 178. 
" Cfr. 511.\'A, )ORl;r i\LBERTu. Arb1tra1<' Comercial l11temacio11al e11 México. Pereznieto Editores, México, 
1994, pág. B. 



Ahora bien, para el jurista Rafael Caldera: 

''La conciliación es el acercamiento de las 
partes para discutir amigablemente el 
problema y tratar de llegar a un acuerdo de 
acercamiento, que se realiza generalmente 
ante personas y organismos ya establecidos 
oficialmente, o bien compuestos 
voluntariamente por las partes. "42 
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Bajo tales argumentos, tenemos que la Ley de Justicia Cívica 

para el Distrito Federal, en sus artículos conducentes prescribe lo 

siguiente: 

Artículo 51. - En los casos a que se 
refieren los párrafos tercero y cuarto del 
articulo 9º de esta Ley, siempre que las 
partes así lo consientan, el procedimiento 
conciliatorio se tramitará de 111a1ie1·a 
inmediata. El Juez. antes de dar inicio al 
procedimiento celebrará en presencia del o 
de los presuntos infractores, así como de la 
parte ofendida, una audiencia de conciliación 
oral en la que procurará el avenimiento de 
los interesados. De llegarse a éste, se hará 
constnr por escrito el acuerdo logrado sin 
que proceda in aplicución de sanción alguna . 

.. , Citado por TENA SLIC1', RAFAEL, y ITAl.0 MORAi.ES Huno. Derecho Procesal del Trabajo, s• 
ed!C'ión, Editorial Trillas, Mex1co, 1991, pag. 151 



Para Ja comparecencia de las partes 
interesadas, el juez podrá citar para fines de 
Ja conciliación en Jos términos del artículo 22 
de esta Ley. 

Artículo 52. - El convenio de conciliación 
puede tener por objeto: 
I. La reparación del daño: 
II. No reincidir en conductas que den 

motivo a un nuevo procedimiento: o 
III. El otorgamiento del perdón. 

Artículo 53. - El juez podrá adoptar las 
medidas precautorias que estime pertinentes 
y necesarias para preservar el orden público, 
en tanto se substnnrie el procedimiento 
conciliatorio aquí previsto. Estas medidas se 
harán del conocimiento de los afectados en el 
momento de la aceptación que hagan de 
intentar la conci1iación. 

Artículo 54. - Para hacer cumplir sus 
determinaciones durante el procedimiento 
conciliatorio, el juez podrá aplicar las 
medidas de apremio a que se refiere el 
artículo 70 de esta Ü'.l'. ".n 
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Dentro de este contexto. tenemos que aplicando los criterios 

elementales anteriormente vertidos en relación con la conciliación, y 

4' Leude Justicia Cfp1ca para el Distrito Federal, Compilación de Le.ves dtl Distrito Federal. 
México, 2002, cd-rom. 
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fundamentalmente por las disposiciones normativas contenidas 

dentro de la Ley de Justicia Cívica, el Juez Cívico, tiene las más 

amplias facultades para que en ejercicio de su competencia pueda 

tratar de avenir a las partes en los conflictos entre ellas suscitados, 

atendiendo desde luego, al caso concreto. Por lo que podemos concluir, 

que el procedimiento conciliatorio, contenido dentro de la Ley en 

estudio, representa sin lugar a dudas parte importante en la 

Administración de Justicia Cívica, por lo que el mismo, debería de ser 

ordenado de oficio, atendiendo desde luego, al propio sentido de la 

Ley. 
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CAPITuL04 

EsTUDIO ESPECIFICO DE LOS ALCANCES SOCIALES DE LA JUSTICIA CMCA 

Y SU INCON6RUENTE SISTEMA DE RE6ULACIÓN Y SANCIÓN NORMATIVA 

4. 1 EJ. ESTADO Y GOBIERNO COMO ENTES RECTORES DE LA SOCIEDAD. 

Partiendo de la premisa de que el Estado se puede conceptualizar 

como la organización jurídica de la sociedad, mediante un poder de 

dominación que se ejerce en un determinado territorio, podemos 

establecer que el ente jurídico denominado Estado, se integra por tres 

elementos fundamentales como son la población, el territorio y el 

poder o gobierno. 

Ahora bien, en la actualidad el sistema jurídico del Estado 

mexicano, se integra por el conjunto de leyes constitucionales y 

ordinarias vigentes. que regulan la creación y el funcionamiento de las 

instituciones públicas bajo el denominado Sistema Federal. Así, el 

Estado Federal Mexicano se compone por estados miembros unidos en 

una Federación establecida según nuestra Constitución, en tanto que 

el pueblo puede ejercer su soberanía a través de los Poderes de la 

Unión. así como por los Poderes de los Estados. 
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En este sentido, y atento a lo preceptuado por el artículc 40 

constitucional el Estado mexicano, se encuentra constituido en una 

República representativa, democrática y federal, compuesta de 

Estados Libres y Soberanos en todo lo concerniente a su régimen 

interior, pero unidos a una Federación, constituida según los 

principios de nuestra Constitución Política. 

Dentro de este contexto, podemos asegura::- que e~ ideal de toda 

sociedad organizada, es tener normas justas que puedan satisfacer 

sus apremiantes necesidades y resolver las aspiraciones de todas sus 

c~ases sociales según sus ideologías y propias valoraciones. Por tantc, 

siendo el bien público el fin primordial que persigue el Estado, resulta 

obvio que el beneficiario es el conjunto de ciudadanos que habita en el 

tern<:c::-io del propio Estado, es decir, los individuos que se encuen~!"ar: 

e:'. e: ter!"itorio nacional con la limitante de que el bien público que 

persigue un Estaáo, no debe invadir la esfera de accié:'.1 de ocros 

~sta8oE' sobe::-anos. en atención a: m..::·.w respet::i cue á.ebe ::!"eva:.ece!" 

e:--:::-.e ~as Nac:cnes. ya que las cordiales relaciones ent!"e ellas traer. 

a;iarejada una mejer obtención del bien común en genera!. 

En este sentid:i, la doctrina ha coincidido en que e~ ni.e;:, común se 

encuentra integra¿o por tres elementos formales, estudiánciolos de la 

B1¡;uien~e rr..ar:e:-H 
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En prime!' lugar se encuentra el orden y la paz, mismo que tiene 

u::;. doble aspecto (interno e internacional), este elemento del bier. 

público, es una necesidad derivada del egoísmo de los seres humanos 

que los lleva a luchar entre sí por la obtención de bienes materiaies, y 

si. :.ai aconteci::rrien'~o no fuera moderad.o pcr e~ Estado se ~lé¡;a!'i.a c. i& 

anarquía. La actividad estatal se encamina a la consecuciór.. de este 

eiement:i, io cual se refleja en la creación del orden jurídico que es un 

conjunto de normas que habrán de regir la actividaó de ~ce 

particulares y de estos con el Estado, formuladas de acuerde con ios 

principios de justicia y para su observancia cuenta con el apoyo de la 

.~8!" ~uanto hace al segundo eleme:-it~ formal del 'oi.2~: pú·.c:.>cc. i;. 

:i::i::r,na jt:ríd1ca sueie atribuirle ia actividad que realiza e: 3s:ado 

o·.;.e se e:.-1c·..ientra dirigida a coordinar ia actuación de i:is pa!'~icuiares, 

PG!' elic. es necesario que el Estado intervenga coorG.i::i.ar,¿_o la 

a::·::v::.a::: ir:.:Lv:ciual de tal manera q·Je se rea'.ice en forrrd'. ar::r,.6:-.. ::a. 

¡;_y·Md.a y pa~ excep:16:: la sup:enc:F. dl' laR activié..ad.er ¡;:y:.v<0.ias. :: c.:.:: 

q-.i2 en ocasiones los particularet. por s: mismos, no puede:~ reaLzar 

c1er:ar. fur:.cionpr; é-e interés general, y en estos casos ~a ay..:éa d.e· 
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Estado resulta indispensable, citando como ejemplo de este elemento 

a la beneficencia pública que se organiza de manera ci.irecta pcr ia 

actividad estatai, acudiendo en ayuda d.e los necesitados. 

Cabe señaiar c;.ue el bien público cuenta también cor. un aspecto 

material, siendo la materia del bien público el propio bien del Estado, 

considerándolo como una institución política, este bien comprende dos 

aspectos como son la existencia del Estado y su conservació:r.. El 

pr:.me!· as;iecta implica la defensa del Estado contra sus enemigos, que 

p·.ieci.e:-, ex~s~ir ya sea en su interior o en el. exterior. y ia cc:nserva::~:S:-. 

S'J.pc:::.s e_ ·cue:-_ Lmcionamiento cie su aparate adrr.~=--~c::-a:ivc y ~a 

e:x ... c··~ :.: .. ::'..E.. c.~ \lna san.a eco no mi.a estatal~ sir. em 'Jargo, e~ b~.eL: t:i_ ue 

pers:gt;.s e~ es:ado no constituye el fin en sí mismo de su act~viC.ad, 

s1:-1c que es e: medio para alcanzar el bien de los individuos que le 

!'crrrdc .. :-.. sier.do éste el fin del propio Estado. por lo que la r.lateria de: 

'"" ,. ·- ;e·..:: .. le: es~á constituida por la totalidad de los intereses 

...... s.:.:: .. a. p0Ce:7lGS conc~....:.:.~ q_·.;~ el Estad.e y s·..:.r, .:::--tz.:~ .. ~n o.e 

g:i'.J:er::-lc, sor, ;.os e!ltet> jurídicos que redondear,, u::ifi.car __ to:a1iza:-, y 

hac¿r: cu.lminar el orcien jurídicc, son las personas p:>r ex::s~e".'l::::a e:r. 

c-.la:-i~o G. q'..l.e sc!1. e: centre sup!'e~:: de i:r.putació:-; nor:::-_a'~;va, ::;i.:s se 

tvar,·_:.:e e:.""". f! :20:;.~~:-tt<J de aerP~n.(;'R y ob~1gacioner' q;_;.;:: ·~:.e:--;.e::-:. q_:..;.p 
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cumplir, sor: los entes que poseen el máximo a.e a'.;r~c·.:.:::;.:;~1.e¡; 

soberanas, pero también el máximo de deberes y responsabilidades. 

Por consecuencia, tales responsabilidades se centran en el beneficio 

colectivo mediante un sistema normativo, que necesariamente se tiene 

que ir renovando a la misma par que evoluciona la sociedad y sus 

especiales formas de conducta. 

4.2 El:. EN"W~O SOCliAL. Y LA E.XPiE:.CTATIVA DE M:iE.JOt.y.u-Y~~~-_g Er¡ 

LAS CONmcmNES DE VIDA. 

En con:::ordancia con los argumentos expuestos ante.".'ic:".'r.:i.en.te, 

poderr.os establece:- que en la actualidad el Distrito Fea.era~ e::i ~a 

c::.:.cia:. :::ás p:i!Jlaéa del mundc, situación és'.;a que invariabie::r:e:i.'.;e 

desarrolle~. a diar:o en nuestra urbe, así, reRc.'.ta se:'." ta.:~. ~i:vs este 

prob~e:!'la q:.i.e a'. de::ir del maestro Ar:rndor Ro:i!"[guez i_.::za:~ .. :: 

"ahora las metrópolis se han extendido 11 
todos los continentes, princip11/m('nte en lot:: 
países con menor desarrolk económico. En el 

e.t1 ..<JUB ~ivdade:: lE fut'rZh dt 1 trhba.fa q!-19 S€ 

despla.Z'i ha,0-:1!! e.fl!u:. k; ;'~'" :·:mvú.:rte Dí: una 
fuent!.: d!! confli~·to:: D:-;~/E?_;~::~ / /e:: JJ:Jr !:.!!:;~ 



que en la conformación de las grandes urbes, 
se ha traducido en la aparición de déficit de 
vivienda, empleo, educación y sanidad. Se 
desarrolla la actividad terciaria, 
particularmente el subempleo (comercio 
informa] o ambulante), y se trastorna 
globalmente la vida de la comunidad, no solo 
lo que integra la metrópoli sino la del país, 
porque se tiene que emplear recursos 
humanos y materiales de gran magnitud 
para solventar necesidades que nunca dejan 
de crecer f..} por ello, Ja búsqueda de nuevas 
soluciones para el gobierno y administración 
de grandes concentraciones urbanas, por 
parte de los paises que las padecen, se ha 
converúdo en un temá permanente y ab;'e1·tc 
a discusión. ''44 
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Bajo tales características, el entorno social de nuestra ciudac. 

resulta ser poco halagador, más aún si tomamos en consid.eracié:::. ·.;.r.. 

ma:-:-cc no:':'mativa deficiente, incongruente y anquilosado. ccmc le es la. 

:....ey 6.e J:.is':icia Cívica en vigor para el Distrito Federal, e:: ác:::.:i.s se 

req_·.:.iere urr,e:J.terr.ente actualizarla y dotaria de efec:'vid.a:i é.efL. 

sep:J.::-. le exp:::::d.remor. en los sigu~entes temae cie nuest:':'c ec':·J~:::: 

44 RODRlGUEZ LoZANO, AMADOR, El Constitucionalismo en las postrimerlas del Siglo )(X, Tomo 
V, Editorial UNAM, Mex1co, 1988, pág. 255 
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Ahora bien, siguiendo con los lineamientos del maestro Rodríguez 

Lozano, 46 podemos precisar que para ubicar con mayor claridaci el 

problema que una metrópoli como la nuestra ha llegado a tener. es 

neceGaric no vislumbrarlo en el mero análisis jurídico o político, al 

contrarie, es importante aproximarse al conocimiento de la sociedad 

capitalina, porque con él es posible dilucidar una serie de prcb:emas 

q·_;_e, cor::.o consecuencia de la gran migración del resto del. paí.s hacia 

el :Jistritc Federal se ha originado y agudizado. 

En este sentido, resulta que el crecimiento del Distrito Federal, es 

prod·J.cto de situaciones de orden económico, político y social, 

c:-1gi.:-.adas y estructuradas en el devenir histórico del país, mismas 

q:.;.2 ::;.ar.. provocarle en la actualidad ur.. sinnúmero de prc·:;:.err..ac c_·..ie 

es necesario recor.:Jcer a fin de apreciar las deformac~o::.es c:.:.e al. 

i'."',teri:.ir de la sociedad capitalina se están produciendo. 

En primer lugar, debe tomarse en cuenta que la concentración cie 

p:iblació'."', obedece a un profundo proceso de urbanización, en donde 

C:J::!: :: yF. io expusi:::;ios, ésta se ha debido al flujo poblacior..al. de las 

" Ibídem, págs. 263-267 
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Dentro de este contexto, ei problema más visible y ó.e maycr 

importancia en el Distrito Federal es el demográfico, porque es ca·.;.sa 

en última instancia, de las distorsiones y deficiencias que en materia 

de servicios públicos, contaminación, marginalidad, abasto y de 

finanzas tiene esta entidad, así como en las pautas de comportamiento 

del ciudadano. 

En ta: virtud, además de verse afectada la vida social, econé:::-~ica 

y política del Distrito Federal, también en el campo jurídico se 

reciente el efecto de la gran concentración urbana. Es~c se reüeja er, 

que las leyes y programas de desarrollo puestos en práctica por ~a 

administración en turno, pasan a ser obsoletos en un lapso corte, a. 

ser incapaces de prever el movimiento poblacional y las exigeri.cias que 

se trae consigo. Asimismo, esta problemática se enc::.e::-:.tra 

ci~rectamente relacionada con el aspecto político, dado c;ae es ~r: 

¡::roblema de democracia, es decir, de participación ciuciaci.ana c:o +:.a:. 

suerte que de muy poco podrán servir ios cam.bioB e:-, :.a!; 20:r.·.:.:'~.:ras 

j·Jrídicas si:-. la auténtica y real participación de los citLC.a:i.a:::i'.lS e:-. s·..:. 

[';'.l.:lierno. toda vez que la realidad ha demostrado que es necesario 

incorporar a la fuerza vecinal en la prestación de los serv~óo.s y er; le. 

s:i:ución de los retos derivados del crecimie:-,t'.l. 
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Atento a estos señalamientos, resulta indudable que el entorne ci.e 

la ciudad. de Méxiw, se encuentra directamente relacior:aci.c ce;:-, ~a 

cantidad d.e población y la posibilidad gubernamental de organizarla, 

normar:a y dotar~a de ... .e .,.. 
sa~1s1ac"'cren 

' . 1 . 
rn1n~mos que e per~:--~·:a:: 

ciese::vclverse adec·.iadamente. 

Sin lugar a dudas, estos satisfactores se encuentran reconocidos 

perfectamente por nuestro Estado de Derecho y su orden jurídico, toda 

vez que estos se caracterizan por su intervención crecien:e er_ ias 

activ:cia:ies económicas, políticas, sociales y culturales con un poo.er 

e~ec·.;::;_vc Í'.ler·~e. pero controlado, para coordinar y arm~miza..- :os 

ci.:VE:'SQS ic_tereses e.e una sociedad p~ural, red.istriouye!",ci.C :.as c;e:::.SS y 

se::-,:i::;~::ic e::. tr.:sca é.e la paz social. 

En síntesis, para que se pueda considerar con toda serieda:.i el 

rr_ejoramie:itc de las condiciones de vida para los habitantes de:: 

:=: stritc ?ederal. se tiene que implementar un prograrr.a inst~tucic::al, 

j .;::-:ó.::::o y económico que de forma integral haga posi::i:e el. ad.e.::;·.;:ad.c 

A.~-;:ira rner __ pe:- lo que respecta ;;_; árr.bito jurídico, c::::'. .. sidera:::-~cs 

q-_¡e e~ mejoramiento en las condiciones de vida para los :naó~can:es é.e~ 

:Jistrito Federal. se debe de fundamentar en la ac~·..:.a>.zac::::~. y 
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eficientizació:: de s·.;. marco jurídico interno, un marco jurid.icc que sea 

justo, equitativo, expedito, igualitario y por consecuencia sancionad.ar, 

tomando como premisa básica el bienestar social que como lo sabemos, 

representa la tranquilidad, la satisfacción que puede provocar e'.. v:v:.: 

en un ambiente de común solidaridad, de afanes semejantes, er.. 

sbtesis, la convivencia pacífica de los seres humanos y el propós:to 

estatal de proporcionar el mayor número de satisfactores a sus 

habitantes. 

4.3 REALlDAJ> Y PROYECCIÓN DE LA JUSTICIA Cf\fICA ANTE EL 

DESARROLLO SOCIAL. 

~·C~ ~ ,__ ~.e::-..:m vemao precisando durante ei desarrc~~c de 

n· ..... ec·:~c ~;'.'ata_¡: C..e ir:vestigaciór .. un satisfactor Oáo~:: d.s :~:.a 

sociedaci moderna, }o constituye su orden jurídico y dentro d.e és:e, l.os 

é.:.versos crd.enam1e~tos legales que serán aplicables al case ca::cre:c. 

E:i este sentido, dentro del Distrito Federal, se encuer.tra eCJ. v'..e;or 

una Ley que e! legislador denominó de Justicia Cívica. I!:isma que 

cuernos ier,:s:.a.:ivcs que satisfap:an sus requerirnier:':cc so:::~a .. ss y 
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Bajo tales características, es que consideramos, que la Ley de 

mé!"ito debe re:i:1.ir los extremos legales de todo cuerpo normativc, e:-. 

cuanto a su alcance y precisión hipotética, toda vez que ésta, a: s2::­

ger..eral, subjetiva y abstracta, se encuentra dirigida a ncrmar iE. 

conducta, que de manera positiva o negativa, puedan desarroliar los 

miembros de la sociedad. 

Por tanto, la Justicia Cívica, atento a los postulados de la 

ciogmática jurídica Oógico·jurídico), tiene efectivamente una válida y 

encomiable fonción jurídica y social, más aún si tomamos en cuenta la 

gran car.tidad poblacional que vive en el Distrito Federa: o bie:: :;:ue 

~!"a:-l.si:a e:-:. sü terr:.~orio. 

Dentro de este contexto, debemos manifestar también, que la 

realidad y proyección de la Justicia Cívica, como un mecanismo de 

cancié:i a determir.ado tipo de conductas, que por especial naturaleza 

n:: cc:1Stiwyen deli:o ni adquieren bs niveles de daño patrimon~a~ o 

mora:_ regulados en las disposicionec pena~ec e c:vi.~er. :ú:::2 e::-: 

cansecuer .. (::.c.. este..~ en armo:i.ía ccn tales cuerpos narrr1a::-... ~:;s :ia.:.~ ~\.:.e 

C.:)üga a cc:ls~dera~. el gracia de prepara:iér.. y actua .. :.z~.~:.:r-: e.e iDE 

jueces cívicos, quienes son bs encargad::is de encargar '.a Ley de 

re:"eve;,c:_a, ade:náG de revisar cuale>: s:ir. lac infracc1:mec aue hoy er. 
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día constituyen auténticos delitos, o bien pueden provocar lesiones, 

daños y perjuicios del orden civil. 

Asimismo, creemos que en la actualidad existen hechos sociales 

q'..i.e para muchos son fenómenos sociales (lo que implica que se les 

considere cm::o acontecimientos aislados y por lo mismo, no ~ornados 

er. cuenta por la norma jurídica), que deben ser insertad.es al catálogo 

de ir.fracciones cívicas, tales como los arrancones, cruce de ave::idas 

de alta densidad vehicular fuera de la zona peatonal o puente de 

acceso, ofrecer dádivas para la agilización de trámites, abordar y 

riescende:- del transporte público fuera de los lugares previamente 

G3 :?..s.J.atl~ü, e:~étera. 

Sn ta~ virtud, ~a proyección y realidad de la Justic:.a c:vica 6ebe 

de tomarse er. cuenta primeramente por el propio legislador, quien 

tie::e ia obligación y facultad a la vez de realizar las propuestas de 

re:c::-::',a normativa más benéficas a la sociedad, meciiante estu::.:.oc 

serios y de fondo que permitan establecer con toda exactit-.¡d, los 

iucar:.ces y efectcs jurídicos y sociales que se pretende::-, ca:-_ tales 

ei orden JUr'.dico se adecue a sancionar eficientemente e: ::i.e:.'.;c scc:.L, 

bP-:c ü.nr. :Jcsit:va actividad legisla~;.va 
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En igual sentido, nos sumamos a los criterios del maestr:; Arr.a:i.:ir 

Rodríguez, en el sentido de que hoy es necesaric que ~a c:.:.:.d.a:.a:::.1<::. 

participe de manera real con sus autoridades, respetando y haciend.o 

respetar las leyes, generando conciencia cívica en todos los lugares en 

que desarrollen o desenvuelvan en su vida diaria, situació::. ésta q:.1€ 

sin duda propiciará la sana convivencia pacífica entre tcdos íos 

miembros que conforman a la sociedad del Distrito Federal. 

4.4 CRÍTICA JURÍDICA AL SISTEMA DE REGULAClÓ~ }r' ___ !?J!!.B.~JQN 

!'iQ...~1ATI~~~ONTfilHDO EN EL CAPÍTULO lll DE LA tl.~T~Aik_~:'f'Qf: 

JIUSTIClA CiV'J_CA PARA EL DlSTIUTO FEDERAL. 

Para abordar el estudio del presente apartado consicierar.::os 

adec-..:ado es:abieccr que la regulación norrr.ativa la ubicare:r:.:rn ci.s:~ .. ·~r:::. 

del conjunto de normas jurídicas que de manera orci.e::,.aoa y 

s1s:e:natizaG.a todc cuerpo legal contiene en sí mismc. ;;n ta~ v'.r~:.:.ci., y 

,:;cr ic que respecta a la Ley cie Justicia C:.v:ca. tene:::.:::.:: ::;·;.e ec~;;_ 

reiaciór. cie preceptos normativos se encuentra:-. ex::;rec;;.::: s;~~s 

contenidos en el artículo 7° de la Ley de méritc. por le q·J.e para 

realizar una adecuada crítica a continua:::ió:- los transcribiremos· 

"Ar.'.>culc 7~ - Se comett' rnfracóón civica 

cuando la conducta tengll lugar en: 



I. Lugares o instalaciones públicas de uso 
común o libre tránsito, como plazas, 
calles, avenidas, viaductos, vías 
terrestres de comunicación ubicadas en 
el Distrito Federal, paseos, jardines, 
parques o áreas verdes: 

Il Sitios de acceso público, como mercados, 
centros de recreo, deportivos o de 
espectáculos; 

IIl Inmuebles públicos: 
IV, Medios destinados al servicio público de 

transporte; 
V. Inmuebles de propiedad particular, 

siempre que tengan efectos ostensibles 
en los lugares señalados en las 
fracciones anteriores: y 

VI Plazas, áreas verdes y jardinec, 
senderos. calles y avenidas interiores, 
áreas deportivas, de recreo o 
esparcimiento que formen partP de los 
inmuebles sujetos al reg1men de 
propiedad en condomin10, conforme a Jo 
dispuesto por Ja Ley de Ja materia. 
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?or lo que res~Je(:ta a la definiciér. de iof, lugares en los q._.e se 

pueden corr1ete~ a~tÚE tipo de inf~ac~:ón. cívi(!a. podemao es:a·::~.e:~~ 

gran importancia social, como lo son los hospitales (p..;.i:.iccn y 
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privados), los destacamentos de bomberos y centros de rescate. Es 

decir, como lo hemos enunciado con anterioridad, el Distrito Fecie.ra: 

a~ ser la ciudad más poblada del mundo, enfrenta serios problemas er. 

la utilización y empleo de la mano de obra, situación que obliga a grar. 

parte de la población a dedicarse a actividades denominadas 

terciarias, como lo son el ejercicio del comercio informal o ambulante, 

sienó.o el caso que dentro de las áreas que el legisiador omi.tiá y 

mencionadas con anterioridad, para nadie resulta ser u.::: secrete q·.i.e 

las mismas se encuentran invadidas por todo tipo de puestos fijos y 

semifijos que obstaculizan y obstruyen el tránsito vehicular, peatonal 

y de manera particular los servicios asistenciales y de emergenc:a q:.:e 

estos centros ofrecen, por lo tanto, creemos necesario que los lug-ares 

referidos se consignen de manera expresa dentro de la ley en comer..to, 

cc:nc lugares en los que se pueden cometer infracciones c:vicas. ~e cele 

per:r.itirá de primera mano, el que al estar despejadas es~as É.!'eac ~oc 

servicios tendrán reunidos los mecanismos asistenciales que s·; ~:-c:.,:;:2 

fi.::::.c;:í:::. ies demanda. además no corriendo el riesgo los traba1a::c:--ec 

qu :> los p~·es~an en arrollar a algún ciudadano al momento á.e prec~a" 

el servicio y por otra parte, no se prestará para que las autoridades al 

amparo de la ignorancia de quienes se dedican a esta actividad e"'-ó-

e::riquecirr:ier,to pa:rimonial de aquéllas y fomer.~an ia ~;-,_ccc2é'1a:~.c~a 

estricta de la Ley 
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Por todo esto, queremos expresar que pudiera considerarse que 

los lugares a ios que nos hemos referido, se encuentran contenió.cs de 

ma::;era general e!i. las seis fracciones del artículo 7º er, ccxe;-n::i. si:'.. 

embargo reiteramos, que a efecto de á.otar a la Ley de Jus:i.cia Cívica 

de realidad social y jurídica, nada implicaría el que se especificara el 

que estos lugares sean considerados por la propia importancia que 

tienen, expresamente dentro de la Ley y una vez hecho, se empiece a 

fomentar la cultura de respeto y seguridad que estos lugares 

. ·~ s1gnu1car.. 

El articule 8º de la Ley de Justicia Cívica para el Distrito Federal, 

Artículo 8~ - En términos del artículo 
anterior. son infracciones cívicas las 
siguientes: 
l Realizar expresiones o actos aislados 

que se encuentren dirigidos contra Ja 
dignidad de persona o personas 
detErminada1~. 

II Produclr o ca usar nú::/c:; po!· cu a }quier 
me.-iio qut' 110tonaN:!?nte atenten contra 
Ja trnnqulhdaá e ja salud de las 
pen:or:a::: 

.. L. On:-..ar e defe:::a._r en lugares no 
autorizados: 



IV. Arrojar, tirar o abandonar en Ja vía 
pública animales muertos, desechos u 
objetos no peligrosos para la salud de las 
personas; 
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Pudiera pensarse que dentro de las primeras cuatro fracciones del 

artículo en cita, se encuentran perfectamente regulados los extre;::ios 

a los que hace mención la hipótesis normativa, sin embaq:;o, 

consideramos que esto no acontece por lo que respecta a la fracció::-. I, 

toda vez que el legislador en la parte final del propio precepto, 

establece que para el caso de la infracción contenida en la fracció;,. que 

comentamos, solo se procederá a la. presentación inmedia.ta. del 

presunto infractor ante el Júez Cívicc o a la iniáa:::ión del 

procedimiento administra.tivo, a petición del ofendido. En este sentido, 

si cor.sid.eramos qi.;.e la fracción I, instituye como i:-1frac:::s:-: Fea..!izar 

expreshnes o actcs aisla.dos que SE encuentren dirigidos contra la. 

dignidad de persona o personas determinadas: podemos i::::ae-:nar que 

dentro de estas expresiones. pueden encontrarse generalme::'.:e ~a¡:; q_'..;.e 

estár. dirigidas contra mujeres e menores. tales corr:c Ja¡:; o_ue 

acontece:. en los servicios de transporte público o en ia ca:lE y :;.ue 

pueden ser aquellas que de manera verbal y en. for~a s:>ez sea:-:. 

creemos que el pr:mer párrafo ó.e ia parte f:.nac d.e~ a:!':~::~~~ 2º ci.2 ~a 
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Ley de referencia, además de hacer hincapié a la necesidad de que la 

presentación del presunto infractor sea a petición de pa!'te, :iabe 

agregar que para el caso de actos libidinosos o morbosos c;.ue a:.enter:. 

contra ia dignidad de persona o personas determinadas, que éstas 

tendrán en todo momento el apoyo médico o psicológico del organismo 

público, así como hacer especial mención que se procederá contra el 

inculpado en los términos de la presente Ley sin menoscabo de 

ejerc~tar ia acción penal correspondiente, mediante la presentación del 

infractor ante la autoridad del Ministerio Público, si taies actos 

pudieran ser constitutivos de delito. 

?or su parte, la fracción V establece: 

V. Permitir el propietario o poseedor de un 
animal que éste transite libremente, o 
transitar con él. si'n tomar las medidas 
de seguridad necesarias, de acuerdo con 
las características particulares del 
animal, para prevenir posibles ataques a. 
ofr¡¡:: personar. o ani:nalec. azuzarlo, e 
no contf'nerlo, e na recoger las heces 
fecales del animal. 

Al respecto, podemos establecer que e: tercer párra:'"c ci.e ~a ;::ar~e 

final del artículo eº de la Ley de Justicia Cívica en. estuC.l,C, est1ÜJ~ace 
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con ciaridad la improcedencia de la detención del presunto infractor 

aún en el caso de notoria flagrancia, aduciendo que para el caso de las 

infracciones contenidas dentro de las fracciones II a VI, del articu:c 8° 

dz la ~ey e:; comento, se procederá a la entrega de un ci':.a.tJri: a~ 

:oresuntc ir.fracto::-, para que se presente en el juzgaci.a que 

corresponda dentrc de las 48 horas siguientes. Baje tales ex':.::"e:-:::os, 

una vez más se deja ver la insensibilidad y poca prec:s::':::- c.·~2 e: 

legisiador tuvo al momento de regular este supuesto, toda vez que si 

tomamos como base que vivimos en la ciudad más poblada del mundo 

y que los problemas de inseguridad pública han cobracio dimensic:'.les 

de ve:-dad alarmar::tes y aún más, han rebasado la capacidad cie ios 

cv.e::-p0c ::;c~~:'.acJs, situación que ha provocado que el grueso de la 

c:.v_d.c.d.a~--:.~a. aci~·~iE~a animales can:.:1os para su p:-ote~c~::::~ s::-:. :_::~ .. :.s 

m':...i.~hJs de éstes sc:J. auténticos perros de ataque, no ::2s~ .... >:a:. 21c:~c.:?;.:: 

c:.Cr.ervar er. casi todos los puntos del Distrito Federal, personas que 

confiandJ e:-: el tel7'.peramento de tales animales deamb'J.1a::- ccr.-_ éstos 

sir: r.ingú:i cuidarle, lo que se debe de entender sir. :.r de::~_a::12::.te 

s·.ljetaci.on por cadenas o correas, no obstante traerlas consie;c e: 8.:;eñc 

:-:2 .. a:"_:::E. __ c::i:-:. i:: que es totalmente prerie:::ib!e q_~e ('"' :-::.:.5.::::-;i_ey 

rr..o:ne~~t: es:on ar .. ~males puedan se~ t:ti~izad.:n~ para c:;=:.2':12'" ass··~ar: 

iir,2~·c.., má~~ a·::.::-: si tomamos come eje mpio q_ue al m.ame ::-:::.:; Os ec·~E-~ 
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elaborando el presente trabajo de investigación, aparece er. los medios 

informativos una nota en el sentido de que un Policía Preventivc fue 

atacado por un canino a una orden recibida de su dueño, lo que denot.a 

la peligrosidad de estas conductas. 

Bajo tales extremos, consideramos que la fracció:", V en 

concordancia con el párrafo tercero de la parte final del artículo 8º de 

la Ley de Justicia Cívica, deben de ser reformados a ia brevedad 

tomando er. consideración que no pretendemos caer e;-, excesos de 

carácter prohi~itivos contenidos en las normas jurídicas. s:.::;.c con~.:i lo 

he:-r.cs propueEto, oue la Ley de Justicia Cívica sea rea~m2n'.:e eficaz y 

e:iciente a sancionar la conducta de la sociedad. Por tanto, c.si::e:ría O.e 

existir prohibición expresa a toda la ciudadanía para dearr.b:,;,~ar 

¡::úblicamente con animales caninos, sin encontrarse deb:da:n.er..:e 

s·..::stos ce:: la cadena o correa adecuad.a para el caso y siencic e~ caso 

u2 q_ 1J.e la au.toridF.:l. po'.icíaca sea preventiva. jud1cia~ e G.2 C'Ja~c:·..:'.e:­

íncioie, detecte a c•.ialquier ciudada:-:o sin o':Jservar ef.''.:-:c ;; s·:srsc d2 

c.L:l.a:io. procecien'. en los térrrjnos del párrafo :eres:-::: refe:rc:i.c .. 

sc:.ic:.:ánd:iie en el acto al ciudadano. el debido asegu!'arr,:er.tc d.e st.:. 

mascota, con ia intención de evitar cualquier tipo de lesié:-., da:"'..c e 

perjuicio que con este motivo se pudiera suscitar a la ci..:.ca~c.:-.~c. 
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Por lo que respecta a las fracciones, VI, VU, VIII, IX, X, 

particularmente consideramos que no requieren mayores ccmentar:os, 

sin embargo, tenemos la fracción XI, que a la letra prescribe: 

XI Invitar a la prostitución o ejercerla; 

Si interpretamos de manera literal esta fracción, no será di:ícil 

asegurar que esta supuesta infracción constituye, atento a ios 

extremos del Código Penal un auténtico delito, así, si fuera el case d.e 

que la invitación a la prostitución se dirigiera a un menor, se estaria 

cometienci.c el delito de corrupción de menores, si la ir..vitació::_ se 

;;.1c1era a u::1a pers:ma mayor de edad, se comete el de:.1:0 é.s trs.':;;. o.e 

personas y len::icir..io. es decir, la fracción en coment:i cc:::·:'.e:-.s jo: 

s..:.:;:·..:2st::s pr:i~j_bit'.vos a saber, la invitación a ejercer ia ::;rcff::.·~·..:.:::.:':::, 

ic que se debe entender, según su aplicación literal como la iD-v~tació::-. 

a e3ercer!a. lo que como ya lo manifestamos, es atento al caso concrete, 

l.::: delito según se desprende de los siguientes artículos riel Có:'..:gc 

?e:-.al para el Distrito Federal que a continuación se transcri::ie:-,: 

.. 1-.rt~'::ui:; 198 E1f: - ./.} que sabi!0nd:; qu:: 
padece una enfermedad ¡;rave en ve:iad:; 
infe:::tar;te. y sin quf.' la víctima u ofend;á:; 
tenga c:;nocimiento d::· esta circunstancia, 
ponga en peligro de contaf{lo la salud de otro, 



por relaciones sexuales u otro medio 
transmisible, se le impondrá de tres meses a 
tres años de prisión y multa hasta de 
cuarenta días multa. 

Si la enfermedad padecida fuera 
incurable se impondrá Ja pena de seis meses 
a cinco años de prisión. 

Cuando se trate de cónyuges, 
concubinarios o concubinas, sólo podrá 
procederse por querella del ofendido. 

ArtÍculo 200. - Se aplicará prisión de seis 
meses a cinco años o sanción de trescientos a 
quinientos días multa o ambas a juicio del 
juez: 
[. . .} 

11 Al que publique por cualquier medio, 
ejecute o haga ejecutar por otro, 
exhibiciones obscenas, y 

JI!. AJ que de modo escandaloso invite a 
otro al comercio carnal. 

En caso de reincidencia, además de las 
sanciones previstas en este artículo, se 
ordenará la disolución de la sociedad o 
emprese. 

No se sancionarán las conductas que 
tengan un fin de ini·esti¡mción o dfrulgación 
cientÍ!íco, artLc;tico o técnica. 

Art/::;,ila 2C.' - ::omNe el delito de 

corrupción &' menort'S, el que induzca, 
pro[·ure u obht:W' ti un menor de dieciochu 
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años de edad o a quien no tenga la capacidad 
para comprender el significado del hecho, a 
realizar actos de exhibicionismo corporal, 
lascivos o sexuales, de prostitución, de 
consumo de narcóticos, a tener prácticas 
sexuales, a la práctica de la ebriedad, o a 
cometer hechos delictuosos. Al autor de este 
delito se Je aplicarán de cinco a diez años de 
prisión y de quinientos a dos mil días multa. 

f. . .J 
Cuando de la práctica reiterada de los 

actos de corrupción el menor o incapaz 
adquiera los hábitos del alcoholismo, 
farmacodependencia, o se dedique a la 
prostitución, la pena será de siete a doce 
a1ios de "prisión y de trescientos a seiscientos 
días multa. 

Si además de los delitos previstos en 
este artículo resultase cometido otro, se 
aplicarán las reglas de acumulación. 

Artículo 207. - Comete el delito de 
lenocinio: 
l Toda persona que habitual u 

ocasionalmente explote el cuerpo de otra 
sin su const'ntimil'nto por medio del 
comercio sexual. s!' manten{[a de este 

com9rcic u obtenr:u d~' él un lucre 
cua.lquiern: 

JI. Al que induzc¡¡ a um: persona para que 
con otra ro111ercie sexutllniente con su 
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cuerpo o le facilite Jos medios para que 
se entregue a la prostitución, y 

IIl Al que regentee, administre o sostenga 
directa o indirectamente, prostíbulos, 
casas de cita o lugares de concurrencia 
expresamente dedicados a explotar Ja 
prostitución, u obtenga cualquier 
beneficio con sus productos. 
f...] 
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Como se desprende de los artículos en cita, la conci.ucta 

sancionada como infracción por la Ley de Justicia Cívica en su 

fracción XI, en ambos supuestos constituyen delito, por lo que la 

fracción deberia de ser adicionada, en el sentido de que tal conduc'.:a. y 

ateü¿_:e;--,.:;.::; a las especiales particularidades del caso concre'.:o. seri. 

constitutiva de delito, en consecuencia, se debe de reformar la fracciór. 

:= ciei artíc-..:.b 9º de la Ley de mérito, individualizandc ~a sanció::: ::. :.a 
fracciór: x= bajo los parámetros y en proporción a ics c.·.;.e nace 

referencia el Códigc Penal. 

XIII Consumir, injerir, inhalar. aspirar 
estupefacientes o psicotrópicos o 
eneri'antes o sustancias tóxicas: 

Iguales come::-::arios me~ece lt~. f~a2ci6:-- e::.. citE, tcd.a vr:.z. qu.s 2s:a. 

conducta tambiér. se encuent!'a ciebic.amen~e t1pifü:aóa co::::.c tleL::c e;.: 
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el Código Penal, concretamente en su artículo 171 Bis, que a la letra 

cii.spane: 

Artículo 171 Bis. - Comete el delito de 
utilización indebida de Ja vía pública: 
l El que utilice la vía pública para 

consumir, distribuir o vender sustancias 
ilícitas o para inhalar sustancias lícitas 
no destinadas a ese fin y que produzcan 
efectos psicotrópicos, sin perjuicio de lo 
dispuesto por otros ordenamientos 
jurídicos: para Jos efectos de este 
artículo, son sustancias ilícitas las así 
calificadas por la Ley General de Salud; 
y 

Las fracciones XIV y XV, establecen: 

XIV. Portar, transportar o usar, sin 
precaución, objetos o sustancias que 
por su naturaleza sean peligrosos y sin 
observar, en su caso, las disposiciones 
aplicables.· 

)(.71 ./JJrojar en la v18 piíblica desechoc, 
sustancias peligrosas para Ja salud de 
las personas o que despidan olores 
desagradables: 

Por lo que res~ecta a estas in:racciones, cree~,os que 2: l.e¡f.s:z.::::'.' 

debería. d.e se~ r.i.ác preciso al re:erirse a las s..istancias pe:.:e;rosas as' 
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como a su cantidad, toda vez que como lo sabemos pudiera pensarse 

que los extremos a los que hacen alusión las fracciones en cita, se 

refieren a sustancias peligrosas de uso doméstico, tal es el caso de 

petróleo, aguarrás, alcohol y algunas otras sustancias químicas, 

mismas que por sus especiales características y en can:j_d.ad.es poco 

signiñcativas, corr.o lo podrían ser galones de 20 lit:cs revister: 

especial peligrosidad, dependiendo del lugar en donde se tengan 

almacenadas. 

Por lo tanto, la fracción III del artículo 9º de la Ley de .I usticia 

Cívica, también debe de modificarse aplicando sanciones más severas, 

co~. :a ;.r..tención de evitar estas inadecuadas prácticas. Er, suma, 

cientrc de: siguiente apartado de nuestro trabaje de ir.vestigac;_:Sr., 

habremos de pro¡:;oner de manera concreta las mod:.f1ca::::c::-ec: c:·.;_e 

~<:.::-.:::: lc.s :r:fraccio,'1es contenidas ci.en~ro del articulo 8º C.e ~c. -:__.e7 :ie 

~ ·.is:ic:a Cívica requieren, así como las sanciones contenid.as para 

éstas en el artículo 9° de la propia Ley. 

Ce::: mayor claridad, podemos notar los incongruentes criter~os 

r.crr:_ativcs contenidos dentro de la ;:_,ey de Justicia Cívica de:::.tro ae: 
artículo 13 que a la letra prescribe: 

Artk:ulc 13. - Si las ae::icnes u omisionec 
en las cualec cont:isten lat: infracciones se 
hayan prevista.s en alguna otra disposición 



normativa, se aplicarán las sanciones 
establecidas en esta ley. 
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En tal virtud, tenemos que en estricto rigor todas las infracciones 

contenidas dentro de la Ley de Justicia Cívica en su numeral 8º, de 

alguna forma se encuentran reguladas dentro de los diversos 

ordenamientos aplicables en la materia, tal es el caso del Código Civil, 

Penal, Ley General de Salud, Ley de Equilibrio Ecológico, Ley Federal 

de Armas de Fuego y Explosivos, etcétera. Por lo que si aplica:nos 

c:irrectam2nte ias disposiciones del artículo 13 en cita, car2c2r~a e.e 

toda razón la existencia de la presente Ley de Justicia Cívica pa:ra el 

Distrito Federal, quedando por tanto la duda de si la Ley pretende o 

no sancionar conductas estrictamente cívicas, a lo cual habremcs de 

considerar que sí, es decir, atendiendo al caso concreto tenemos que 

ias infracciones y sanción a la Ley en estudio, efectivamente 

c:ms~itu.ye:"'. trans¡;resiones cívicas que además y dependienci.a de la 

magr..itud. de los daños o lesiones causados, se encue::-i':.ra::-.. re¡i;·.:.~ad.as 

dentro de los ordenamientos jerárquicamente superiores a és~a. po:-: J.a 

c·.:2 para especificar y delimitar correctamente la Ley de mér;tc, se 

debe::: ue adecuar ciertas reformas legislativas que lF. hagar, 

congruente en el fondo y la forma con la que se le pretende dotar de 

eficacia jurídica, atento a los argumentos que expondrerr..oG a 

contin uació::: 



4.5 PROPUESTAS DE REFORMA. A.L CAPÍTULO 11 DE LA. LEY M 

JUST!!Cil1'l. :Chfil·CA PARA EL DISTRITO FEDERAL. 

En consonancia con los argumentos que hemos expues~o en el 

a:;;artaci::: a::te~io:-, a continuación habremos de reaEza:r las 

Fro:;iuestas á.e Reforma que desde nuestro particular punto de vista, 

son necesarias para que la Ley de Justicia Cívica se armonice en sus 

disposiciones con los otros cuerpos normativos para el Distrito 

Federal, CO!llO lo son básicamente el Código Civil y el Código Penal, 

ce::-. la intención de que mediante su especialización y correcto árr.bito 

á.e a:;:!ica:::ón, se p:.ieda brindar a la ciudadanía un cuerpo normativo 

2.:::-c 2 co:~ r:·..:. reai.~2..aé. social, debiciamente estructurado y coordinad.e 

e::'. c.:an-~::: a s:.is alcances y efectos jurídicos. 

Así entonces, la primera reforma que se propone a la Ley de 

.; usticia Cívica para el Distrito Federal, es la adición de una fracció:r. 

v::=. por lo q:.ie el ar~ículo en comento, quedaría como sigue: 

"Ar~'ículo 7~ · Se comete infracción cívica 
cuando la conducta tenga lugar en: 

\/'T,:- fr •. '7:.Ue1:Jlq,c prJ.iJL:.cos y privadct:, 

destir..:;..:i:u: e; fo. atE1v::1:ó1•, mhd:foa. u 
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hospitG>larrfo, desftacaimentos tite 
bomberos y centros de rescate. 

Segunda reforma, artículo 8º de la Ley de Justicia Cívica para el 

Distrito Federal, se propone la adición de un segundo párrafo a la 

fracción I para quedar como sigue: 

Artículo 8~ - En términos del artículo 
anterior, son infracciones cívicas las 
siguientes: 

l Realizar expresiones o actos aislados 
que se encuentren dirigidos contra Ja 
dignidad de persona o personas 
determinadas. 

En los términos del párrafo primera 
de fo parte final del presente artfrufo., 
ía utct:.:rrr.c. ter¡.,c>··é. er.,.., Cca~c mor1-1~e1~i.-,;c tE ~ 

c.pay':J r-:.f.c:::-:,-:: e pc:~::,~:E.:~c qL~·E p;...~:iLq. 1,..~. 

re:¡uie:r:.", m.u;r.-.:: q1,.f l<E verá; fc;ciUCo..:l.:: 

por e~ Jiuzga.do Cic,tcc correspondiente 
Ademó.e de q1.u: Si'", menoscaba de tac 
sanciones irr.pueswc a•: infnictor er: le; 
presente Ley, se pod~·:i eje~·citar acciár. 
penal oi su.. con tn. pc.."'c, lo que el J1.Hi;:r 

Cturcc l-:1 po."1.d•·á :I d.,¡.~;L~:i~_:tciów. de k: 

' "j 

?r>~e:· párr2.L p;,~·:2 r.~::-i<é .. ar·~~:::·,;_: 8° 

~ey de ~ ·J.s:~cif:. ::'iv1cé.:.. 



En el caso de lo: fracción l, sófo se 
¡procederá a la presentación inmediato;, 
del presu.:ntG ir.fr!Il.crtc."' mnt01: el J!uez 
Civko o Oi la. ~nicfodán del. 
procedi;,mientc a.dmtrdsttratluo, c. 
petición del ofendido y cuando los 
hechos constitutivos hagan presumir al 
.J111,zga.C.or que son de delito, lo remitirá 
ante el Mínisterfo Público que 
corresponda. 
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Tercera reforma, fracción V, artículo 8º de la Ley de Justicia 

Cívica para el Distrito Federal. Se propone la modificaciór: de la 

redacción de la fracción en comento, además de adicionar un seg•mdo 

::;á~ra.fo a la misma para quedar como si¡>;ue: 

V.- Está estrictamente prohibida C1i. 

fo¡; propietarios o poseedores de un 
a;in.imo; '., que é;;te t ra.nsit,, libremente. o 

transitar con él. sin tomuc las med1da~; de 

seguridéid necesarúw. de acuerdo con las 

características pnrticuhires del nninwl, para 

preven1.r posible,: af!i:¡ue:: n otn1:: per:;~nws o 

recoger ll1s heces fecale:: dl'i nn1mal 

Cuadesq;,,nern. c.utoddad policiaca 
decndanient1! acr-t'·:.iW(L: d.¡:; Dietriec 
Federe.:, Ci11:·,e lrr. ci::¿1.r;J.ci:'Jr1 df soü.ctta.r 
el alJeg;.lramienta (Ú,; o .... , i~1,:;.: f.". <E·: c.ctc 



m.iema dle ser detecta.do. Si fuere el C(]JEJC 

(}!!ILe esta conducto; fo detectaran fos 
elementlos de la Policía Preventíva de fo 
Secreto:ríaJ, procederán ademós en loe 
térmtrwe del p ó;nro;fa tercero del 
ai:relcufo 8º de fo presen.te. Ley, 
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Cuarta Reforrr.a, fracción x=. Se propone la derogac:fr~ de eGtB 

f~acción) toda vez que la misma es considerada cot:lo ur.. de1.:~c pcr 

n-..J.estro Código Penal en vigor, resultando innecesario que se 

e:icuentre regulada dentro de la Ley de Justicia Cívica, 

fundamentalmente por los daños sociales que este ejercici.:; pG.ed.e 

c:2.s::::~.a:- y O'.-.e en esta razón deben de ser expresamente re¡:;·..:.~aios e::-.. 

.S~:r. err.ba::-¡p, y sabedores de'. prcble~a soc:.a~ que :--e·::-2ns::-;~¿ sn·~;; 

c.:~:·:~:a: y !es d:verscs factores que O.entre de ella incid.er ... pcc.e:'.' __ ::c 

:::ro.none~ o~ra opcién de reforma para que la fracción en est-.id.i:i queá.e 

ciebiciamente regulada. Por tanto, la segunda opción d.e re~c:-ma 

e::: eci.2.ria como sigve: 

X.'". 3je,rcer la prastitución ,fuera, die le.¡; 
(:..,,¡¡:,.rec :y honro;"'~'.'..'!'.' ex;¡; ¡r,~&a.in~r.~;-=, 



A. quien invite a otra persona. a 
ejercer la prostituctón., le será aplicab;ls 
fo dispu.esta por el Código Penal para et 
Distrito Federal er. vigor, teniendo fo. 

obligación el Jue:z Civwa de remitirlo 
ante la autoridad del Ministerio 
Público correspondiente. 
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Quinta Reforma, fracciones XIV y XV, artículo 8º de la Ley de 

Justicia Cívica. Se propone la modificación de la redacción en ambas 

fracciones, además de la adición de un segundo párrafo para quedar 

como sigue: 

XIV Está estrictamente prohibido para. 
los habitan.tes del Distrito Federal, 
portar. transportar o usar, sin 
precaución, objetos o sustancias que 
por su naturaleza sean peligrosos y sin 
observar. en su !'aso. las disposiciones 
aplicables: 
Cu,andc ta[es Gubsta.r~cía.s u objet:cc 

que po1r su peligrosi.dad,, se encuentrerc 

correspondientes serán competencia de 
la auto,·ídad del Mi1r,ist'E · w Público. Po .. 
lo que el .luez Cü•i'.:'c deberá. 1'emiti•·Lc 
ante c.qi...É :. be.): C'L mó.c. esr:rict::;, 

. ' . . 
recj;, e J"':wc :J. u L r., ~e~ a.:. 



XV. Está estrictamente prohibido 
arrojar en la vía pública desechos, 
sustancias peligrosas para la salud de 
las personas o que despidan olores 
desagradables: 
Pa.ra los efectos de esta fracción, se 

procederá en los mismos términos a las 
que alude el segu;1n.da párrafo de la 
fracción anterio,.., 
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Sexta Reforma, artículo 13° de la Ley de Justicia Cívica. La 

Reforma que se propone consiste en la modificación de la redacción del 

artículo de mérito para quedar como sigue: 

Artículo 13. - El J!ue;; Cívico, con base 
ellt su experiencfo y ba;ja su máe estdctc. 
respcmc:Róilí,da;d, dE:tE:rminaré. s1 lac 
acciones u omisiones que le son imputada§ 
al presunto infractor· san de las que se 
encuentran expresamente reguladac 
coma t01les dentro de la presente Ley, 
procediendo en consecuencia. c. s;., 
80!!11.Ci'.ór, 

fü ':a.s acciones u omrnioneE a juick 

01rcú!no;;%r;er.1toc ju.·~friicos, remtliiré. en el 

acttc a.~ proba:ble refl.p.:uu:c;bLe cuiee fo, 



presencia de la autoridad del Ministerfo 
Público. 

ISO 

A este respecto, consideramos que de quedar la redacción del 

artículo 13° tal cual hoy en día se encuentra, no tendría razón de ser 

la Ley de Justicia Cívica, toda vez que como ya lo comentamos el total 

de supuestos hipotéticos considerados como infracciones, se 

encuentran debidamente regulados dentro de la vasta gama de 

ordenamientos jurídicos que integran nuestro Derecho positivo. Por lo 

tanto, con la modificación que planteamos al artículo 13º, creemos que 

se permite la aplicación de la Ley de Justicia Cívica en su ámbito 

específico, y en los casos en que tales acciones u omisiones sean 

constitutiva de delito será la autoridad ministerial la competente para 

su conocimiento. 

Séptima Reforma, artículo 9 de la Ley de Justicia Cívica pa.rn ei 

Distrito Federal Para coordinar adecuadamente las refc!'mas 

propuestas a las fracciones contenidas dentro del artículo 8°, es 

necesario que se reformen las sanciones contenidas en el artículo 9º 

para quedar como sigue: 

Art/culo 9. Las infracciones establecidas 
en el artículo anterior se sancionarán: 



l. De la fracción I a Ja VI con multa por el 
equivalente de JO a 20 días de salario 
mínimo o con arresto de 12 a 18 horas. 
A juicio del Juzgador y por lo qr.u. 

respectJ!. o; la fraccí61r~ I, sí paT" lc..c 
especlrr.Les ca:ractertsttco:s die k. 
infra.cción fuera.n consideradas como 
graue&, el presunto responsable será 
puesto a disposición del Ministerio 
Público. 
Il De la fracción VII a la XJJJ, con multa 

por el equivalente de 2(} a 3() días de 
salario mínimo o con arresto de 24 o; s.~~ 

horas: y 

Fo," lo que respecte. a. le, fro;c:::ióT". X~~ 

seg:J.,"'. i:'J.c especie.lo; cc;~·c¡cterl~ti'cc.s lfÚ.: 

fr,/ra•ct:; ... y el iuga.,~ y hm•YJ. er. el q,'.J;~ e:: 
comete fo infracción, e[ J"uzga.dor baje 
tm más estricta responsabilidad deberé. 
remitirlo ante le. autodda.d mtnisCer~a.[ 
&t fuere proceden te. 
III De las frnccione; XIV ll Ja XXl', con 

multa por el Pqu1valentE de :J{J díac de 

salario minimo o con arresto de 36 

horé.D 
Si el infractor fuese jornalero, obrero, 

trabaja::'ar o n~ asala.riad:i. la mvltF 
méÍXÚiJa siempre sera ef equivalente 8. Ull QJB. 

de su jornal. salaria o m{{reso diana y 

tratándose de pl'rsonm: dl,sempleadas o sin 
ingreso:;, Ja 11wltii max1mn cerá. el 
equú·alente 11 un dú1 de s¡1Ü1rw mimmc La: 
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medios para la acreditación de estas 
condiciones deberán ser indubitables al 
arbitrio del juez. 

En Jos casos de las infracciones 
previstas en las fracciones 1, JI, VII, IX, XI, 
XVII y XVIII, sólo se aplicará la sanción 
prevista correspondiente de acuerdo con los 
párrafos precedentes cuando; habiéndose 
agotado el procedimiento conciliatorio 
previsto en el Capítulo IV de esta Ley, no se 
hubiere llegado a un acuerdo o éste no se 
haya cumplido. 

En cualquier caso, será aplicable el 
procedimiento conciliatorio cuando la 
infracción tuviere lugar con motivo de juegos 
o actividades deportivas en que participaren 
los presuntos infractores. 
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Octava Reforma, artículo 8 de la Ley de Justicia Cívica para el 

Distrito Federal. Se deber derogar la fracción XXI de 1 artículo en cita, 

en razón de que denota mucho problema en su hipótesis normativa, 

dado que a nues·:ro juicio, dentro de esta fracc16r. e~1~a::;cs e:-. 

presencia de un delito. por los daños que se podrían lesionar, además 

de que la autoridad cívica no cuenta con el personal especializado 

(peritos) que puedan valorar o cuantificar el monto o daño a que se 

refiere esta fracción, más aún si contemplamos que et,t2, infracciór. 

difícilmente es sancionada. ya que el ofendido o victima r.unca 
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concurre a las oficinas del Juzgado Cívico, ejercitando su acción ante 

el Ministerio Público. 

4.6 RAZONAMIENTOS JURÍDICOS 'Í ALCANCES SOCIALES NECESARIOS 

PARA EFICIENTIZAR l.A APLICACIÓN DE LA JUSTICIA CiVICA EN EL 

DISTRITO FEDERAi.. 

Como lo hemos podido establecer durante el estudio y desarrollo 

de nuestro trabajo de investigación, la sociedad moderna que integra 

el Distrito Federal, en la actualidad se desenvuelve cotidianamente 

ante una variedad de circunstancias y efectos jurídicos y sociales que 

en muchas ocasiones son insospechados por éstas o bien desconocidos. 

Dentro de este contexto. consideramos que un Estado de Derecho 

eficiente y progresista es aquél que mediante su quehacer legislativo 

va adecuando sus preceptos normativos a los constantes cambies y 

movilidad del grupo social. Así, resulta indudable que en la medida 

que el marco jurídico de Derecho positivo se encuentre acorde a 

sancionar o normav la vasta gama de conductas cu.e 8C suscitar. por 

todo8 los mie:nbros de la sociedad, representr.rfÍ Pl brnz'.l fuer~e y ;-.~sto 

de 12. legalidad y de· orden jur'.ciicc. Ps decir. tenP!TIOS Is. Lr~.e crei:::::::.a 

de que todos los cuerpos normativos qur conformar. r.-..: c:s~ re va.s~c 

catálogo jurídico son en sí mismos valioso,;. sin importar la iernrc;:•..;,ia 8 

grado de aplicacién que se ie¡; pudiere rPconocer. dadc que si~· 

f--TESIS CON 
11'.filJA DE ORJllJ.~ N 
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importar estos una norma jurídica positiva, por este solo hecho, es una 

norma que se debe respetar y hacer respetar, en consecuencia la Ley 

de Justicia Cívica debe de adquirir el valor y las dimensiones reales 

para las cuales fue creada, no debiéndose minimizar su aportación 

normativa a la conducta de la sociedad, al contrario como lo hemos 

expuesto este cuerpo normativo reviste significativa importancia al 

ser un ordenamiento de conducta de todas aquéllas cuestiones que por 

su especial simpleza no trasgreden más allá derechos de terceras 

personas, sin embargo son transgresiones que deben de ser 

efectivamente reguladas por nuestro Estado de Derecho, con la 

intención de que día con día sea plausible la armonía entre los 

miembros de la sociedad con base al respeto mutuo. a la solidaridad 

natural entre los seres humanos y por consecuencia a la paz social. 

En tal virtud, los alcances sociales en los que se debe de cimentar, 

eficientizar y depurar la Ley de Justicia Cívica para el Distrito 

Federal. son aquellos a los que el orden público y privado de ias 

personas aluden como su principal objeto. es decir. a la debida 

protección del conjunto de derechos que expresamente son 

consagrados dentro de nuestra Constitución Política Mexicana, y come 

lo son la seguridad social, la certeza jurídica, la legalidad. la eqmdaci., 

en síntesis el bien c:.imún. 

TESIS CON 
!'i·1iiL/~ DE OWGEN 
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Finalmente, debemos manifestar que la culminación de nuestro 

trabajo de investigación pudiera tener imprecisiones jurídicas y 

doctrinarias mismas a las cuáles nos sujetaremos si de estas se 

derivara alguna crítica, pero queremos ser insistentes en el sentido de 

que nuestra principal intención como estudiantes de esta bella 

disciplina, lo es el que cualesquier tipo de cuerpo normativo, hoy en 

día, debe de estar cuidadosamente adecuado a la realidad social, toda 

vez que es a ésta a quien se encuentra dirigido y por lo mismo la que 

resentirá sus imprecisiones. 

1~1;•f"IT(I CON 
l!.11)) L) 1 

FALLA DE omGEN 
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CONCLUSIONES 

PRIMERA.· En los orígenes del México Azteca, el Gobierno lo 

detentaban y ejercían las castas nobles así como los sacerdotes, 

quienes más tarde fueron sustituidos por el Monarca, mismo que 

hasta la conquista de los Españoles fue el encargado de aplicar y 

administrar las Leyes necesarias para ejercer su gobierno, en este 

sentido, el monarca era elegido en una asamblea en la que 

participaban los más distinguidos representantes de la comunidad, 

quienes como ya lo expresamos, delegaron todas las responsabilidades 

civiles y legales a la potestad del monarca, por lo que podemos 

asegurar, que el pueblo Azteca en virtud de sus creencias y respeto a 

s·.;s C ioses, tuvieren una conciencia de respeto al orden jurídico y a la 

moral, dado que las penas que se llegaron a aplicar en la época, fueron 

er: algunos casos, demasiado severas al grado de que se llegó a ap~icar 

la pe!1a de muerte. 

SEGUNDA.· Con la conquista de los Españoles, la época colonial se 

caracteriza por la desaparición de los diferentes Estados autóc:or.os, 

la imposición administrativa y política de las autoridades españo;as y 

por consecuencia :a aplicación del orden normativo traído por los 

españoles. dentro de los cuáie¡; po;:ipmcs mcnc1onnv a -ª-' ce1e:~er 

l'l'lfí·~1s cci-r-J l.J../.1., 1 , [\ 

FALLA DtC1 r:·~.GEN 
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particular por el Virrey quien gozaba de las máximas atribuciones de 

gobierno, justicia, guerra y hacienda. 

TERCERA.· Por lo que respecta al México Independiente, estuvo 

vigente la Ley para el Arreglo Provisional de la Administración de 

Justicia de los Tribunales y Juzgados del fuero común, dictándose 

durante el Gobierno del general Santa Anna, la Ley para el Arregio de 

la Administración de Justicia de los Tribunales y Juzgados del fuero 

común, conocida como Ley Lares, y ya durante el gobierne de 

Comonfort, se publicó la primera ley procesal denomir.acia Ley q_u.e 

a:-regla los procedimientos Judiciales en los negocios que se siguer. en 

bs Tribunales y Juzgados de Distrito y Territorios, expedida el 4 de 

mayo de 1857. 

CUA.:.1.':'A. • De manera particular, la actual Ley de Justicia Cívica, 

ti.ene sus orígenes más inmediatos con posterioridad a la publicación 

de la Constitució'.1 Política Mexicana de 1917, habien:ic te:-:i:l.c 

c.;versas denciminaciones pero conservando la idea de q-.;2 fo.era u::: 

c:-:i2~~2-~_;e:1tc de cc:-;.:lucta par2. sancionar todas aquélias faltas o 

infracciones de carácter cívico. 

Q:J!N'I'A. · En la actualidad, la Justicia Cívica forma parte de las 

disposiciones norrr,ativat·. con carácter admimstrat1v0 q'~? hf.:~ si:l:; 

instrumentadas para el adecuado desarrollo dP los m!err.tlr'.rn cie la 
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sociedad, con lo que forma parte del Derecho Administrativo como un 

área más del Derecho en general. 

SEXTA.· La materia comprendida de manera específica por la Ley 

de Justicia Cívica, la podemos considerar de inminente contenido 

social, atendiendo a las buenas costumbres y al crecimiento 

demográfico, procurando la convivencia armónica y solidaria entre los 

habitantes del Distrito Federal, mediante el orden jurídico y la 

Seguridad Pública. 

SÉPTIMA.· La infracción cívica, la constituyen aquéllas conductas 

de acción u omisión que alteren el orden público en los lugares 

expresamente determinados por la Ley en la materia, y que 

generalmente contravienen disposiciones jurídicas de carácter cívico. 

Por lo tanto, las infracciones cívicas no pueden ser equiparadas a los 

delitos. dado que los bienes jurídicos protegidos por ambos son 

distintos, además de que la autoridad competente para conocer de 

infracc10:-ies cívicas. como lo e>~ e; ,Juzgad e Cívico para e: .C '.t•::i~c 

="'ederal. es la úni::a facultada pa~a la imposición de sa:;::iones, er:. 

tanto que el Ministerio Público cumple con funciones indagatorias y 

no tiene facultades sancionadoras. 

OCTAVA.· El Juzgado Cívico, es la institución creada para con:icer 

y resolver conflictos que alteren el orden público, así como de las 

l TESIS CON 
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infracciones cívicas cometidas en contra de la sociedad, por lo mismo, 

a los funcionarios públicos que los integran, se les debe incluir de 

manera real en el denominado servicio civil de carrera, con la 

intención de actualizarlos y profesionalizarlos en la importante 

encomienda que les es delegada por la Ley, y exigida por la sociedad.. 

NOVENA.- Es urgente que en los diversos Juzgados Cívicos que se 

encuentran en el Distrito Federal, se realicen mejoras arquitectónicas 

y organizativas que los hagan prestar un servicio adecuado a las 

exigencias actuales de la sociedad, toda vez que en la gran mayoría de 

estos, no existe el médico legista a que hace referencia la propia Ley, 

teniéndose que recurrir a solicitar el apoyo del médico adscrito a las 

Agencias del Ministerio Público, además de que las instalaciones e:-. la 

mayoría de los casos no cuentan con las áreas específicas a los que la 

propia Ley también hace referencia. 

DÉCIMA.- Es importante que se tome con toda seriedad la fuerza 

jurídica y efectos sociale8 de la Ley de Justicia Cívica para el Distrito 

Federal. en atención de que este cuerpo de Leyes. por su sola 

exiRtencia y atente a las finalidades que busca. es t;.:". instrumento 

jurídico de imp:Jrtantl' traflcendcncia social. toda vez q:.;e pern:ite 

desahogar la carg?. excesiva dt> trabajo en los Juzgadm~ c.:: ?az:; de 

primera instancia Civiles o Pe na les, dándole soluc1Ó!' pron~a a 

··-·-·---------------··-------------------
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problemas sociales y cívicos de menor trascendencia, pero que no por 

esto dejan de constituir inobservancia a la Ley. 

DÉCIMA PRIMERA.· Creemos que se deben de tomar en cuenta por 

el legislador las propuestas de reforma que hemos expuesto, dado que 

con éstas se pretende delimitar correctamente el ámbito específico de 

aplicación de la Ley de Justicia Cívica para el Distrito Federal en 

aquellos aspectos en los que pudieran prestarse a confusión por 

irr:.precisión en la redacción de los preceptos normativos conter:idos 

dentro de ésta o bien, porque la sanción aplicable a cada infracción es 

obsoleta, por carecer de eficacia coercitiva. Para tales efectos se le 

debería dar mayor· competencia a los Juzgados Cívicos en relación a 

conocer de delitos menores. como son las amenazas, o unas lesiones 

leves toda vez que en estos, sería aplicable el procedimiento 

conciliatorio que maneja la Ley de Justicia Cívica para el Distrito 

~"edera: 

D~CIMA SEGUNDA.· Podemos con:::luir que la fracción X::;= é.e ia 

Ley de mérito, actualmente ya no se encuentra regulada como falta 

administrativa, toda vez que su sanción corresponde u! W.:inis:-:>rio 

Público del Distrito Federal. mediante sus Agencias Espec1aiizadas er. 

Delitos contra la Salud. correspondiéndolP a la Agencin 7" ei 

conocimiento específico d(' estos delitos. por lo tanto. ia :·r<l·::~;:'i:-- Y:= 
debe de ser derogada de la Ley cie Justicia Cívica pay<: :· 
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